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El debate en torno a la gestión de los recursos naturales y su papel en la estrategia de 
desarrollo de los países andinos ha puesto en evidencia profundas inequidades 
estructurales que inciden adversa y fuertemente en el acceso de los sectores más 
postergados de la sociedad a los procesos de toma de decisión respecto de estos bienes y a 
su pleno goce. Los Pueblos indígenas y las comunidades rurales enfrentan las presiones 
que el desarrollo ejerce sobre sus territorios y sus recursos naturales, en particular, los 
hídricos. Monopolización de derechos de aguas, uso indiscriminado del recurso y 
contaminación son algunos de los graves efectos que ha generado esta situación en 
algunos territorios indígenas y, en general, en las cabeceras de las cuencas hidrográficas, 
localizadas mayoritariamente en los sectores rurales del ecosistema andino. En la actualidad 
se observan en los Andes drásticos cambios sociales, alteraciones medioambientales, 
agotamiento y contaminación de las fuentes de agua y un aumento exponencial de los 
conflictos vinculados al recurso.  
 
Como resultado de la presión sobre los recursos naturales ejercida tanto por el modelo 
económico imperante en la mayoría de los países de la región como por el fenómeno de la 
globalización, las comunidades indígenas y campesinas han perdido su tradicional acceso a 
estos recursos, tanto en su condición de bienes productivos como del hábitat que sustentan. 
En otras palabras, enfrentan una crisis de “gobernanza” sobre sus territorios, los recursos 
naturales y los ecosistemas que dan sostenibilidad a su existencia. 
 
Hechas estas constataciones, abordamos la tarea de identificar las variables históricas, 
sociales, culturales, jurídicas, ambientales y políticas que generan esta crisis de 
“gobernanza”. Partimos de la premisa de que la gobernanza supone un ejercicio equitativo 
de los derechos soberanos de todos los ciudadanos sobre los bienes sociales, entendiendo 
por estos los ecosistemas y, por supuesto, el agua y la tierra como su base de sustentación. 
Derechos que, como se ha expresado, corresponden a todos los actores que conviven en la 
comunidad política que constituye el Estado: individuos, grupos intermedios o corporativos, 
comunidades locales y Pueblos indígenas. Para estos últimos y para las comunidades 
rurales de los Andes, el ejercicio de la gobernanza significa la efectiva puesta en práctica de 
estos derechos sobre sus territorios y recursos naturales. Lo que sostenemos como 
hipótesis es que hay una buena gobernanza en el medio rural cuando todos los actores 
sociales ejercen en forma equitativa los derechos sobre los bienes sociales antes 
mencionados, lo cual, en el caso específico aquí tratado, se traduce en la gobernanza sobre 
el agua. Una gobernanza equitativa garantiza la promoción de los intereses de las 
comunidades locales con respecto a las aguas por la vía de resguardar la solidaridad y la 
armonía entre el aprovechamiento de los recursos naturales y el ecosistema, así como de 
asegurar, al mismo tiempo, la participación comunitaria.  
 
Desde esta perspectiva, la cuestión de la gobernanza de las comunidades rurales locales 
sobre el agua alude fundamentalmente a lo que se ha denominado la “gobernanza 
ambiental”. Según Adam Schachhuber, por gobernanza ambiental se entiende aquella que 
                                                 
1 Documento elaborado por Nancy Yáñez y Susan Poats 
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resulta de articular intereses que emanan de imperativos contradictorios, surgidos 
paralelamente de procesos socioeconómicos locales y globalizados, mediante la generación 
de condiciones que favorezcan, por una parte, procesos de descentralización hacia 
unidades estatales regionales o locales, organizaciones sociales e incluso agentes 
corporativos o empresariales y, por la otra, la adecuación de las instituciones y normas 
ambientales a los sistemas internacionales de regulación que fijan los máximos estándares 
de protección ambiental y participación comunitaria.2 
 
Tal y como Ojeda pone de relieve, un elemento básico que se debe tener en cuenta en este 
ámbito es el de quiénes participan en la construcción de la gobernanza ambiental,  territorial 
o ambas, y quiénes quedan excluidos. Este autor, suscribiendo los postulados de 
Schachhuber, destaca la necesidad de realizar un análisis de múltiples interesados a fin de 
determinar con precisión quiénes pueden ganar o perder en este proceso constructivo 
(Ojeda, 2005, p. 11). 
 
Para responder a esta cuestión, en el marco del Proyecto Visión Social del Agua en los 
Andes, se ha planteado a nivel de hipótesis el concepto de “cuenca social”.3 Este parte del 
concepto tradicional de cuenca, en el que se trabaja desde el punto de vista biofísico e 
hidrogeográfico, y se basa en un reconocimiento de las múltiples y complejas relaciones 
entre las personas y el agua en la región andina. En muchas cuencas andinas ha habido, 
desde tiempos ancestrales, grupos humanos que han emprendido y organizado esfuerzos 
para conducir el agua desde sus fuentes hasta sus tierras secas, que con frecuencia están 
muy lejos de la cuenca geográfica en la que esta agua normalmente fluye. Hoy en día, las 
sociedades modernas siguen esta tradición en los grandes proyectos de trasvase de agua 
de una cuenca a otra, para suplir las necesidades de poblaciones urbanas o de proyectos de 
desarrollo agrícola o industrial en zonas carentes de agua. Una cuenca social es, entonces, 
un espacio delimitado por los nacimientos de los cursos de agua y las zonas altas que los 
protegen y nutren, y se extiende hasta donde llegan las aguas “naturalmente” y hasta donde 
se conduce el agua por los hilos construidos por las sociedades. Se puede decir que es una 
composición compleja que comprende la cuenca geográfica y sus zonas de influencia, 
determinadas por los usuarios y usuarias  del agua. Una cuenca social suele implicar un 
traslape de varias cuencas geográficas entrelazadas por el tejido social que construyen los 
múltiples usuarios. 
 
Se ha propuesto el concepto de cuenca social como unidad de análisis porque es 
especialmente apropiado para entender las relaciones sociales en torno al agua y los 
conflictos entre las personas ubicadas en las zonas altas y los múltiples usuarios que se 
encuentran en las zonas medias y bajas de las cuencas andinas. El concepto fue 
desarrollado en la cuenca del río El Ángel, en la provincia del Carchi, en el norte del Ecuador 
(Poats, 2003). A principios de los años noventa, un grupo de investigadores de diferentes 
instituciones locales y nacionales iniciaron un proceso de concertación de trabajos en la 
cuenca para aunar esfuerzos y propiciar iniciativas de investigación-acción con vistas a 
lograr un desarrollo sustentable de la cuenca y un adecuado manejo de los recursos 
                                                 
2  Adam Schachhuber es citado en Ojeda (2005, p. 11), Marco Conceptual para el Programa 
Movimientos Sociales, Gobernanza Ambiental y Desarrollo Territorial Rural . 
3  El Proyecto Visión del Agua en los Andes fue financiado por el Centro Internacional de Investigaciones para 
el Desarrollo (CIID/IDRC), de Canadá, y liderado por Agua Sustentable y el Comité para la Gestión Integral 
del Agua en Bolivia (CGIAB). 
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naturales. El grupo estimó que la cuenca era una unidad de análisis-acción efectiva para 
avanzar hacia el objetivo, novedoso en ese tiempo, del desarrollo sustentable. Al comienzo, 
por casualidad, casi todos los estudios en marcha se centraban en la zona alta de la cuenca, 
cerca de las cabeceras del río, justo bajo la Reserva Ecológica El Ángel, que protege una 
gran parte del páramo de la región (véase el mapa 1).  
 
Mapa 1 
ZONA DE LA CUENCA DEL RÍO EL ÁNGEL, CARCHI, ECUADOR 
 
 
Sin embargo, al progresar los estudios y las acciones con diferentes grupos participantes río 
abajo en la cuenca, los investigadores se dieron cuenta de que al dibujar la cuenca 
verdadera, esta unidad de análisis-acción resultaba insuficiente y no abarcaba todas las 
relaciones entre individuos y recursos naturales, en especial aquellas entre estos y el agua.  
 
El río El Ángel, como ocurre en gran parte de las cuencas andinas, al salir de la zona alta 
bajaba por un cañón profundo y estrecho, en el que casi no había tierras productivas. Luego, 
al unirse con el río Mira, formaba el valle de Chota-Mira, en el que se concentran los 




                                                         









Cuando el grupo dibujaba la cuenca geográfica, las relaciones basadas en el agua 
desaparecían,  porque las grandes zonas de uso estaban fuera de la cuenca así concebida. 
Los sistemas de riego construidos llevaban el agua fuera de la cuenca, a ambos lados de 
ella, para irrigar las zonas más planas y aptas para la producción agrícola. De igual manera, 
los sistemas de agua para consumo humano sacaban el recurso de la cuenca para 
abastecer las poblaciones localizadas en las áreas laterales. El grupo de investigadores 
decidió entonces dibujar otro mapa, basado en un concepto de construcción social de la 
cuenca, en el que se trazaron los diferentes hilos de agua creados por los grupos humanos, 
desde sus fuentes naturales o bocatomas hasta llegar al usuario final. En este dibujo se 
contemplaba el páramo que nutre los sistemas de agua y todas las redes de uso, tanto para 









                                                         




CUENCA DEL RÍO EL ÁNGEL Y LAS ÁREAS DE USO DEL AGUA PARA RIEGO Y 




























Esta nueva construcción social de la cuenca definió un marco analítico más útil para 
entender las relaciones de uso y de poder en torno al agua, y resultó sumamente apropiado 
para la negociación de conflictos y la elaboración de propuestas que permitieran proteger y 
financiar a largo plazo los servicios ambientales de la cuenca. En este nuevo marco o 
unidad de análisis, la cuenca social, las relaciones humanas con el agua fueron las que 
determinaron el espacio físico de acción.  
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El concepto de cuenca social se sustenta en la hipótesis de que esta noción es útil y 
estratégica tanto para orientar la investigación sobre cuencas en los Andes y mostrar sus 
particularidades culturales, ambientales, sociales y productivas, como para sugerir un 
modelo de gestión efectiva y equitativa del agua por parte de los múltiples usuarios y 
usuarias de dichas cuencas. 
 
Hasta ahora se ha asumido que la cuenca es la unidad por excelencia para la gestión de los 
recursos hídricos, lo que parece ser incuestionable desde la perspectiva medioambiental. 
Sin embargo, la incorporación de variables sociales y antropológicas redefine estos criterios 
y pone de manifiesto la existencia de otros espacios territoriales definidos, como se ha 
señalado, por elementos históricos, culturales, étnicos, económicos, jurídicos y políticos, 
cuya consideración otorga pertinencia étnica, cultural y social a la gestión de los recursos 
hídricos.  
 
Tomando en consideración estas variables, los integrantes del Proyecto Visión Social del 
Agua en los Andes se propusieron trabajar en temas de investigación relativos a la 
territorialidad en la gestión del agua en el macizo andino, avanzando más allá de los 
conceptos de cuenca y de unidades jurídico-administrativas de gestión hídrica. Sobre la 
base de diversas investigaciones realizadas en Bolivia, Chile, Ecuador y Perú se aspira a 
progresar en la definición y el entendimiento de la cuenca social mediante la incorporación 
de variables históricas, culturales, sociales, económicas y ambientales, así como con la 
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inclusión en el análisis de variables organizativas, productivas y jurídicas que ilustran el 
tema de la gestión, uso y mecanismos de reasignación de las aguas en las cuencas de los 
ríos Tiquipaya-Colcapirhua (Bolivia), Loa (Chile), La Chimba-Pisque (Ecuador) y 
Jequetepeque-Chamán (Perú). 
 
En el marco del Proyecto Visión Social del Agua en los Andes se planteó el desafío de 
indagar un sistema de principios, valores, instrumentos y acciones que, fundados en las 
particularidades culturales y la gestión de las comunidades indígenas, campesinas y, en 
general, de la ciudadanía, estructuran el derecho social al agua. La gestión del agua, y así lo 
demuestran las investigaciones cuyos resultados se presentan en esta publicación, forma 
parte integral de un sistema de manejo de un territorio, entendido como un espacio 
geográfico en el cual se desenvuelve y se reproduce la cultura de una comunidad o Pueblo 
indígena. Este sistema territorial/cultural (re)conoce una estructura local de órganos y cargos 
comunales, reglas locales de conducta, normas de coacción, sistemas de sanción y 
principios sobre cuya base se resuelven los conflictos derivados del uso, goce y disposición 
de los recursos.4 Dentro de estos sistemas persisten y se traslapan elementos pre-
colombinos, coloniales, indígenas, modernos y distintos sistemas de normas. 
 
Mediante el enfoque que se sugiere a partir de estos estudios se aspira a incorporar una 
doble perspectiva para la identificación de los espacios territoriales y administrativos de 
gestión hídrica. Por una parte, está la perspectiva territorial, determinada por el uso 
ancestral del hábitat y la persistencia del concepto andino de comunidad; por la otra, la 
experiencia de las plataformas creadas para la gestión del agua. Una se funda en 
tradiciones, historias y normas ancestrales, que forman la base para la toma de decisiones 
en cuanto a la distribución de los usos de recursos como el agua; la otra está basada en el 
concepto de múltiples actores unidos en plataformas creadas para la gestión del recurso 
agua y el territorio definido por el agua a través de su escurrimiento natural o artificial. El 
estudio de caso sobre la cuenca social Tiquipaya-Colcapirhua en Bolivia ilustra la primera 
perspectiva, en tanto que el dedicado a la acequia Tabacundo, que atraviesa las cuencas de 
La Chimba y el Pisque en Ecuador, muestra la experiencia de plataformas de múltiples 
actores para la gestión del agua. 
 
Hemos podido constatar y, de hecho, es la realidad en todos los casos estudiados, que el 
territorio tradicional existe dentro de un territorio más amplio, definido por el agua. Las 
negociaciones suelen centrarse en las relaciones y conflictos que pueden surgir respecto del 
manejo y distribución del agua entre un grupo de usuarios orientados por usos tradicionales 
y otro grupo (o grupos) guiado por reglas y deseos no colectivos o con fines comerciales. En 
otros casos, muy poco estudiados, existen territorios tradicionales mucho más amplios que 
la cuenca social. Aquí surgen conflictos de gestión a mayor escala entre decisiones 
territoriales, de gobiernos locales y de espacios de gestión del agua, como las plataformas 
de cuenca. Lo que se pretende demostrar en esta publicación es que, desde ambas 
perspectivas, corresponde a la comunidad o, en su caso, al colectivo social, tomar las 
decisiones respecto del conjunto de los recursos naturales –entre los cuales está el agua– 
para definir cómo se usan y cómo se dispone de ellos. En todos los casos se concluye que 
el único titular (sujeto) de facto de los derechos locales (de agua, entre otros) debe ser la 
misma comunidad, el colectivo social o Pueblo indígena.5 Esto lo demuestran, en particular, 
                                                 
4  Véase Magdalena Gómez, “Derecho Indígena y Constitucionalidad”, México. 
5  Jan Hendriks, “Legislación de Aguas y Gestión de Sistemas Hídricos en la Región Andina”, 2004. 
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los estudios de caso de la cuenca social del río Tiquipaya-Colcapirhua y La Chimba-Pisque, 
en Bolivia y Ecuador, respectivamente, ya que la gestión del espacio socio-territorial así 
concebida contribuye a la conservación, a la prestación de servicios ambientales a otros 
usuarios y a la protección del propio medio ambiente, permitiendo así ilustrar y valorizar la 
gestión social del espacio. Por el contrario, la evidencia empírica en el caso de la cuenca 
social del río Jequetepeque-Chamán en Perú pone de manifiesto que el debilitamiento de la 
organización social andina proscribe las reglas ancestrales de reciprocidad y les resta 
legitimidad social, poniéndolas en desuso. 
 
A través de esta doble perspectiva que, como se ha señalado, incorpora la dimensión 
territorial y la acción concertada de múltiples actores, se aspira a salvar las complejidades 
que entraña la relación entre gobernanza territorial y gobernanza ambiental, tomando en 
cuenta que, en algunos casos –el de los Pueblos indígenas en los países andinos, por 
ejemplo–, las propuestas de gobernanza territorial incluyen, como parte de sus esquemas, 
normas y prácticas de gobernanza ambiental. En otros, la construcción de la gobernanza 
ambiental lleva a elaborar propuestas de gobernanza territorial más amplias, que incluyen a 
otros usuarios no exclusivamente indígenas.6 
 
En este estudio entendemos el territorio como una construcción social que llevan adelante 
diversos actores, quienes construyen una identidad con respecto a él. Debe mencionarse 
que bajo esta concepción, el territorio no es solamente un espacio físico, geográfico, 
ecológico, agropecuario o político-administrativo. El territorio, así concebido, puede 
constituirse sobre dichos espacios, pero implica procesos de construcción social, económica 
e institucional; en otras palabras, requiere gobernanza: ambiental y territorial.7 
 
Desde la perspectiva jurídica, la constatación de que el agua es un bien esencial para la 
vida humana y cumple funciones insustituibles en los ámbitos ambiental, social, cultural y 
económico, ha determinado el régimen legal que regula la naturaleza jurídica del recurso, el 
papel del Estado y los mecanismos de asignación, uso y distribución desde la esfera estatal 
institucional. La regla general ha sido mantener la propiedad de las aguas en el dominio 
público y que, en el ejercicio de este derecho, corresponda al Estado determinar la 
disponibilidad de las aguas, establecer mecanismos de asignación del recurso y fiscalizar su 
uso racional. Por su parte, los derechos de uso otorgados a particulares –personas 
naturales o jurídicas, grupos o individuos– se regula a través del reconocimiento de 
derechos de aprovechamiento de aguas, en general amparados por el derecho de propiedad 
y constituidos como derechos individuales.  
 
La tendencia en Chile y Perú muestra que los mecanismos de reasignación de derechos de 
uso de agua a particulares han pasado de un régimen de reasignación administrativa a uno 
en el que la reasignación se resuelve mediante la creación de mercados de aguas (Chile) o 
la imposición de regímenes tarifarios (Perú), para garantizar una distribución y un uso 
equitativo y eficiente del agua. En ambos países, la regla general ha sido que el sistema de 
reasignación impulsado por el aparato público proscriba aquellos mecanismos intraculturales 
que operan en la gestión de los espacios territoriales ancestrales, conforme a los sistemas 
de usos y costumbres de usuarios tradicionales, como comunidades campesinas y Pueblos 
indígenas; se han dado, asimismo, experiencias incipientes que apuntan a la constitución de 
                                                 
6  Marco Conceptual para el Programa Movimientos Sociales, Gobernanza Ambiental y Desarrollo Territorial 
Rural. 
7  Ibidem, 6.  
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plataformas sociales para la gestión del agua. La situación en Bolivia y Ecuador parece 
seguir una tendencia inversa, ya que los usos y costumbres han terminado por imponerse al 
derecho positivo y han servido de paradigma para el reconocimiento de derechos colectivos 
al agua, según lo demuestran la Reforma Constitucional (1998), en Ecuador, y la aprobación 
de la Ley de Riego y su Reglamento en Bolivia (2006).  
 
En las últimas décadas, la región ha enfrentado un arduo debate con ocasión de los ajustes 
estructurales que demanda la política sobre recursos hídricos y su adecuación a la política 
económica latinoamericana de apertura al mercado mundial. Se han puesto en la mesa de 
discusiones los temas relativos a la naturaleza de los derechos de aguas, la condicionalidad 
de esos derechos y la creación de mercados de agua o la imposición de tarifas, como 
mecanismos de reasignación de los derechos de uso. La experiencia muestra que, bajo este 
modelo, la falta de regulación del mercado como mecanismo de reasignación de aguas, y 
también la insuficiente fiscalización estatal para garantizar el uso efectivo y racional del 
recurso, han conllevado externalidades ambientales negativas en la gestión de las fuentes 
de aguas y las cuencas hidrográficas; inequidades e injusticias sociales y ambientales y, 
finalmente, creación de mercados distorsionados y vulnerables a la monopolización de los 
derechos.  
 
Como consecuencia de estas deficiencias institucionales, agravadas por las debilidades 
estructurales de que adolece la mayoría de los Estados en la región, se observa que en la 
generalidad de los países latinoamericanos surgen conflictos vinculados al agua, siendo los 
más graves aquellos que atañen a la explotación de las fuentes de agua cruda y enfrentan a 
usuarios tradicionales de estos recursos hídricos, como Pueblos indígenas y comunidades 
campesinas, con entes corporativos que promueven actividades económicas en sus 
territorios de origen y monopolizan los derechos de aprovechamiento de aguas en que se 
basan los hábitat tradicionales de las comunidades andinas. En este caso observamos un 
conflicto de poder en el que convergen dos actores: uno con poder monetario y político, 
nacional o trasnacional y otro, constituido por las comunidades locales, indígenas y 
campesinas, cuya cuota de estos poderes es tradicionalmente mucho menor.   
 
Si bien esta es un tendencia general, el caso más emblemático es el de la legislación sobre 
el agua en Chile; la investigación realizada en la cuenca social del río Loa, cuyos resultados 
se reseñan en esta publicación, ilustra las externalidades sociales, económicas y culturales 
del modelo y la forma en que impactan a las comunidades indígenas ribereñas. En realidad, 
los estudios de caso en la cuenca social de los ríos Loa y Jequetepeque-Chamán, en Chile y 
Perú, respectivamente, son los más representativos en este sentido y muestran la medida 
en que el modelo favorece la monopolización de las aguas y sus fuentes por parte de 
empresas mineras nacionales y transnacionales de gran envergadura, en desmedro de los 
derechos de usuarios tradicionales. La evidencia empírica en ambos casos deja en claro 
que la política ambiental se reduce a pagar por contaminar y no garantiza el uso sustentable 
de los recursos naturales. Siguiendo esta línea, se recurre a los mecanismos del sistema de 
libre mercado para ajustar la eficiencia de la política hídrica y se presentan propuestas como 
la fijación de impuestos a la contaminación; el pago de patentes por uso o, en su defecto, 
por el no uso del agua; la asignación de cuotas de contaminación y la apertura de un 
mercado de crédito por emisiones contaminantes, entre otras.  
 
La participación social y también la asociación estratégica de las comunidades locales han 
estado ausentes en los ajustes estructurales a que ha sido sometida la institucionalidad 
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hídrica en América Latina (Peña, 2004, p. 90). Por el contrario, la transferencia de población, 
la migración forzada y el desplazamiento ambiental, como consecuencia directa de la 
privación de los recursos hídricos, han sido una constante entre las externalidades negativas 
generadas por los proyectos de inversión en territorios indígenas y rurales, perjuicios 
propiciados, en general, por la fragilidad de los recursos jurídicos, sociales y económicos 
con que cuentan los Pueblos indígenas y las comunidades campesinas para oponerse a las 
extracciones o para negociar sus derechos a los recursos y, eventualmente, obtener una 
reparación por los daños sufridos (Peña, 2004, p. 106).  
 
Así lo han planteado los representantes indígenas en el Tercer Foro Mundial del Agua, 
celebrado en Japón, a través de la Declaración de Kyoto de los Pueblos Indígenas sobre el 
Agua, en la que estos expusieron sus reclamos y requirieron que los Estados nacionales 
reconocieran legalmente los intereses de los Pueblos indígenas respecto del agua y sus 
usos consuetudinarios, incluyendo esos derechos en leyes y políticas nacionales en materia 
hídrica.  Tal y como puntualiza Peña, dicha demanda es el resultado de una larga 
experiencia en cuanto a la forma en que diversos gobiernos nacionales deciden el destino 
del agua disponible en los territorios indígenas para beneficiar intereses corporativos 
privados o públicos en desmedro de aquellos de las comunidades locales (Peña, 2003, p. 
13). 
 
Según queda de manifiesto en la Declaración de Kyoto, para la mayoría de las 
organizaciones indígenas el agua constituye no solo un referente cultural, sino que la ven, al 
mismo tiempo, como una condición de vida y base de sustentación del territorio en el que se 
busca ejercer el gobierno comunitario y darle viabilidad. Desde esta perspectiva, el derecho 
al agua, así como a los demás recursos naturales existentes en el territorio, forma parte del 
derecho de autodeterminación (Peña, 2003, p. 13) 
En la investigación llevada a cabo en la cuenca del río Loa es posible constatar la violación 
de estos principios y normas en Chile. El estudio de caso muestra el colapso demográfico 
que han sufrido las comunidades indígenas ribereñas –de origen aymara y atacameñas o 
lickan antay– como consecuencia de la sobreexplotación de los recursos hídricos por parte 
de empresas mineras y otras prestadoras de servicios de agua potable, que surten las 
ciudades costeras y los centros mineros de la región. 
 
Sin embargo, los problemas que afectan a la gente y el agua en los Andes no son solo el 
producto de carencias estructurales en la región. Las principales dificultades en torno al 
reconocimiento y ejercicio de los derechos de las comunidades locales sobre sus aguas 
surgen como consecuencia de la falta de voluntad política de los entes de gobierno para 
proteger adecuadamente los intereses de comunidades indígenas y campesinas, haciendo 
primar los propósitos de los grupos de poder corporativos –públicos o privados– interesados 
en apropiarse de recursos naturales de uso tradicional para incorporarlos a su estrategia 
productiva. Nuestro desafío, por tanto, es proponer una estrategia que, en primer lugar, 
garantice la gestión equitativa y sustentable de los recursos hídricos o naturales y que, en 
este marco, promueva una reflexión acerca de la incidencia de tales recursos en la 
estrategia económica de las comunidades indígenas y campesinas, lo que implica 
considerar sus derechos de autogestión y uso preferente de los recursos, su eventual 
participación en las utilidades provenientes de la explotación económica de dichos bienes 
por terceros, o ambas cosas a la vez. 
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II. LA GOBERNANZA TERRITORIAL Y AMBIENTAL DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS 
SOBRE EL AGUA 
 
Cabe incorporar en el análisis las particularidades que impone la gobernanza de las aguas 
por parte de Pueblos indígenas, en la que inciden variables de carácter histórico, cultural y 
jurídico, las cuales deben ser consideradas al resolver cuestiones vinculadas a derechos 
específicos de los Pueblos indígenas sobre las aguas o conflictos de intereses que 
involucren sus derechos ancestrales sobre estas.   
 
La tradición liberal clásica que prima en los países andinos ha promovido históricamente la 
negación de una personalidad política propia a los Pueblos indígenas; fue así que en la 
coyuntura histórica de la independencia se les asignó un estatuto ciudadano, declarando la 
igualdad jurídica de los individuos que integraban estos Pueblos con los demás estamentos 
de la sociedad. El pensamiento liberal concebía ingenuamente que la carta de ciudadanía 
otorgada a cada individuo garantizaba por sí misma la consolidación de un proyecto 
democrático y que, por el contrario, el pluralismo cultural y el reconocimiento de identidades 
diversas con sus propios proyectos civilizatorios boicoteaban cualquier proyecto de unidad 
nacional y, por ende, la democracia (Bonfil, 1995, p. 472). 
 
La independencia de los países latinoamericanos no se hizo cargo de las injusticias, 
producto de la imposición del régimen colonial, que pesaban sobre los Pueblos indígenas, 
sino que dio paso a una acción premeditada de despojo y desestabilización, confiscando sus 
tierras y recursos, proceso que no ha concluido. Por el contrario, parece haberse agudizado 
en las últimas décadas como consecuencia del modelo económico adoptado por la mayoría 
de los países de la región andina, sustentado básicamente en actividades de explotación de 
recursos naturales, concentradas de preferencia en territorios indígenas.  
 
Lo que se busca resaltar con esta reflexiones es que al dirimir cuestiones que involucran 
derechos indígenas, los órganos del Estado deben hacerse cargo de la circunstancia de que 
las comunidades o individuos cuyos derechos son potencialmente vulnerados forman parte 
de un Pueblo indígena y que este Pueblo constituye una unidad política diferenciada, que 
posee su propia organización social y política. Como tal, forma parte de un mismo proyecto 
civilizatorio, también susceptible a impactos generados por decisiones que afecten a su 
territorio jurisdiccional y sus recursos naturales e hídricos. Desde esta perspectiva, las 
propuestas tendientes a resolver la cuestión de los derechos de agua y la gestión ciudadana 
deben considerar el fortalecimiento de las capacidades reales y potenciales de los Pueblos 
indígenas para preservar y recuperar aquellos recursos que viabilizan sus capacidades 
productivas, como lo es el agua. Al mismo tiempo, es preciso garantizar a través de la 
participación comunitaria que el acceso a estos recursos y su gestión por parte de los 
Pueblos indígenas no se vean vulnerados como consecuencia de la imposición de un 
modelo de desarrollo hegemónico e incompatible con tales derechos.  
 
En síntesis, se debe considerar que la territorialidad indígena emana del ejercicio del 
derecho de autodeterminación. El derecho de autodeterminación, así concebido, implica 
reconocer que los Pueblos indígenas tienen formas de organización del poder que los 
identifican como unidades político-administrativas distintas, con autoridad sobre un territorio 
definido y con capacidades de decisión en los ámbitos que atañen a sus proyectos de 
desarrollo, incluida la facultad de oponerse a decisiones de terceros que puedan ir en 
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desmedro de dicha estrategia económica, como ocurre en el caso de que el Estado o 
particulares dispongan de recursos pertenecientes a los Pueblos indígenas sin su 
consentimiento libre e informado. 
 
En este escenario se ha generado cierto consenso en torno a la necesidad de adoptar un 
marco jurídico que reconozca tanto plenos derechos colectivos a los Pueblos indígenas, 
incluidos los relacionados con la autogestión de sus territorios de origen, como las 
facultades jurisdiccionales de sus autoridades tradicionales para decidir sobre sus recursos 
naturales, particularmente el agua (Peña, 2004, p. 106). 
 
La tendencia apunta a ampliar el ámbito de control cultural de los Pueblos indígenas sobre 
sus recursos naturales e hídricos y, para lograrlo, es preciso reconocerles derechos 
específicos que garanticen la autogestión y propiedad indígena de tales recursos, la 
preservación de su hábitat y su participación efectiva en las decisiones pertinentes.  
 
El reconocimiento del derecho de autodeterminación de los Pueblos indígenas para la 
gestión de recursos hídricos abre espacios institucionales para la expresión de modelos 
culturales diversos, que plantean esquemas normativos propios respecto de la gestión y 
disponibilidad de los recursos hídricos y propician el consenso con los otros a través de la 
asociación estratégica, en particular con aquellos actores sociales que, sin ser Pueblos 
indígenas, enarbolan un modelo cultural distinto de aquel impuesto hegemónicamente por 
las estructuras de poder predominantes. 
 
En la actualidad, el Estado impone un modelo hegemónico que determina, conforme a un 
único modelo cultural y su correspondiente proyecto político, el sistema de gestión y uso de 
las aguas. En este marco, los modelos locales, culturalmente diferenciados, deben aceptar 
nuevas asociaciones de usuarios, nuevas formas de distribución y nuevas autoridades, 
conforme a un modelo hidrológico definido a nivel del Estado. Esta fórmula enfrenta modelos 
estatales con modelos locales, indígenas y campesinos, generando inequidades y presiones 
ilegítimas. Según Gelles, los modelos estatales introducen una perspectiva secular, racional 
y burocrática que en el ámbito de las autoridades hídricas indígenas se traduce en una 
función social disminuida, que contrasta con la función social o ritual que estaba reservada a 
las autoridades tradicionales y en la que se ha sustentado la resistencia y persistencia de los 
sistemas hídricos locales, particularmente en los Andes. (Gelles, 2004, p. 39). 
 
Es importante resaltar, sin embargo, las iniciativas emprendidas por las organizaciones 
campesinas e indígenas de Bolivia que, en una coyuntura ventajosa, en el marco del 
gobierno de Evo Morales, han logrado la aprobación del reglamento de la Ley de Riego. 
Este instrumento normativo incorpora un régimen de derechos de aguas para comunidades 
y familias campesinas e indígenas que innova con respecto a otros existentes en la región 
andina. Sus contenidos más relevantes son los siguientes: se prohíbe la comercialización de 
los derechos de aguas (registros y autorizaciones) y de las aguas (en consecuencia, se 
eliminan los mercados de aguas y de derechos de aguas); se otorgan registros colectivos y 
familiares a productores campesinos e indígenas con carácter permanente (no en términos 
de propiedad, sino de derecho de uso oponible a terceros), sobre la base de criterios 
referidos a fuentes de agua. La incorporación de estos criterios permite incluir áreas de 
escurrimiento o cuencas, que corresponden a las áreas territoriales de uso de las aguas y 
cuyos límites físicos son aquellos establecidos en los acuerdos entre los usuarios y que 
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configuran un sistema de riego. Por otra parte, esta ley crea un marco institucional 
regulatorio con participación social y estatal. 
 
Todas las experiencias estudiadas involucran a comunidades indígenas y, al menos en una 
de ellas, se ha reconocido el derecho preferente de las comunidades indígenas sobre las 
aguas de uso ancestral. Esto ocurrió en el caso de la comunidad de origen atacameño o 
lickan antay de Toconce, en la cuenca social del río Loa, en Chile; allí, la Corte Suprema del 
país dictaminó que el derecho indígena sobre las aguas de uso ancestral constituía dominio 
pleno y tenía amparo legal en el derecho interno, ordenando que se restituyeran a la 
comunidad derechos de agua inscritos por la Empresa de Servicios Sanitarios de 
Antofagasta (ESSAN S.A.) correspondientes a un caudal de 100 l/s, utilizados desde 
tiempos inmemoriales para irrigar las terrazas de cultivo. 
 
III. BASES JURÍDICAS DEL DERECHO INTERNACIONAL PARA EL EJERCICIO DE 
DERECHOS DE AGUA Y LA GESTIÓN CIUDADANA 
 
En el derecho internacional se han establecido normas que reconocen el derecho al agua de 
Pueblos indígenas y comunidades campesinas y se procura garantizar la gestión ciudadana 
del recurso en los espacios territoriales que ocupan estos usuarios; tales disposiciones, por 
cuanto configuran las bases normativas de la responsabilidad internacional de los Estados, 
deben ser consideradas como imperativos legales que imponen a los gobiernos el deber de 
garantizar en sus políticas públicas la gestión equitativa, sustentable y culturalmente 
pertinente de los recursos hídricos y naturales.  
 
Este reconocimiento emerge de los intentos del derecho internacional –no todos acertados– 
de armonizar las demandas impuestas por la globalización del desarrollo con la protección 
del medio ambiente y los derechos humanos relativos al agua, mediante la construcción de 
un marco jurídico que pueda ser útil para sustentar reivindicaciones de gobernanza territorial 
y gobernanza ambiental por parte de las comunidades locales que cuentan con referentes 
territoriales de gestión de recursos naturales e hídricos. 
 
La discusión en torno al derecho al agua y la gobernanza ambiental en el seno de la 
comunidad internacional comenzó en la década de 1970, específicamente en el año 1972, 
en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano, que tuvo lugar 
en Estocolmo, Suecia, ocasión en la que se identificó el agua como uno de los recursos 
naturales que debía ser objeto de una protección especial por el ordenamiento jurídico a fin 
de garantizar su uso sustentable por parte de las generaciones actuales y futuras.8 En 1977, 
las Naciones Unidas se pronunciaron sobre este mismo punto en la Conferencia sobre el 
Agua (Mar del Plata, Argentina).9 Posteriormente, en el año 1992, en la Conferencia 
Internacional sobre el Agua y el Medio Ambiente (CIAMA) (Dublín, Irlanda), se constató que 
la escasez y el uso abusivo del agua dulce planteaban una creciente y seria amenaza para 
el desarrollo sostenible y la protección del medio ambiente. Siguiendo esta línea, en el 
mismo año 1992, en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el 
                                                 
8 Principio 2, Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente, 16 de junio de 
1972, U.N. Doc. A/CONF.48/14 Rev.1, Nº de venta: E. 73.II.A.14 (1973); reimpreso en 11 I.L.M. 1416 (1972),  
(http://www.ecoportal.net/content/views/full/11994). 
9 Informe de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Agua, Mar del Plata, 14 al 25 de marzo de 1977. 
Publicación de las Naciones Unidas, Nº de venta: S.77.II.A.12. 
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Desarrollo (Río de Janeiro, Brasil), durante la cual se aprobó la Agenda 21, un programa de 
acción para el desarrollo sustentable, se estableció un derecho preferente para el 
aprovechamiento y el uso de los recursos hídricos con vistas a satisfacer las necesidades 
básicas y a otorgar protección a los ecosistemas.10  
 
Sin embargo, no se garantizó el acceso equitativo a las comunidades locales que hacen uso 
consuetudinario de las aguas, toda vez que una vez satisfechas las necesidades básicas, 
tanto en la Agenda 21 como en la CIAMA, se propone un régimen tarifario para el 
aprovechamiento y uso de las aguas.11 Los planteamientos aprobados en ambas 
Conferencias –Dublín y Río de Janeiro– han sido objeto de duras críticas, por cuanto 
incorporan un criterio meramente económico para la reasignación del recurso, expresado en 
el pago de tarifas, que a la postre discrimina en contra de usuarios tradicionales y grupos 
económicamente vulnerables y no resguarda las condiciones de equidad que impone la 
gobernanza. 
 
No obstante, cabe resaltar que en la Agenda 21 se avanza con respecto a los acuerdos de 
Dublín y se innova al considerar la incorporación de algunas variables sociales y 
ambientales.  
 
En el ámbito territorial, en la Agenda se adhiere al concepto de cuenca y subcuenca de 
captación para el manejo sustentable del recurso. Desde la perspectiva de la gestión, se 
adopta un enfoque multisectorial, que abarca consideraciones tecnológicas, económicas, 
ambientales y sanitarias para la ordenación de los recursos hídricos.12 
 
En la dimensión social, se recoge la concepción de que el derecho al agua es un bien social 
y que, al mismo tiempo, es un bien económico, y se procura armonizar esta doble condición. 
Los mecanismos a través de los cuales en la Agenda 21 se pretende arbitrar estos intereses 
son: la gestión de la demanda, la conservación y reaprovechamiento del agua, la evaluación 
de los recursos disponibles y los instrumentos financieros.13 Las orientaciones que emanan 
del reconocimiento del hecho de que el agua constituye un bien económico y social apuntan 
a la necesidad de reglamentar el régimen tarifario, considerando costos de oportunidad, 
impactos ambientales y disponibilidad de pago.14 Por otra parte, la constatación de la 
escasez y vulnerabilidad del recurso impone la obligación de que se reconozcan, en todas 
las actividades de planificación y aprovechamiento, sus costos integrales, esto es: beneficios 
de la inversión y costos de protección ambiental y de explotación, así como costos de 
oportunidad en función del aprovechamiento alternativo más valioso del agua.15 En el plano 
institucional, en la Agenda 21 se  subraya que es preciso adecuar el sistema institucional a 
las nuevas perspectivas que imponen el manejo integrado de cuencas fluviales y el 
desarrollo local. Asimismo, se recomienda adaptar los cambios institucionales a la 
necesidad de integrar la gestión hídrica con la ordenación de los usos de la tierra.16  
 
                                                 
10 Capítulo 18: ”Protección de la calidad y el suministro de los recursos de agua dulce: Aplicación de criterios 
integrados para el aprovechamiento, ordenación y uso de los recursos de agua dulce”. 
11 Principio 18.8, Agenda 21 (ibidem). 
12 Principio 18.9, Agenda 21 (ibidem). 
13 Principio 18.17, Agenda 21 (ibidem). 
14 Principio 18.15, Agenda 21 (ibidem). 
15 Principio 18.16, Agenda 21 (ibidem). 
16 Principio 18.21, Agenda 21 (ibidem). 
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Otras instancias internacionales, como la Conferencia Mundial de Derechos Humanos 
(Viena, 1993), la Asociación Mundial para el Agua (Global Water Partnership, GWP),17 y las 
Naciones Unidas a través del Comité sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales,18 
han avanzado en lo que atañe al reconocimiento del derecho al agua como derecho humano 
y han sentado sus bases normativas, lo que permite estructurar –al menos en el plano 
jurídico– fundamentos institucionales para la gobernanza hídrica por parte de las 
comunidades locales. 
 
La Conferencia de Viena incorporó la dimensión de los derechos humanos y reconoció que 
el derecho al agua se sustentaba en el pleno ejercicio de los derechos económicos, sociales 
y culturales. Fue así que se estableció que la extrema pobreza constituía una violación de la 
dignidad humana y se instó a adoptar medidas urgentes encaminadas a superar la pobreza 
y las causas que la originan, entre las que figuran las dificultades para acceder al agua 
(Salman y Maclnerney-Lanckford, 2004). La GWP, por su parte, ha hecho esfuerzos por 
compatibilizar las perspectivas económicas y sociales en torno al recurso agua, para lo cual 
ha acuñado el concepto de Gestión Integrada del Recurso Hídrico (GIRH), concebido como 
un proceso que promueve el manejo y desarrollo coordinados del agua, la tierra y los 
recursos conexos, con el fin de maximizar el bienestar social y económico resultante de 
manera equitativa, sin comprometer la sustentabilidad de los ecosistemas vitales (Peña y 
Solanes, 2003). La Asamblea General de las Naciones Unidas, en el año 1999, se pronunció 
a favor de reconocer que el derecho al agua estaba en la base del derecho al desarrollo. De 
esta manera, las Naciones Unidas han puesto en el debate el concepto de que el derecho al 
agua es un derecho económico, social y cultural que debe ser garantizado al amparo del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PDESC) de 1966.19 Al 
respecto, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales que instaura el Pacto, 
en el año 2002 estableció expresamente la relación entre derechos humanos y agua, y 
otorgó reconocimiento expreso al derecho al agua, aprobando la Observación General N° 
15, que se sustenta en lo dispuesto por los artículos 11 y 12 del PDESC .20 
 
Mediante esta Observación General N° 15, el Comité adopta una interpretación extensiva de 
los derechos económicos, sociales y culturales, según la cual el derecho al agua está en la 
base del reconocimiento de una serie de otros derechos, cuyo goce se torna ineficaz si no 
hay condiciones que garanticen el acceso a este recurso.21  
                                                 
17 La Asociación Mundial para el Agua (GWP), creada en 1996, tiene por misión proveer soporte político-técnico 
a los países del mundo para la gestión integrada de los recursos hídricos (Peña y Solanes, 2003). 
18 En el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículos 28 a 45, se dispone que la aplicación de los 
derechos establecidos en estos tratados internacionales sea supervisada por el Comité de Derechos Humanos. 
Sin embargo, solo 45 Estados han adherido a la declaración contenida en el artículo 41 del Pacto, que establece 
la competencia del Comité de Derechos Humanos (que entró en vigor el 28 de marzo de 1979). (Rodríguez 
Barilla, en http://www.iccpg.org.gt/COMITÉ_DH.htm). 
19 El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y su homólogo, el Pacto de Derechos 
Civiles y Políticos, son instrumentos de derechos humanos que cuentan con un importante número de Estados 
adherentes. El primero fue adoptado el 16 de diciembre de 1966 y entró en vigor el 3 de enero de 1975 (después 
de ser ratificado por 35 Estados). Actualmente, 141 Estados han adherido a este Pacto. El Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos fue adoptado el 16 de diciembre de 1966 y entró en vigor el 23 de marzo de 1976 
(con la adhesión de 35 Estados). Hoy día cuenta con 144 Estados firmantes. 
(http://www.aidh.org/uni/Formation/02LesPactes_e.htm). 
20 Observación General N° 15 (2002); E/C.12/2002/11  
(http://www.derechoalagua.org/documentosbasicos/Observacion%20general%2015%20del%20CDESC-
%20Derecho%20al%20agua.doc). 
21 Introducción, Observación General N° 15, 2002 (Ibidem). 
                                                         




En esta Observación General se estableció que el fundamento jurídico del derecho humano 
al agua era el derecho de todos a disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible 
y asequible para el uso personal y doméstico. La bases jurídicas del derecho están 
especificadas en los párrafos 1 de los artículos 11 y 12 del PDESC, en los que se enumera 
una serie de derechos que emanan del derecho a un nivel de vida adecuado. 
En la misma Observación se vincula, además, el ejercicio del derecho al agua a la 
obligación establecida en el párrafo 2 del artículo 1 del PDESC, en el que se dispone que no 
podrá privarse a un pueblo "de sus propios medios de subsistencia", imponiendo a los 
Estados Partes el deber de garantizar un acceso suficiente al agua para la agricultura de 
subsistencia y para asegurar la sustentabilidad económica de los Pueblos indígenas. 
 
Este fundamento jurídico incorpora al debate una dimensión de derechos colectivos que se 
sustenta, como se ha señalado, en el párrafo 2 del artículo 1 del PDESC, en el que se 
reconoce el derechos de todos los pueblos a disponer de sus recursos naturales para 
garantizar su propia estrategia de desarrollo, en el marco del derecho de autodeterminación 
que, según dicho instrumento, tienen todos los pueblos. Desde esta perspectiva, la 
Observación General Nº 15 es el instrumento jurídico internacional que más avances 
presenta como base institucional de sustentación de la gobernanza hídrica por parte, al 
menos, de aquellas comunidades que se autoidentifican como integrantes de algún Pueblo 
indígena.  
 
A diferencia de lo establecido en las Conferencias de Dublín y Río de Janeiro, el Comité 
rectifica y señala que el agua debe tratarse como un bien social y cultural, y no 
fundamentalmente como un bien económico. Esta precisión apunta a garantizar el ejercicio 
sostenible de este derecho,22 de manera que puedan hacer uso de él las generaciones 
actuales y futuras.23 
 
La Observación General en cuestión restringe la actuación de los Estados sometiéndolos a 
un estatuto que describe las acciones consideradas violaciones de los derechos otorgados 
en virtud del PDESC y que precisa los niveles de obligación que tienen los Estados Partes 
en relación con el ejercicio del derecho humano al agua.24 Se impone al Estado una 
exigencia general de buena fe, debiendo demostrar que ha tomado las medidas necesarias 
y factibles para garantizar el ejercicio del derecho al agua. De conformidad con el derecho 
internacional, concluye el Comité, el no actuar de buena fe para tomar tales medidas 
constituye una violación del derecho.25 
Si bien en la legislación internacional, salvo en la Observación General Nº 15 del Comité de 
Derechos Humanos y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos,26 
no ha habido un pronunciamiento expreso sobre el derecho de los Pueblos indígenas al 
                                                 
22 Los alcances del concepto de sostenibilidad se precisan en los Principios 1, 8, 9, 10, 12 y 15 de la Declaración 
de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, en el Informe de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Medio Ambiente y el Desarrollo, Río de Janeiro, 3 a 14 de junio de 1992; al respecto puede verse también la 
Agenda 21, en particular los Principios 5.3, 7.27, 7.28, 7.35, 7.39, 7.41, 18.3, 18.8, 18.35, 18.40, 18.48, 18.50, 
18.59 y 18.68, analizados en los párrafos precedentes. 
23 Párrafo 11, Observación General N° 15, 2002 (Ibidem). 
24 Párrafo 44, Observación General N° 15, 2002 (Ibidem). 
25 Párrafo 40, Observación General N° 15, 2002 (Ibidem).  
26 Caso Yakye Axa vs. Paraguay. 
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agua, si se ha reconocido su derecho a los recursos naturales existentes en sus territorios y 
existe consenso con respecto a que esto incluye los recursos hídricos.  
 
En lo específico, el derecho de los Pueblos indígenas sobre sus recursos naturales, incluida 
el agua, se funda en el derecho de propiedad, el derecho a la protección de su medio 
ambiente, el derecho a la subsistencia, la protección y preservación de sus formas de vida y 
cultura y, además, en el derecho de autodeterminación (Getches, 2003). 
 
En primer lugar, en el Pacto de Derechos Civiles y Políticos y en el Pacto de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales se reconoce el derecho de los Pueblos a disponer 
libremente de sus riquezas y recursos naturales, y que no se les prive de sus medios de 
subsistencia. También se reconocen estos derechos territoriales en la Agenda 21 y en el 
Convenio sobre la Diversidad Biológica de 1992, ambos documentos aprobados en el marco 
de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (Río de 
Janeiro, 1992). Estos instrumentos consagran la relación que históricamente ha existido 
entre los Pueblos indígenas y sus tierras, incluyendo en este concepto el medio ambiente de 
las zonas que ocupan tradicionalmente, así como el conocimiento científico tradicional que 
tienen sobre sus tierras, recursos naturales y medio ambiente.27 En este contexto se insta a 
los gobiernos a establecer mecanismos que permitan intensificar la participación activa de 
los Pueblos indígenas en la formulación de políticas, leyes y programas relacionados con la 
ordenación de los recursos y otros procesos que puedan afectarlos,28 y a posibilitar su 
intervención a nivel nacional y local en el manejo de recursos y estrategias de 
conservación.29 Finalmente, en la Agenda se plantea que los gobiernos deben adoptar 
medidas específicas –tales como la ratificación de convenciones internacionales, la 
adopción de políticas y leyes que "protejan la propiedad intelectual y cultural indígena, y el 
derecho de las poblaciones indígenas de preservar sistemas y prácticas consuetudinario 
administrativas"– con el fin de permitirles un mayor control sobre sus tierras, el manejo de 
sus propios recursos, y participación en decisiones que les afecten, tales como el 
establecimiento o la ordenación de áreas protegidas.30 
 
Por su parte, en el Convenio sobre la Diversidad Biológica, aprobado en la Conferencia de 
las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (Río de Janeiro, 1992), artículo 
8, inciso j, se impone a los Estados la obligación específica de respetar, preservar y 
mantener los conocimientos, las innovaciones y las prácticas de las comunidades indígenas 
y locales que entrañen estilos tradicionales de vida pertinentes para la conservación y la 
utilización sostenible de la diversidad biológica. Deberán, además, promover la aplicación 
más amplia de estos conocimientos y prácticas, con la aprobación y la participación de 
quienes posean esos conocimientos, innovaciones y prácticas, es decir, las comunidades 
indígenas y sus miembros. Asimismo, los Estados deberán fomentar los beneficios 
derivados de la utilización de esos conocimientos, innovaciones y prácticas, garantizando 
que se compartan equitativamente.31 
 
                                                 
27 Capítulo 26.1, Agenda 21 (ibidem). 
28 Capítulo 26.3b, Agenda 21 (ibidem). 
29 Capitulo 26.3c, Agenda 21 (ibidem). 
30 Capítulo 26.4, Agenda 21 (ibidem). 
31 Universidad de la Frontera, Instituto de Estudios Indígenas, Programa de Derechos Indígenas, Manual de 
Derechos Indígenas, 2004 (manuscrito). 
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Como se señalara en los párrafos precedentes, el derecho indígena al agua ha sido 
reconocido expresamente por las Naciones Unidas, a través de la Observación General N° 
15 (2002), en la cual se establece, en términos generales, que el derecho al agua es un 
derecho económico, social y cultural que debe ser garantizado al amparo del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales (PDESC) de 1966,  sustentado 
en lo dispuesto en los artículos 11 y 12 del PDESC. 
 
En la Observación General N° 15 se otorga especial protección a las personas y grupos más 
vulnerable, en particular a las mujeres, los niños, los grupos minoritarios, los pueblos 
indígenas, los refugiados, los solicitantes de asilo, los desplazados internos, los trabajadores 
migrantes, los presos y los detenidos, a todos los cuales se les reconoce el derecho básico 
al agua potable.32  
 
Cabe resaltar la consagración de derechos preferentes a comunidades locales rurales sobre 
sus fuentes tradicionales de agua, salvaguardándolas de toda injerencia ilícita y 
contaminación. Se establece, asimismo el derecho de los Pueblos indígenas a acceder al 
agua en sus tierras ancestrales, las que también deben ser protegidas de toda transgresión 
y contaminación ilícitas. Los Estados, se señala, deben facilitar recursos para que los 
Pueblos indígenas planifiquen, ejerzan y controlen su acceso al agua. También se garantizar 
el derecho preferente de las comunidades nómadas y errantes para acceder al agua potable 
en sus lugares de acampada tradicionales y designados.33 
 
En el Convenio 169 de la OIT, que ha sido ratificado solo por 17 países (número que, a 
pesar de ser exiguo, comprende a aquellos que poseen poblaciones indígenas y son, en su 
mayoría, latinoamericanos), se trata ampliamente el tema de los derechos de los pueblos 
indígenas a la tierra y sus recursos naturales. En él se reconoce la "importancia especial que 
para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las 
tierras o territorios".34  
 
Concepto de territorio. Se define los territorios indígenas como aquellos que cubren "la 
totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna 
otra manera".35  
 
Derechos a la tierra. También se hace referencia a la necesidad de reconocer a los 
indígenas sus derechos de "propiedad y de posesión" sobre las tierras que ocupan 
"tradicionalmente",36 a la responsabilidad de los gobiernos de adoptar las medidas 
necesarias para "determinar las tierras que los pueblos interesados ocupan tradicionalmente 
y garantizar la protección efectiva de sus derechos de propiedad y posesión",37 y se estipula 
que deberán "instituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico nacional 
para decidir las reivindicaciones de tierras formuladas por los pueblos interesados".38 
 
                                                 
32 Párrafo 16, Observación General N° 15, 2002 (Ibidem). 
33 Párrafo 16, letras c), d) y e), Observación General N° 15, 2002 (Ibidem). 
34 Artículo 13.1, Convenio 169. 
35 Artículo 13.2, Convenio 169. 
36 Artículo 14.1, Convenio 169. 
37 Artículo 14.2, Convenio 169. 
38 Artículo 14.3, Convenio 169. 
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Derechos sobre los recursos naturales. En el artículo 15 se intenta salvaguardar los 
derechos indígenas sobre los recursos naturales vinculados a sus tierras. Este derecho 
incluye su participación "en la utilización, administración y conservación de dichos 
recursos".39 En aquellos casos en que los Estados mantienen la propiedad de recursos 
minerales o del subsuelo o derechos sobre otros recursos pertenecientes a las tierras 
indígenas, los gobiernos deberán "establecer o mantener procedimientos con miras a 
consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los intereses de esos pueblos 
serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa 
de prospección o explotación de los recursos existentes en sus tierras".40 
 
En el ámbito interamericano, la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos o 
Pacto de San José de Costa Rica es el principal instrumento vinculante en materia de 
derechos humanos.41 En ella se consagran principalmente derechos civiles y políticos, pero 
también ciertos derechos económicos y sociales que tienen incidencia en aquellos que 
corresponden a los indígenas sobre sus recursos naturales.42  
 
Al Sistema Interamericano de Derechos Humanos se ha presentado un número creciente de 
casos relativos a la protección de los derechos indígenas sobre sus tierras y recursos 
naturales, fundados principalmente en la Convención Interamericana sobre Derechos 
Humanos ya mencionada. 43 En 1970, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
conoció el caso del pueblo Guahibo en Colombia y, basando su argumentación en el 
derecho de propiedad reconocido en la Convención Interamericana sobre Derechos 
Humanos, se refirió a la obligación de los Estados de proteger las tierras indígenas. En 
1985, la misma Comisión emitió una resolución que favoreció al pueblo Yanomani, que 
habita en el noroeste de Brasil, y recomendó al gobierno de ese país que delimitara y 
demarcara el Parque Yanomani, cuya superficie excedía los 9 millones de ha de bosque 
amazónico. La resolución se fundó en el derecho a la vida, la libertad, la residencia y el 
tránsito, la salud y el bienestar, reconocido en la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre, dado que Brasil no había ratificado la Convención Interamericana 
sobre Derechos Humanos, lo que no hacía posible cimentar la resolución en las normas de 
dicho instrumento y, por tanto, en el derecho de propiedad. En el año 2001, la Corte 
Interamericana acogió una reclamación interpuesta por la comunidad Mayagna (Sumo) 
Awas Tingni en contra del Estado de Nicaragua. El caso se originó en una petición 
presentada a la Comisión en 1995, en la cual se alegaba que el Estado de Nicaragua no 
había adoptado las medidas necesarias para asegurar el derecho a la tierra de las 
comunidades indígenas reclamantes, sino que, por el contrario, había comprometido ese 
derecho al otorgar una concesión forestal para explotación maderera en sus territorios 
ancestrales. La Corte Interamericana dejó establecido en los considerandos de su fallo el 
valor de la propiedad comunal de los pueblos indígenas a la luz del artículo 21 de la 
Convención Interamericana,44 la validez de la posesión de la tierra basada en la costumbre 
                                                 
39 Artículo 15.1, Convenio 169. 
40 Artículo 15, Convenio 169. 
41 Aprobada en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos (San José, Costa Rica) el 
22 de noviembre de 1969, entró en vigor el 18 de julio de 1978, conforme al artículo 74.2 de la Convención. Ha 
sido ratificada por 25 países de la región.  
42 Artículo 26, Pacto de San José de Costa Rica. 
43 El Sistema Interamericano de Derechos humanos comprende la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos; la competencia de esta última ha sido ratificada por 
22 países de la región. 
44 Párrafo 149, fallo Corte Interamericana, Awas Tingni vs. Nicaragua (ibidem). 
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indígena, incluso en ausencia de título, para que se les reconozca la propiedad de ella,45 y la 
necesidad de que la estrecha relación que tienen los indígenas con sus tierras sea 
reconocida y comprendida como la base fundamental de sus culturas, su vida espiritual, su 
integridad y su supervivencia económica.46 La jurisprudencia en el caso analizado ha 
reconocido el derecho de propiedad ancestral indígena y le ha otorgado preeminencia, 
incluso con respecto al derecho positivo, para resguardar los intereses indígenas sobre sus 
tierras y recursos naturales en los territorios de origen.  
 
Recientemente, la misma Corte Interamericana, en el caso Yakye Axa contra Paraguay, 
estableció que los derechos territoriales indígenas abarcaban un concepto más amplio que 
estaba relacionado con el derecho colectivo a la supervivencia como pueblo organizado, con 
el control de su hábitat como una condición necesaria para la reproducción de su cultura, 
para su propio desarrollo y para llevar a cabo sus planes de vida. El fallo concluye que los 
miembros de la comunidad Yakye Axa viven en condiciones de miseria extrema como 
consecuencia de la falta de tierra y de acceso a recursos naturales, y que, a consecuencia 
de ello, se ven imposibilitados de disponer de una vivienda adecuada, dotada de los 
servicios básicos mínimos, así como de agua limpia y servicios sanitarios,47 lo que 
constituye una infracción por parte del Estado de Paraguay a la luz de los derechos 
garantizados por la Convención.  
 
En el caso de la Comunidad Sawhoyamaxa contra el Estado de Paraguay, en sentencia 
pronunciada en el año 2006, la Corte Interamericana reconoce que la estrecha vinculación 
de los pueblos indígenas con sus tierras tradicionales y los recursos naturales ligados a su 
cultura que ahí se encuentren, así como con los elementos incorporales que se desprendan 
de ellos, deben ser salvaguardados bajo el artículo 21 de la Convención Interamericana.48 
La cultura de los miembros de las comunidades indígenas, sentencia la Corte, corresponde 
a una forma de vida particular, de ser, ver y actuar en el mundo, constituido a partir de una 
estrecha relación con sus tierras tradicionales y recursos naturales, no solo por ser estos su 
principal medio de subsistencia, sino porque constituyen, además, un elemento integrante 
de su cosmovisión, religiosidad y, por ende, de su identidad cultural.49 
 
Los fallos en los casos antes reseñados han dejado sentado como jurisprudencia lo 
siguiente: i) la posesión tradicional de los indígenas de sus tierras y recursos naturales tiene 
efectos equivalentes al título de pleno dominio que otorga el Estado; ii) la posesión 
tradicional otorga a los indígenas el derecho a exigir el reconocimiento oficial de propiedad y 
registro de las tierras y sus recursos naturales, así como, al mismo tiempo, la preservación 
de su hábitat, y iii) el acceso de los pueblos indígenas a sus territorios y recursos naturales 
garantiza su subsistencia y la preservación de sus costumbres y formas de vida. 
 
Del análisis de esta jurisprudencia, y en lo que respecta específicamente al agua, resulta 
que los derechos indígenas sobre los recursos hídricos tienen una doble dimensión: primero, 
derechos preferentes respecto de las aguas existentes en sus territorios ancestrales y que 
configuran el hábitat necesario para la reproducción de su cultura y la articulación de su 
                                                 
45 Párrafo 151, fallo Corte Interamericana, Awas Tingni vs. Nicaragua (ibidem). 
46 Párrafo 149, fallo Corte Interamericana, Awas Tingni vs, Nicaragua (ibidem). 
47 Párrafo 164, fallo Corte Interamericana, Caso Yakye Axa vs. Paraguay (ibidem). 
48 Párrafo 137, fallo Corte Interamericana, Caso Yakye Axa vs. Paraguay; Párrafo 149, Caso de la Comunidad 
Mayagna (Sumo) Awas Tingni. 
49 Párrafo 135, fallo Corte Interamericana, Caso Yakye Axa vs. Paraguay. 
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propia estrategia de desarrollo; segundo, el acceso al agua limpia y a servicios sanitarios 
que garanticen una vida digna para los Pueblos indígenas y sus miembros, lo cual, según 
concluye la Corte Interamericana en los casos Yakye Axa y Sawhoyamaxa, se encuentra 
ligado al reconocimiento y goce efectivo de sus derechos a las tierras y los recursos 
naturales. 
 
La jurisprudencia de la Corte Interamericana es coincidente con la tendencia que se viene 
asumiendo en los instrumentos especializados en derechos de agua, cuando se trata de 
regular los derechos indígenas sobre sus aguas territoriales. Como se ha señalado, en la 
Observación General N° 15, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
consagra el derecho preferente de las comunidades locales rurales sobre sus fuentes 
tradicionales de agua y el de los Pueblos indígenas para garantizarles el acceso al agua en 
sus tierras ancestrales, salvaguardándolas de toda injerencia ilícita y contaminación. 
Asimismo, insta a los Estados a facilitar recursos que permitan que los pueblos indígenas 
planifiquen, ejerzan y controlen su acceso al agua.50 
 
Es importante resaltar que el derecho al agua reconocido en la Observación General Nº 15 
no se limita a las comunidades indígenas, sino que, como ya se ha señalado, se extiende a 
las comunidades locales que son usuarias tradicionales de las aguas. 
 
En mayor o menor medida, los instrumentos de derecho internacional antes reseñados 
sientan bases jurídicas para asegurar la gobernanza ciudadana e indígena sobre las aguas, 
reconociendo que el recurso hídrico es un bien social, instaurando derechos específicos 
tendientes a garantizar un acceso equitativo al agua a todos los sectores de la población y, 
en particular, a aquellos más vulnerables, e imponiendo al Estado la obligación de garantizar 
el desarrollo sustentable de las comunidades locales. 
 
A través de los estudios de caso realizados en el marco del proyecto Visión Social del Agua 
en los Andes se pretende evaluar si estas orientaciones normativas han sido incorporadas 
en las legislaciones nacionales sobre recursos hídricos y en las políticas públicas, así como 
determinar cuán eficaces han sido desde la perspectiva de la gobernanza territorial y 
ambiental de las comunidades locales e indígenas que habitan las cuencas sociales bajo 
estudio. 
 
Otro de los objetivos es medir la eficiencia del modelo estatal en términos de una gestión 
sustentable y equitativa de las aguas en las cuencas andinas. Lo que se refleja en las 
legislaciones hídricas que rigen en las cuencas sociales estudiadas es que los modelos 
estatales no han dado garantía de eficiencia en el manejo de los recursos hídricos y 
enfrentan una crisis de credibilidad como consecuencia de la critica situación en cuanto a 
disponibilidad de recursos hídricos que actualmente afecta a la humanidad; además, como 
queda demostrado en esta publicación, las principales víctimas de estos problemas son los 
sectores más vulnerables de la población: los pobres, los pueblos indígenas y las 
comunidades campesinas. Los escasos monitoreos locales, la reducida penalización 
impuesta por el Estado a las conductas ilegales (Gentes, 2004, p. 77) y, en síntesis, la 
impunidad legal de quienes provocan impactos ambientales y socio-culturales, ha llevado a 
las instituciones del Estado responsables de la definición, control y gestión de la política 
hídrica “nacional” a una crisis de credibilidad, siendo este el escenario en el que se 
                                                 
50 Párrafo 16, letras c), d) y e), Observación General N° 15, 2002 (Ibidem). 
                                                         
VERSIÓN PRELIMINAR EN PROCESO DE EDICIÓN 
 
 27
promueven procesos de descentralización y, también, de autodeterminación, como 
alternativas más eficientes para asegurar la gobernanza” de los recursos hídricos.  
 
En esta publicación presentamos una síntesis de las investigaciones a cargo de Elka 
Villaroel, Raúl Molina, Susan Poats y Alex Zapatta y Fresia Chunga, realizadas en las 
cuencas sociales de Tiquipaya-Colcapirhua, Loa, La Chimba-Pisque y Jequetepeque-
Chamán. En la cuenca social de Tiquipaya-Colcapirhua se pudo constatar la forma en que 
las costumbres regulaban los derechos de agua, promovían condiciones más equitativas en 
cuanto al ejercicio de esos derechos y, en definitiva, se resolvían los conflictos en torno al 
recursos. En la cuenca del río Loa, en tanto, los sistemas ancestrales de gestión del agua 
han sido reemplazados por uno de derechos individuales, impuesto por el Estado, que 
permite la monopolización de derechos de agua por parte de agentes corporativos –
empresas mineras y de agua potable– en desmedro de los derechos indígenas. En 
Jequetepeque-Chamán, el Estado implanta normas regulatorias que a la postre no se 
cumplen, pues cada grupo vela por sus propios intereses; allí las reglas consuetudinarias, a 
diferencia de lo que ocurre en Tiquipaya-Colcapirhua, han perdido su legitimidad social 
porque no responden a la nueva problemática de la gestión hídrica. Finalmente, en la 
Chimba-Pisque, sobre la base del estudio de caso de la acequia Tabacundo, se demuestra 
que es posible reconstruir el tejido social allí donde se ha perdido y crear plataformas 
equitativas para la gestión participativa del agua.  
 
Conjuntamente con los estudios de caso se presentan las reseñas de tres investigaciones 
sobre los marcos normativos que rigen el derecho ciudadano e indígena al agua en Chile, 
Perú y Ecuador, las que estuvieron a cargo de Ingo Gentes, Teresa Ore y Laureano del 
Castillo y Santiago Vallejo. En su informe, Gentes muestra que Chile es el único país de la 
región que cuenta con un marco regulatorio del agua que permite transacciones de los 
derechos sobre aguas superficiales y subterráneas en el marco de mercados de agua 
institucionalizados y que, vía la constitución de derechos de aprovechamiento gratuito, 
perpetuo y no condicionado, favorece la monopolización de derechos de agua. En este 
caso, y a pesar de que existen normas destinadas a resguardar los derechos de usuarios 
tradicionales, estos han sido sistemáticamente vulnerados en la práctica, favoreciéndose los 
usos industriales del agua por sobre los tradicionales. La investigación realizada por Teresa 
Ore y Laureano del Castillo lleva a la conclusión de que el problema en Perú radica en la 
falta de un marco normativo legal que recoja los sucesivos cambios estructurales ocurridos 
en el país. Sostienen que lo que se ha impuesto en el Perú es más bien un desorden 
normativo que no resguarda el acceso equitativo al recurso y que, en lo que respecta a las 
comunidades indígenas y campesinas, se ha caracterizado por tratar de someterlas a un 
modelo hegemónico creado por el Estado, que prescinde de las particularidades culturales y 
ambientales que determinan la gestión local de los recursos hídricos. En el caso de 
Ecuador, Vallejo señala que el análisis de la legislación histórica del país confirma la 
existencia de una dicotomía entre los ámbitos público y privado en lo que respecta a la 
propiedad de los recursos hídricos. El cambio en el estatus legal de los recursos hídricos 
hacia lo exclusivamente público –según informa Vallejo– se produjo recién en el año 1972, 
no obstante lo cual persisten mecanismos de apropiación privada vía el reconocimiento de 
derechos consuetudinarios, y también ciertos formas de comercialización de derechos de 
agua que contradicen los postulados normativos en los que se declara que el agua es un 
bien inalienable e imprescriptible. Sin embargo, se llega a la conclusión de que en Ecuador 
abundan las experiencias locales que promueven procesos de gestión participativa del agua 
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basados en la concertación de múltiples actores y la vigencia de sistemas colectivos 
fundados en usos y costumbres. 
 
Esperamos que este trabajo sea de utilidad para ilustrar el debate en torno al agua, que 
incida en la definición de políticas públicas y ayude a promover procesos de autogestión 
local de los recursos hídricos, bajo la premisa de garantizar una gestión equitativa, 
sustentable y culturalmente pertinente del agua en los Andes, un marco en el que la relación 
entre las personas y el agua se construya participativamente bajo la cosmovisión andina, 
que concibe dicha relación no solo desde la perspectiva de la apropiación, sino de la 
significación ritual del hábitat y los dones que lo configuran.  
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IDENTIFICACIÓN DE LOS ESPACIOS SOCIO–TERRITORIALES– ADMINISTRATIVOS 
PARA LA GESTIÓN DEL AGUA: EL CASO DE LA CUENCA SOCIAL DE LA ZONA 
TIQUIPAYA COLCAPIRHUA EN BOLIVIA 
 
 
Autora: Elena Villarroel 




Esta investigación se inscribe en el marco del proyecto Visión Social del Agua en los Andes, 
cuyo objetivo es coadyuvar a una mejor comprensión de la visión ciudadana del agua en 
ámbitos nacionales e internacionales de definición de políticas. Con estos fines, el proyecto 
comprende tres líneas de investigación: i) acuerdos de libre comercio y aguas; ii) regulación, 
servicios de agua potable y pobreza, y iii) derechos de agua y gestión ciudadana.  
 
El estudio de caso de la cuenca social Tiquipaya Colcapirhua pretende contribuir a analizar 
las variables históricas, culturales, sociales, económicas y ambientales que contribuyen a la 
conceptualización y entendimiento del concepto de “cuenca social”, en la línea de 
investigación sobre derechos de agua y gestión ciudadana. 
 
Entendida como un espacio socio-territorial, la cuenca social involucra a grupos de actores 
que interactúan en torno a la movilización y uso del agua, desarrollando relaciones de poder, 
identidad y territorio. Esta práctica da lugar a la formación de un tejido social consistente, 
que puede ser la base de un espacio pertinente para la gestión ciudadana de los recursos 
hídricos. 
 
La zona elegida para este estudio de caso es la cuenca Tiquipaya Colcapirhua, localizada 
en los valles interandinos y habitada por poblaciones con tradición ancestral de manejo del 
agua. Su proximidad con el centro urbano del departamento de Cochabamba ha dado lugar 
a complejas relaciones con nuevos actores y desafíos inéditos que se debaten entre la 
gestión colectiva y la individualización de los derechos de agua. Esta situación brinda 
elementos que nos ayudan en el análisis y conceptualización de la cuenca social. 
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B. Antecedentes de la zona de estudio 
 
La pequeña cuenca del río Khora-Tiquipaya está situada en la cordillera del Tunari, al norte 
del Valle Central de Cochabamba. Forma parte de la cuenca del río Caine, que es un 
afluente del río Grande (véase el gráfico 1).  
 
Gráfico 1 
UBICACIÓN GEOGRÁFICA DE LA CUENCA TIQUIPAYA 
 
 
Proyección UTM, PSAD 56, Zona 19 
 
La zona de riego se ubica en el Valle Central, entre los 2.500 y 2.700 metros sobre el nivel 
del mar (m.s.n.m.). Este valle, junto con otros dos cercanos, ocupa varios centenares de 
kilómetros cuadrados y, por su fertilidad y clima, los tres han sido cultivados bajo riego 
desde épocas prehispánicas. El gráfico 2 muestra las comunidades de la zona de riego 
situadas en el valle (polígonos de color marrón), y las fuentes de agua del sistema Tiquipaya 
Colcapirhua, que se encuentran en la cordillera del Tunari. En el Valle Central está 
localizada Cochabamba, ciudad capital del departamento en la que se concentra la actividad 
económica, así como Tiquipaya y Quillacollo, otras poblaciones importantes. 
 
En la región de los valles interandinos predominan condiciones semiáridas, ya que la 
evapotranspiración potencial anual supera ampliamente las precipitaciones, pero el clima es 
templado, con temperaturas medias del orden de 12º a 19º C. Bajo estas condiciones, si se 
cuenta con riego es posible cultivar durante la mayor parte del año.  
 
Las condiciones descritas han favorecido el asentamiento de una población importante en 
los valles –actualmente los de Cochabamba y Sacaba tienen más de 600.000 habitantes–, y 
el desarrollo de una agricultura intensiva, que se ve limitada por la falta de agua para riego. 
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Existe, por tanto, una fuerte competencia por el agua y numerosos conflictos entre regantes 
y los otros sectores de uso, sobre todo el urbano doméstico e industrial 
 
Gráfico 2 
ÁREA DE RIEGO Y CUENCAS DE APORTE DEL SISTEMA TIQUI PAYA COLCAPIRHUA 
 
Fuente: Proyecto Derechos de Agua, 2004 
 
Estos valles han estado poblados desde antes de la colonia y ya entonces tenían una 
tradición de uso de agua para riego. En la época colonial, Tiquipaya se constituye en uno de 
los tres “Pueblos Reales de Indios” de Cochabamba, donde se concentra a la población 
indígena antes dispersa. En 1794 se produce la mayor injerencia en el manejo tradicional 
del agua para riego cuando, en un intento de individualización de la tierra, se otorgan 
derechos de tierra y agua mediante las denominadas “originancias” o “asignaciones”, que 
son la base de los derechos de agua actuales. 
 
Es así que la gestión del agua de riego en Tiquipaya data de épocas pre-coloniales, en tanto 
que los derechos de agua para consumo, gestionados a través de los comités de agua 
                                                         
VERSIÓN PRELIMINAR EN PROCESO DE EDICIÓN 
 
 32
potable, son de tiempos recientes. Esto marca una diferencia radical en el momento de las 
negociaciones entre ambos usuarios –riego y agua potable– ya que se considera que los 
usos y costumbres de los regantes tienen mayor "peso" y se fundan en un derecho histórico 
que les otorga preferencia con respecto al uso del agua. 
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Si bien los usos y costumbres se han ido estableciendo mediante la práctica y la gestión 
colectiva del agua en el curso de largos periodos de tiempo, el ejercicio de estos derechos 
se ha caracterizado, al mismo tiempo, por su dinamismo y adaptación a los cambios y a las 
exigencias del entorno. Estos cambios, que a veces fueron rápidos, en la mayoría de los 
casos fueron el resultado de largos procesos de negociación, reflexión y concertación entre 
todos los usuarios. 
 
1. Usos y costumbres de riego 
 
Las fuentes de agua para riego en el área de estudio son: el río Khora, las lagunas 
cordilleranas Lagun Mayu, Saytu Khocha y Chankas, y los pozos y vertientes del valle. A 
pesar de la proximidad territorial, e incluso el traslape de estos sistemas, se observan 
diferencias sustanciales en cuanto al manejo y gestión del agua.  
 
El derecho al uso de la fuente corresponde a todo el grupo de usuarios organizados en 
“sistemas de riego”. En Tiquipaya existen cinco de estos para el aprovechamiento de las 
fuentes de agua de la cordillera, y pequeñas agrupaciones de usuarios que utilizan los 
pozos y vertientes ubicados en el valle. 
 
Cuadro 1 
SISTEMAS DE RIEGO DE TIQUIPAYA CON SUS RESPECTIVAS FUENTES 
Sistema de riego Fuente 
Machu Mita Río Khora 
Lagun Mayu Laguna Lagun Mayu 
Saytu Khocha Laguna Saytu Cocha 
Chankas Montesillo Laguna Chankas 
Chankas Sirpita Laguna Chankas 
Grupos de usuarios para vertientes Vertiente Tuska               Vertiente Sauci 
Presa 
Vertiente Tudela                Vertiente Tejería 
Vertiente Sacristía              Vertiente 
Choquela 
Vertiente Limonsito            Vertiente Tarita 
Vertiente Revollito 
 
En la mayoría de los casos, estos sistemas están sobrepuestos, de manera que un mismo 
usuario puede pertenecer a varios al mismo tiempo (véase el gráfico 3).  
 
El gráfico 4 muestra, en forma esquemática y resumida, las diferencias existentes entre los 
sistemas de riego, considerando la fuente, la organización y las unidades de reparto. 
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Las relaciones entre los sistemas de riego y la cuenca alta son muy importantes, ya que el 
agua proviene de las alturas. En la cuenca alta del área de riego se ubican cinco 
comunidades agropastoriles: Totora, Titiri, Linkupata, Thola Pujru y Cruzani. También en 
este caso es la fuerza de los usos y costumbres la que hace que estas comunidades 
reconozcan a la cuenca baja el derecho de utilizar las fuentes de agua ubicadas en su 
territorio. Si bien este argumento tiene validez jurídica, los regantes intentan retribuirles, 
considerando que, gracias al sistema productivo de estas comunidades, sus fuentes se 
conservan en buenas condiciones. Además, cualquier situación de conflicto podría derivar 
en daños a la infraestructura localizada en la cordillera, por lo que es imprescindible 
mantener buenas relaciones. Estas compensaciones se dan formalmente mediante 
convenios escritos u orales, e informalmente, a través de relaciones de padrinazgo y otros 
tipos de servicios que los pobladores de la cuenca baja pueden brindar a las comunidades 
de la cuenca alta. 
 
El estudio de los usos y costumbres de los cinco sistemas de riego reveló que el concepto 
de equidad no es necesariamente sinónimo de "igualdad". El derecho al agua se adquiere 
mediante el aporte de mano de obra, el pago de jornales o la participación en la 
organización. Es fruto también de procesos históricos que, con el tiempo, son aceptados 
como usos y costumbres. La transformación de las inequidades históricas es el resultado 
de procesos de negociación que, en algunos casos, validan la herencia histórica y en otros 
no. En Tiquipaya, por ejemplo, el sistema de riego de Lagun Mayu optó por un proceso de 
igualación de derechos entre los "mayoristas" y "minoristas", mientras que en el sistema de 
riego Machu Mita primaron los usos y costumbres heredados de la hacienda. 
 
2. Usos y costumbres en cuanto al agua de uso doméstico 
 
En el área de estudio hay un total de 37 sistemas de agua potable que se organizan como 
comités. Otras veces, es la Organización Territorial de Base (OTB), establecida en la Ley 
de Participación Popular, la que se hace cargo de la administración del sistema. Las 
fuentes de agua principales  gestionadas por los comités son los pozos, pero hay áreas en 
las que las aguas se extraen de tajamares. En efecto, en la zona de Chilimarca, donde la 
napa freática está a mayor profundidad, los comités de agua potable han optado por la 
construcción de tajamares. En el caso de explotación de aguas subterráneas extraídas 
mediante pozos, la organización que se encarga de la perforación adquiere 
automáticamente derechos sobre dicha fuente y no comparte el recurso con otros 
usuarios. Cuando se trata de aguas superficiales, es preciso celebrar convenios con los 
usuarios tradicionales para acceder al recurso, ya que casi todas las fuentes superficiales 
tienen antecedentes de usos y costumbres y, por tanto, derechos ya establecidos a favor 
de otros usuarios. Este es el caso, por ejemplo, de Chilimarca, donde el Comité de Agua 
Potable tiene convenios con organizaciones de regantes. En situaciones como esta, al 
encontrarse en permanentes negociaciones, constantemente se producen cambios y 
adecuaciones de los convenios sobre agua.  
 
Antiguamente, el pueblo de Tiquipaya era la única área urbanizada y se abastecía con un 
sexto del caudal de la Machu Mita. En los últimos 40 años han aparecido manchas 
urbanas dispersas, que son el origen de los 37 sistemas de agua potable existentes. De 
estos, la mayoría ha sido construida con aportes propios y, en muy pocos casos, con 
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ayuda de la Alcaldía. La gestión de estos sistemas la realiza el directorio del Comité o de la 
OTB. 
 
3. Derechos colectivos e individuales 
 
Tanto en lo que respecta al riego como al uso doméstico, la gestión colectiva consiste en 
una combinación de derechos individuales y derechos colectivos, entre los cuales no 
existen límites muy claros. Su fijación es más bien objeto de negociaciones y de 
adaptaciones a nuevas circunstancias.  
 
El hecho de formar parte de una organización otorga dos derechos: el de participar en una 
serie de decisiones colectivas, pero también el de decidir, en forma individual o familiar, 
sobre algunos aspectos. Las obligaciones son iguales en todos los sistemas y están 
claramente definidas: 
 
• Participar en las actividades de mantenimiento del sistema. 
• Participar en asambleas y reuniones. 
• Pagar las cuotas fijadas. 
 
Los derechos, en cambio, suelen variar de un sistema y otro. No resulta fácil descifrar las 
reglas, pues muchas de ellas no están claramente definidas y el límite entre lo colectivo y 
lo individual suele ser fluctuante y cambiar según el contexto. A través de la investigación 
efectuada en Tiquipaya Colcapirhua se pudo establecer, a grandes rasgos, un catastro de 
derechos (véase el cuadro 2). Pero, al mismo tiempo, se constató que en cada sistema y 
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• Acceder al agua de la fuente (entera o 
parcialmente, según el sistema) 
• Usar la infraestructura de canales junto con 
los otros sistemas 
• Tomar decisiones sobre la gestión del 
agua a nivel de sistema 
• Definir quienes pueden y quienes no 
pueden ser miembros del sistema 
• Decidir sobre la enajenación de los 
derechos de agua, de la fuente (cada 
sistema) o de la infraestructura (los cinco 
sistemas conjuntamente) 
• Decidir sobre cambios y mejoras de la 
infraestructura de la fuente 
• Uso del flujo de agua durante 
un determinado tiempo. La 
fijación de la fecha puede ser 
flexible (influenciada por la 
decisión individual) o fija, de 
acuerdo con el sistema de 
riego 
• Venta, canje o alquiler del 
derecho de agua (con ciertas 
condiciones establecidas para 
cada sistema) 
• Ser elegido y ocupar cargos en 
la organización 
• Decidir en qué parcelas se 








• Acceder al agua de la fuente 
• Decidir sobre la infraestructura del sistema 
(ampliaciones, arreglos, etc.) 
• Decidir sobre el ingreso de nuevos 
usuarios 
• Decidir sobre la gestión del sistema (uso 
de medidores, cobro de cuotas, tarifas, 
etc.) 
• Decidir sobre la enajenación de la fuente o 
de la infraestructura 
• En algunos casos, la organización define 
los usos que se pueden dar al agua (por 
ejemplo, prohibir el riego). 
• Uso del agua para consumo en 
el hogar 
• Transferir o enajenar la acción 
• Ser elegido y ocupar cargos en 
la organización. 
 
El proceso de urbanización ha sido un factor que ha incidido poderosamente en el régimen 
de derechos de agua y de toma de decisiones, generando cambios y tensiones; por 
ejemplo, se han presentado casos de transacciones de derechos. Estas distorsiones han 
influido para que los mismos regantes empiecen a plantear ideas que apuntan a asegurar 
un uso eficiente y equitativo del agua. Una alternativa de solución para evitar eventuales 
conflictos en torno al agua podría ser el retorno a la organización de los derechos de agua 
cuyos propietarios abandonen la actividad agrícola. La organización sería la encargada de 
redistribuir el agua entre las áreas de riego deficitarias o, por último, no habiendo otras 
alternativas, de ceder un porcentaje a los pequeños sistemas de agua potable. La 
organización reconocería un monto al usuario saliente, para compensar el trabajo y los 
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aportes realizados durante los años de pertenencia al sistema. En todo caso, la tendencia 
es a evitar que se modifique el uso del agua. 
 
El sistema actual de derechos, en el que interactúan los derechos colectivos con los 
individuales, se ha desarrollado a partir de las características y necesidades que presenta 
la gestión del agua para riego en un contexto de cordillera y valles interandinos. Por un 
lado, para implementar la infraestructura necesaria que permita almacenar y conducir el 
agua desde fuentes ubicadas en las alturas de la cordillera hasta las parcelas del valle, 
dispersas en un amplio territorio, se requiere de un considerable trabajo colectivo. Y por el 
otro, cada familia tiene libertad para tomar decisiones que incidan en su sistema productivo 
y, por tanto, en el uso familiar del agua, para que esta se utilice de la manera más eficiente 
y se asegure la sostenibilidad familiar. 
 
Sin un esfuerzo común de todos los usuarios no hubiera sido posible conducir el agua 
hasta las parcelas en forma aislada. Además de responder a estos aspectos prácticos, el 
manejo y gestión colectiva de la fuente responde también a una visión del recurso agua 
como un bien común brindado por la naturaleza y las deidades (Dios, la Pachamama), que 
no puede ser apropiado para beneficio de un individuo o de una familia en particular, sino 
para el de todos los habitantes de la zona.  
 
La efectividad de este sistema ha quedado demostrada por su autosostenibilidad durante 
más de 500 años. Las modificaciones y las adaptaciones de la gestión del agua a lo largo 
de las distintas épocas históricas muestran que la flexibilidad y el cambio adaptativo son 
una característica del sistema. 
 
El mecanismo de las decisiones colectivas ayuda a los usuarios a mantener un autocontrol 
dentro del sistema, velando por un uso más equitativo y eficiente del agua. Si bien este 
mecanismo presenta algunas debilidades, en la práctica ha demostrado ser la mejor 
alternativa frente a instancias centralizadas o estatales de control, que ignoran el día a día 
y todos los factores que entran en juego cuando se toman decisiones sobre la gestión local 
y el ejercicio de los derechos de agua.51  
 
Una desventaja de este sistema, observada por algunos investigadores (Bustamante y 
Crespo, 2006), es el hecho de que las decisiones sobre reasignación de derechos o 
inclusión de nuevos usuarios estén en manos de los mismos usuarios que ya cuentan con 
este derecho. Tal circunstancia dejaría en desventaja a los productores que carecen del 
recurso y que, por tanto, ya se encuentran en condiciones desfavorables, sin que nadie 
vele por sus derechos. Revisando los antecedentes históricos podemos observar que, 
antiguamente, todos los pobladores que tenían acceso a tierras en la zona, contaban con 
derechos de agua, fuera de una u otra fuente. En la actualidad, la aceleración de la 
dinámica poblacional, el ingreso de nuevos actores a la zona y la fuerte influencia urbana 
hacen que este escenario haya cambiado drásticamente. Ahora, para ingresar al sistema 
como nuevo usuario, es preciso adquirir el derecho de un antiguo socio que ya no necesite 
agua, para lo cual se requiere de una cantidad de dinero que compense la inversión 
                                                 
51 Esta afirmación es válida para el caso de Bolivia, cuya población local tiene una fuerte tradición y 
conocimiento en cuanto a la gestión de recursos hídricos, y donde los sucesos ocurridos durante la llamada 
"Guerra del Agua" en el año 2000 reflejaron el parecer de la población respecto del cambio de modelo en la 
gestión del agua 
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realizada por el socio saliente. Esto se debe a que el agua de todos los sistemas de riego 
solo alcanza niveles satisfactorios en años lluviosos, en tanto que, en años normales, las 
distintas comunidades enfrentan diferentes grados de déficit. La situación empeora en 
años de poca pluviosidad.52  
Por consiguiente, el sistema no puede permitir el ingreso de usuarios con nuevos derechos 
que comprometan su sostenibilidad en una zona de escasez hídrica. En contraposición, 
podemos ver el caso del sistema Lagun Mayu, donde se está iniciando un nuevo proyecto 
para aumentar el volumen de agua disponible en la presa. Esta iniciativa ha abierto la 
posibilidad de que ingresen nuevos usuarios, habiéndose dado prioridad a los pobladores 
de dos comunidades con alto déficit hídrico (Collpapampa Norte y Collpapampa Sur).  
 
Este ejemplo muestra que las limitaciones impuestas por un sistema para la incorporación 
de nuevos socios obedecen generalmente a razones prácticas, relacionadas con la 
eficiencia del sistema hidráulico y productivo y su sobrevivencia a largo plazo. Cuando 
estos obstáculos son superados, por ejemplo, mediante la modernización de la 
infraestructura hidráulica, se viabiliza una mayor apertura del sistema. Sin embargo, es 
importante tener en cuenta que cuanto mayor es la influencia de elementos externos en el 
interior del sistema, el autocontrol colectivo puede derivar en distorsiones que afecten al 
espíritu de la gestión comunal de los recursos.  
 
C. Organizaciones de usuarios, gestión colectiva e instituciones públicas 
¿plataformas de múltiples actores? 
 
Hemos visto que en esta cuenca los diferentes sectores de uso del agua cuentan con 
sólidas organizaciones en torno a la gestión del recurso. Sin embargo, ninguna de ellas 
agrupa a dos o más sectores con usos distintos.  
 
En la zona del valle se encuentran las organizaciones de regantes y las del servicio de 
agua potable. Si bien la gran mayoría de los pobladores son usuarios, tanto de agua 
potable como de riego, es muy raro que ambos tipos de organización interactúen. 
Generalmente se limitan a resolver conflictos, o a firmar alguno de los pocos convenios 
que existen entre los dos sectores. En la zona de la Cordillera la situación es diferente, ya 
que el “sindicato” es la forma de organización adoptada y este que se encarga de todos los 
asuntos de la comunidad, incluyendo la gestión del agua para ambos usos. Por otro lado 
tenemos al actor público, en este caso la Alcaldía de Tiquipaya, que adquiere un papel 
cada vez más protagónico en los temas de gestión del agua, pero en la práctica tiene poco 
poder de decisión.  
 
La interacción entre estos actores suele relacionarse con problemas concretos que se 
resuelven en reuniones entre representantes de cada sector. En el caso de los regantes, la 
interacción con las comunidades de la cordillera adquiere formas más diversas: el tomero o 
lagunero encargado del cuidado de las lagunas y la apertura de las largadas suele ser un 
comunero de la zona alta, que se convierte en el nexo entre regantes y comunidades; el 
ritual para la primera largada que se realiza en la laguna es un espacio de coordinación y 
de intercambio de criterios, reclamos y peticiones. Los regantes asisten a las reuniones de 
las subcentrales cuando hay algún asunto importante que tratar. 
                                                 
52 En el marco del Proyecto Derechos de Agua, Fase I, se realizó un balance hídrico para todas las 
comunidades, con distintos escenarios pluviométricos. 
                                                         




Por otro lado, el mayor protagonismo de la Alcaldía en estos temas hace que sea más 
frecuente el establecimiento de espacios de interacción, ya sea de colaboración o conflicto, 
con las organizaciones de usuarios del agua. Estos espacios suelen ser efímeros, se 
configuran en torno a problemáticas concretas y desaparecen una vez que estas han sido 
resueltas o ha cesado de existir interés en su tratamiento.  
 
¿Hasta qué punto pueden entrar tales espacios en la categoría de “plataformas de 
múltiples actores”? Lo que más se acerca a esta definición son los espacios en los que 
interviene la Alcaldía para abordar problemáticas que atingen a todos los sectores de uso 
del agua. Un caso ilustrativo fue el del conflicto con la empresa prestadora de servicios 
Mancomunidad de Colcapirhua y Tiquipaya (Macoti), constituida a instancias del Banco 
Mundial para administrar los sistemas de agua potable de la cuenca. Este hecho llevó a los 
sectores interesados a participar en diversas reuniones informativas y de toma de 
decisiones, en las que se debatieron las ventajas y desventajas del proyecto y cada sector 
presentó sus opiniones, necesidades e intereses. Esto derivó en la constitución de una 
mesa técnica impulsada por el Centro Andino para la Gestión y Uso del Agua (Centro 
AGUA), de la Universidad Mayor de San Simón, una institución que trabajó muchos años 
en el tema del agua en la zona. Al comienzo, este espacio contó con una participación 
amplia de todos los sectores, pero con el tiempo este interés disminuyó y los objetivos de 
la mesa se cumplieron solo parcialmente. Hasta el día de hoy no se ha logrado tomar 
decisiones concretas y definitivas con respecto al tema; sin embargo, este espacio 
consiguió encaminar un proceso de concertación y reducir las tensiones y conflictos 
relativos al agua que dividieron a la población de Tiquipaya. 
 
Como podemos ver, las plataformas de múltiples actores no son un mecanismo fácil de 
configurar en la zona de estudio. En el ejemplo vimos que se requirió del impulso y 
seguimiento de un actor externo; además, una vez que el problema tratado pasó a un 
segundo plano, no hubo interés alguno de las partes en consolidar ese espacio. Las 
organizaciones de usuarios se apoyan en acciones concretas indispensables para el 
desarrollo de las actividades productivas o el abastecimiento de agua para consumo. 
Resulta muy difícil establecer otros espacios a los que estas organizaciones dediquen su 
tiempo. Al parecer hay una saturación de reuniones comunales, sindicales, de agua 
potable, de padres de familia, de la OTB, de sistemas de riego, de la asociación de 
sistemas de riego, etc. Esto se traduce en un rechazo a la consolidación de nuevos 
espacios que requieran inversión de tiempo por parte de los comuneros. Podemos 
mencionar, a modo de ejemplo, el frustrado intento de crear una Asociación de Sistemas 
de Agua Potable de Tiquipaya (ASOCATI); en dicho proceso, un dirigente declaró que los 
miembros de sus bases ya no querían pertenecer a otra organización más porque estarían 
obligados a asistir a reuniones y marchas de protesta de las que ya estaban cansados. 
 
No obstante lo expuesto, a nuestro parecer no debieran descartarse estos espacios de 
concertación de múltiples usuarios como una manera de lograr una mejor gestión del agua. 
Se trata más bien de encontrar los mecanismos que permitan superar los temores y 
dificultades mencionados.  
 
                                                         





D. La cuenca social Tiquipaya Colcapirhua 
 
Muchos de los elementos analizados en este documento, como los procesos históricos, la 
interacción de los actores, las actividades socioeconómicas, las características geográficas 
e hídricas, entre otros, han contribuido a la construcción de la cuenca social de Tiquipaya 
Colcapirhua. Antes de entrar a la delimitación territorial de este espacio, consideramos 
importante contar con una definición conceptual basada en la revisión de estos elementos. 
 
 
Definiremos la cuenca social como: 
 
 
El espacio territorial donde interactúan los grupos de actores (grupos sociales) 
involucrados en la gestión del agua, desarrollando relaciones de poder, identidad y 
territorio, en torno a la movilización y el uso del agua de determinadas fuentes. 
 
 
Hacemos notar que la especificación “determinadas fuentes” es importante, ya que el 
espacio territorial de la cuenca social puede variar en función a la fuente en la que se 
enfoque el análisis. Por ejemplo, en caso de considerar los humedales de las comunidades 
de la cordillera, la cuenca social resultante sería una muy distinta de la aquí estudiada, a 
pesar de encontrarse en el mismo territorio que las fuentes de los regantes del valle. 
 
Para la delimitación espacial de la cuenca social, los dos pilares fundamentales son: i) el 
espacio hídrico, no siempre coincidente con los límites de cuenca, y ii) el manejo del 
territorio que realizan las comunidades involucradas. 
 
Al decir “espacio hídrico” nos referimos al territorio de donde proviene el agua gestionada 
por los grupos de usuarios involucrados (área de escurrimiento, fuentes de agua), y al 
territorio en el que se usa este recurso (área de riego, área de servicio de agua potable). 
Este espacio territorial suele coincidir con los límites de cuenca, excepto en el caso de 
trasvases de fuentes de agua de otras cuencas y/o conducción para riego hacia diferentes 
cuencas. En el caso de Tiquipaya, el agua del sistema de riego de Saytu Khocha proviene 
de una cuenca que escurre sus aguas, de manera natural, hacia la cuenca amazónica; en 
el caso de Lagun Mayu se cuenta con un canal de aducción que amplía el área de 
escurrimiento desde una cuenca vecina. La complejidad de la adquisición del derecho de 
uso de las fuentes de la cordillera por parte de los pobladores de los valles hace que este 
espacio hídrico no siempre sea un territorio continuo. En el estudio de caso aquí 
presentado tenemos el ejemplo de la Laguna San Ignacio, que se ubica en la mitad del 
espacio hídrico de Tiquipaya, pero pertenece a una cuenca social diferente. Los actores, o 
grupos sociales de esta otra cuenca, tienen muy poca interacción con los sistemas de 
riego de Tiquipaya Colcapirhua, en lo que se refiere a la gestión del agua. En el sector de 
los valles, donde el terreno es más plano, el espacio hídrico está definido por los canales 




                                                         




ESPACIO HÍDRICO DE LOS CUATRO SISTEMAS DE RIEGO TIQUIPAYA 
COLCAPIRHUA 
 
Fuente: Elaboración propia sobre la base de imágenes de Google Earth.  
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El “manejo del territorio”alude al concepto de territorio que manejan las comunidades 
andinas en relación con el espacio que ocupan. En el caso de Tiquipaya, las comunidades 
de la cuenca alta se aproximan más al concepto “andino” de territorio, ya que cada 
comunidad tiene un espacio delimitado con exactitud, que incluye las tierras individuales y 
las comunales. En este espacio denominado “comunidad”, cada lugar del territorio tiene 
una función en la vida reproductiva de sus habitantes. Hay tierras de pastoreo comunal, de 
provisión de leña, de producción, de recarga de agua, en descanso, etc. En cambio, en las 
comunidades del valle, que originalmente debieron tener el mismo esquema, actualmente 
existe una mezcla, atribuible a la influencia de la ciudad, al proceso de urbanización y al 
ingreso a un sistema productivo de mercado. Las comunidades todavía conocen sus 
límites comunales, pero en su interior solo existe la propiedad individual y lo colectivo ha 
sido reemplazado por conceptos más urbanos, como áreas verdes, calles y avenidas.  
 
A pesar de las diferencias, tanto en la cordillera como en los valles el manejo del territorio 
sigue basándose en el concepto andino de “comunidad”, por lo que utilizaremos los límites 
comunales para representar este espacio. El criterio para determinar cuáles comunidades 
forman parte de este espacio es el resultado de todos los procesos históricos analizados 
previamente, relacionados con la configuración histórica del Pueblo Real de Indios de 
Tiquipaya, la adquisición de derechos de agua, la relación con las fuentes de la cordillera y 






























                                                         




LÍMITE DE LAS COMUNIDADES DE LA CUENCA SOCIAL TIQUIPAYA COLCAPIRHUA 
 
Fuente: Elaboración propia sobre la base de imágenes de Google Earth. 
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La yuxtaposición de estos dos espacios es lo que denominaríamos la “cuenca social” 
Tiquipaya Colcapirhua. El espacio resultante incluye cuencas enteras y parciales, varias 
comunidades, y atraviesa límites municipales. 
 
Gráfico 7 
CUENCA SOCIAL TIQUIPAYA COLCAPIRHUA 
 
Fuente: Elaboración propia sobre la base de imágenes de Google Earth. 
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Para comprender la yuxtaposición de dos cuencas sociales es interesante profundizar el 
caso de la Laguna San Ignacio, en el que con fuentes de agua tan próximas, como se 
aprecia en el gráfico, no se interactúa en materia de gestión hídrica. La delimitación de la 
otra cuenca social,  la de Apote, fue realizada solo a partir de imágenes satelitales, por lo 
que no se tiene la precisión de una verificación en terreno, especialmente en lo que 
respecta al área de riego. 
 
Gráfico 8  
YUXTAPOSICIÓN DE LAS CUENCAS SOCIALES TIQUIPAYA COLCAPIRHUA Y 
APOTE 
 
Fuente: Elaboración propia sobre la base imágenes de Google Earth. 
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Si profundizamos en el estudio de la delimitación exacta de la cuenca social encontramos 
otro elemento que puede enriquecer el análisis e incluso ampliar, o matizar, la definición de 
cuenca social. Es el caso de algunos sectores que se encuentran dentro del área de riego 
y que ninguna comunidad quiso incluir dentro de sus límites en el momento de recoger la 
información de campo, cuando se delimitaron las comunidades conjuntamente con los 
dirigentes sindicales de cada una de ellas (véase el gráfico 9): 
• Urbanización Canedo 
• Vivero 
• Urbanización 1 en Kapacachi 
• Urbanización 2 en Kapacachi 
• Urbanización 3 en Kapacachi 
• Urbanización Ciudad del Niño 
 
Gráfico 9 































Fuente: Mapa base del Proyecto Derechos de Agua, Fase I
Áreas urbanizadas 




excluidas del área 
comunal 
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Como se puede observar en el gráfico 9, existen varios otros sectores urbanizados 
que, sin embargo, fueron incluidos dentro de los límites comunales. ¿Cuales son 
entonces los factores que influyen en la percepción de la población local para que 
algunos sectores urbanizados sigan siendo considerados parte integral de sus 
comunidades, mientras que otros no? Proponemos algunas hipótesis para luego 
relacionarlas con el concepto de cuenca social que venimos desarrollando. 
 
• Los sectores excluidos de los límites comunales tienen su propia fuente de agua in 
situ (pozos), por lo que no les es imprescindible relacionarse con alguna otra 
organización local (al menos para la gestión del agua). 
• Estos sectores están ocupados por pobladores provenientes del área urbana, sin 
tradición de manejo colectivo del territorio y sus recursos, que posiblemente ni 
siquiera pertenecen a una OTB, y mucho menos a un sindicato comunal, por lo que 
no existe vínculo alguno con el resto de las organizaciones locales, y menos aún 
para la gestión del recurso hídrico. Se relacionan puntualmente con la Alcaldía, de 
la misma manera en que lo hace la población de los grandes centros urbanos. 
• El sector llamado Vivero no está urbanizado,  pero cuenta con una fuente de agua 
propia, cuyo dueño proviene del área urbana; por consiguiente, tampoco  establece 
vínculos con las organizaciones locales, a pesar de mantener el uso del suelo 
agrícola. 
• En cambio, las áreas urbanizadas que continúan siendo incluidas dentro de los 
límites comunales mantienen la tradición de organización colectiva en muchos 
aspectos de la vida cotidiana. Se aglutinan en torno a las OTB, se relacionan 
constantemente con los sistemas de riego (muchas veces en torno a conflictos), y 
continúan participando en el tejido social junto con el resto de los pobladores de la 
zona. 
 
Con estos nuevos elementos de análisis nos preguntamos si, al delimitar la cuenca social 
Tiquipaya Colcapirhua, deberíamos excluir los sectores que dejaron de pertenecer al tejido 
social local porque no cumplirían con la definición de “interacción” con los demás actores, 
a pesar de ser parte de la gestión del recurso hídrico (uso y manejo de agua subterránea) 
de la zona. Es decir, en estos casos el recurso agua no se convierte en un elemento 
cohesionador, ya que no incluye a estos nuevos actores en la dinámica que se desarrolla 
en la cuenca en torno a la gestión del agua. 
 
 
                                                         






En Tiquipaya Colcapirhua, el espacio en el que se establece un tejido de interacción social 
en torno al manejo y gestión de las fuentes de agua, los sistemas de riego y de agua 
potable, combinado con el espacio hídrico, es decir, las fuentes de agua, las áreas de 
escurrimiento, las áreas de uso y aprovechamiento, configura un espacio territorial que 
puede denominarse “cuenca social”. 
 
La cuenca social Tiquipaya Colcapirhua se ha ido construyendo desde épocas 
precoloniales, variando y adaptándose a los distintos periodos históricos. Su delimitación 
está muy influenciada por la constitución de los derechos de agua de las distintas 
comunidades involucradas. 
 
Sin embargo, para delimitar espacialmente la cuenca social nos basamos sobre todo en 
dos dimensiones: el territorio, basado en el concepto andino de “comunidad”, y el espacio 
hídrico, referido al área comprendida entre el origen de las fuentes de aguas y los lugares 
en que estas son usadas y aprovechadas. El espacio hídrico puede coincidir con los límites 
de cuenca, o puede variar  como resultado de la intervención humana para movilizar el 
agua fuera de sus límites naturales. 
 
Las cuencas sociales pueden yuxtaponerse o entrecruzarse unas con otras, según la 
fuente de agua en que se centre el análisis. Una misma comunidad puede pertenecer a 
distintas cuencas sociales, pero una fuente de agua puede pertenecer a una sola cuenca 
social. 
 
El proceso de urbanización, que avanza en Tiquipaya y Colcapirhua, incide negativamente 
en la continuidad espacial de la cuenca social al crear vacíos en su interior, ya que los 
actores que ocupan tales espacios no se integran a la visión andina de comunidad y acción 
colectivas, un un pilar básico de la identidad socio-territorial del resto de los actores de 
esta cuenca social.  
 
Para la creación de plataformas de múltiples actores, la cuenca social parece ser una base 
más coherente que la cuenca hidrológica y, de acuerdo con el nivel de acción que se 
requiera, las plataformas podrían incluir más de una cuenca social en su composición. 
 
En la cuenca social Tiquipaya Colcapirhua hay un control social constante del uso y 
aprovechamiento de los recursos hídricos. Esto tiende a mantener la equidad en la 
utilización y distribución del agua, con algunas fallas ocasionadas por presiones externas, 
como urbanización, fortalecimiento de la lógica de mercado y  pérdida paulatina del manejo 
colectivo de los recursos, entre otras causas. 
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DERECHOS DE AGUA Y RIEGO EN BOLIVIA 
 
 
René Orellana53  y Juan Carlos Alurralde54 
 
El 2 de agosto de 2006, el presidente Evo Morales presentó en Ucureña,  los decretos 
reglamentarios de la Ley 2878 de Promoción y Apoyo al Sector Riego para la Producción 
Agropecuaria y Forestal. La Ley 2878  y sus reglamentos tienen una larga historia de 
formulación participativa. Se empezaron a gestar el año 2001, después de la denominada  
Guerra del Agua de 2000 y acompañaron a varios procesos paralelos como fueron la 
formulación de propuestas para la reglamentación de la Ley de Agua Potable 2066 
(resultante de la Guerra del Agua) y la elaboración de borradores de propuestas para una 
Ley General de Aguas. Tres grandes procesos discurrieron en forma paralela, con nutrida 
participación de organizaciones campesinas, indígenas, usuarios de sistemas de agua 
potable y sistemas de prestación de servicios de agua de distinto tipo: la elaboración de la 
ley de riego y sus reglamentos, la elaboración de los reglamentos de la ley de agua potable 
y la elaboración de una ley de aguas. 
 
Como resultado de estos procesos sociales emerge ejerciendo un notable liderazgo la 
Asociación Nacional de Regantes y Sistemas Comunitarios de Agua Potable y 
Saneamiento (ANARESCAPYS). 
 
La ANARESCAPYS es una organización muy joven en Bolivia, creada en un congreso de 
regantes y comités de agua potable en noviembre de 2003, cuyo principal soporte político 
y organizativo es la Federación Departamental de Campesinos y Organizaciones de 
Regantes de Cochabamba (FEDECOR), organización que jugó un rol fundamental en la 
Guerra del agua (de abril de 2003) y que ha liderado varias movilizaciones sociales en los 
últimos años demostrando una gran capacidad de convocatoria. Su dirigencia formó parte 
de la Coordinadora de Defensa del Agua y en coordinación con organizaciones 
campesinas, colonizadoras y originarias indígenas promovió la realización de un proceso 
de redacción de dos propuestas de Ley (de Riego y de Derechos de Aguas)55 desde el año 
2001 hasta el 2003. 
 
La ley 2878 fue aprobada  en septiembre de 2004, presentada en una versión breve por  la 
ANARESCAPYS y con la participación protagónica del Consejo Interinstitucional del Agua 
de Bolivia (CONIAG), gracias a un habilidoso y eficaz lobby que aprovechó una coyuntura 
de cierta flexibilidad derivada de la crisis política cuya génesis inmediata son las 
movilizaciones sociales de octubre de 2003, que terminaron con la renuncia del ex 
presidente Sánchez de Lozada. Sin embargo, los tres reglamentos a través de los cuales 
se establecerían los mecanismo para ejecutar la Ley tuvieron que esperar a la gestión del 
                                                 
53Sociólogo, Ph.D., miembro de la institución AGUA SUSTENTABLE,  fue Viceministro de Servicios Básicos. E-mail: 
rene@aguasustentable.org 
54 Ingeniero en Recursos Hídricos, MSc., Director Ejecutivo de la institución AGUA SUSTENTABLE. E-mail: 
oso@aguasustentable.org 
55 Además de la propuesta de Ley sustitutiva de la Ley de Servicios de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario 
2029,cambiada en 36 artículos precisamente a partir de los conflictos de abril de 2000, la FEDECOR presentó junto a la 
Coordinadora de Defensa del Agua y la Vida una propuesta de Reglamentos de la Ley antes mencionada, una vez 
cambiados sus artículos, y participó activamente en los procesos de negociación entre los años 2001 y 2005, y en la 
elaboración del proyecto de Ley de Servicios de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario “Agua Para la Vida”, en 2006. 
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presidente Evo Morales, debido a la falta de voluntad de los gobiernos anteriores de 
garantizar la exigibilidad de los derechos reconocidos por la Ley. 
 
Los contenidos temáticos de este documento son: en primer lugar, una síntesis del 
proceso social y económico que han protagonizado los campesinos regantes de Bolivia en 
los últimos años y que les ha permitido incidir en las reformas legales que concierne la 
disponibilidad, acceso y gestión del recurso agua y el riego; en segundo lugar, una 
descripción y análisis de los contenidos normativos de la ley 2878 de Promoción y Apoyo 
al sector Riego a la Producción Agroprecuaria y Forestal ilustrando al lector, 
particularmente, en el régimen de derechos de agua y el marco institucional; y, finalmente, 
plantearemos algunas consideraciones sobre las bases sentadas por la ley y sus 
reglamentos para desarrollar procesos efectivos de descentralización y promover 
inversiones en cuencas piloto que presentan situaciones de impactos sistémicos. 
 
A. Los Regantes en Bolivia 
 
La actividad de mayor uso de agua en Bolivia es la agricultura bajo riego, cuya demanda 
se alza entre el 75% al 80% del total del agua consumida en el país. 
 
El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (2000) inventarió los sistemas de riego de 
las zonas áridas y semi-áridas de los departamentos de La Paz, Oruro, Potosí, 
Cochabamba, Chuquisaca, Tarija y Santa Cruz logrando inventariar 5,459 sistemas de 
riego en funcionamiento, de los cuales 5,350 son sistemas de uso agrícola y 109 de uso 
pecuario (bofedales). En la primera categoría se distinguieron sistemas de riego familiares 
(< 2 ha), micro (2-10 ha), pequeños (10-100 ha), medianos (100-500 ha) y grandes (> 500 
ha). En los 7 departamentos donde se realizó el levantamiento de información, el inventario 
ha registrado 4,724 sistemas de riego, 217,975 familias usuarias y un área regada de 
226,564 ha (Cuadro 1). 
 
Cuadro 1. Sistemas de riego, usuarios y área regada por departamento (MAGDR-
DGSR-PRONAR 2000) 
Sistemas Usuarios Área regada Departame
nto Número % Familias % Hectáreas % 
Chuquisac
a 
678 14.5 17 718 8.1 21 168 9.4 
Cochabam
ba 1 035 21.9 81 925 37.6 87 534 38.6 
La Paz 961 20.3 54 618 25.1 35 993 15.9 
Oruro 312 6.6 9 934 4.6 14 039 6.2 
Potosí 956 20.2 31 940 14.7 16 240 7.2 
Santa Cruz 232 4.9 5 865 2.6 15 239 6.7 
Tarija 550 11.6 15 975 7.3 36 351 16.0 
Total 4 724 100.0 217 975 100.0 226 564 100.0 
 
Es importante resaltar que si bien el inventario constituyó una gran esfuerzo y es el primero 
en su tipo, no logró cubrir la totalidad de los sistemas de riego existentes en el país, de 
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modo que las cifras son parciales y a ellas deben agregarse una cantidad de sistemas y 
familias que quedaron fuera de la muestra. 
 
Sin embargo, estimando que las 217 975 familias usuarias de riego del inventario 
corresponden a una población de  1.089.875 personas (5 personas por familia en el área 
rural) y considerando que Bolivia en el censo nacional de población y vivienda estableció 
una población total rural de 3.109.095 habitantes, podemos afirmar que la población rural 
involucrada en la actividad del riego alcanza un 35%. 
 
Debido a la demanda creciente por usuarios tanto en zonas urbanas como en zonas 
rurales, existe un incremento de la competencia entre sectores por el recurso agua. Sin 
embargo, en algunos casos el uso simultáneo o secuencial por parte de diferentes 
sectores no es compatible, y puede generar verdaderos conflictos.  
 
En las zonas periurbanas de Bolivia, el agua originalmente destinada al riego, se utiliza 
para abastecer a la población urbana, ésta puede pagar mucho más por cada unidad de 
volumen de agua y es favorecida políticamente en desmedro de los sectores productivos 
tradicionales. La "guerra de los pozos" en el valle de Cochabamba demostró que 
frecuentemente las demandas urbanas prevalecen sobre las demandas de campesinos y 
regantes, no obstante, la movilización social puede revertir esta tendencia. En efecto, en la 
guerra del agua que tuvo lugar en dicho departamento los regantes se opusieron e 
impidieron la concesión para fines de agua potable de las fuenets de agua que 
tradicionalmente han sido utilizada en el riego. En otras ciudades como El Alto que ha 
experimentado una sostenida exploasión demográfica la demanda de agua potable ha 
aumentado y consecuencialmente ha significado la reducción de agua para riego.  Este 
incremento poblacional en las zonas urbanas también ha incrementado la demanda por 
alimentos y a la inversa ha incentivado a campesinos de las zonas peri-urbanas a 
incrementar su producción y demandar mayor cantidad de agua para riego, acentúando 
todavía más los conflictos sobre el uso del recurso. 
 
En las zonas rurales, hay una manifiesta competencia entre el uso minero y el uso del 
agua para riego. Generalmente, el sector minero es más influyente e históricamente ha 
recibido más apoyo político en el otorgamiento de los respectivos derechos sobre el agua. 
En relación al sector hidroeléctrico también existen fuertes tensiones entre fuentes de agua 
de uso o interés campesino y las áreas de cuencas concesionadas para la generación de 
energía hidroeléctrica, como se evidencia en el conflicto entre la empresa Corani y los 
regantes del valle alto.  
Estos ejemplos son ilustrativos para indicar que la mayoría de los conflictos entre usuarios 
son conflictos por los derechos sobre el uso del agua. La ausencia de una Ley de Aguas 
adecuada a la realidad actual, las regulaciones contradictorias que se encuentran en 
diversas leyes sectoriales y la ausencia de una Ley de Riego que permita proteger los 
derechos tradicionales tendieron a crear un desbalance legal, lo cual fue aprovechado 
generalmente por los sectores con mayor influencia política, en desmedro de los sectores 
rurales. Es debido a estas razones que las organizaciones de regantes optaron por 
avanzar en una estrategia jurídica que permitiera defender sus fuentes de agua, sus usos y 
costumbres. 
 
El desarrollo del sector riego en Bolivia es el resultado de iniciativas impulsadas por los 
usuarios y evidencia una significativa ausencia del estado. En efecto, más del 90% de los 
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sistemas de riego han sido construidos tradicionalmente sin inversiones del gobierno, y 
han sido y son operados por las comunidades de acuerdo a sus “usos y costumbres”. Las 
comunidades han sido capaces de diseñar, construir y adaptar sus sistemas de riego a la 
variabilidad climática y a las constantes demandas y competencias, gestionando éstos de 
una manera sostenible y participativa los recursos hídricos. 
 
Pero los sistemas de riego existentes son no solamente una respuesta a la falta de 
atención estatal en el  área rural, sino fundamentalmente sistemas de gran arraigo 
sociocultural, sistemas que emergen de una cultura rural andina milenaria que permanece 
arraigada en la cultura boliviana (y en los países de la región andina), a pesar de los 
procesos de colonización y la discriminación sistemática a que han sido sometidas las 
comunidad campesinas por parte de las élites locales. 
 
Estos sistemas conciben el agua como algo “vivo”, como un bien de la naturaleza y de la 
Pachamama (Madre Tierra) y distinguen las diferentes formas de acceso al agua de 
acuerdo a sus “usos y costumbres” tal como describe Omar Fernández principal dirigente 
de los regantes de Bolivia: “en el agua nadie puede atropellar, el agua está caminando 
según usos y costumbres, como un camino que se abre caminando por ahí siempre, por el 
hecho de que una comunidad pertenece a una determinada cuenca y eso con el 
transcurso del tiempo día a día, mes tras mes, entonces es como si fuéramos dueños, es 
una ley pero no está traducido en papel” 
 
Mediante sus sistemas de riego bajo los usos y costumbres, las comunidades y los 
regantes distinguen muy sabiamente los diferentes tipos de usos del agua y de esta 
manera clasifican el agua en: Las aguas comunes o de libre acceso que son todas las 
fuentes de agua a las cuales todas las personas pueden acceder para el riego de sus 
cultivos, “sin considerar los derechos que existen” “estas aguas son utilizadas en los 
meses de diciembre a abril en la temporada de lluvias y caudales” (Crespo y Fernández, 
2001). Las aguas de las mitas que es el agua de vertiente o de río donde se organiza el 
trabajo de riego comunal en base a la estructura de la reciprocidad y del “don”  (dar, 
ayudar, ofrecer ayuda), aquí se establecen turnos, derechos y obligaciones: mejoras, 
rehabilitación, mantenimiento, etc. Estos sistemas se organizan mediante sistemas propios 
de reciprocidad como el “ayni” que es un sistema en que una familia coopera a otra por 
turno y la otra a su vez lo hace cuando ésta lo necesite, aunque no siempre está obligada 
a hacerlo sino que es “el gusto de dar” (Gebrandy en Boelens y Dávila, 1998). Aguas de 
largadas que son las de represas o lagunas y los comunarios definen cúando se ha de 
soltar el agua en función de las siembras, este sistema organiza sus autoridades del agua 
propias con un juez de aguas, elegido como autoridad comunal (Crespo y Fernández, 
2001).  
 
B. El nacimiento de la ANARESCAPYS 
 
El 25 de Noviembre de 2003 después de un proceso mayor a los tres años, se constituyó 
la Asociación Nacional de Regantes y Sistemas Comunitarios de Agua Potable y 
Saneamiento (ANARESCAPYS) en el primer congreso de regantes de Bolivia iniciando de 
esta manera un nuevo capitulo institucional en la historia boliviana sobre el agua y el riego. 
 
El Congreso se inició con una marcha por el centro de la ciudad de Cochabamba con la 
participación de delegaciones de ocho de los 9 departamentos de Bolivia,  la presencia de 
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mas de 10.000 regantes vitoreando de forma unánime “Kausacun usos y Costumbres, 
wanuchun privatizadores” (Que vivan los usos y costumbres y que mueran los 
privatizadores), el Viceministro de Desarrollo Rural y Riego Ing. Jhonny Delgadillo, un 
representante de la Prefectura del departamento y el Secretario Ejecutivo de la 
Confederación Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia Román Loayza quien dio 
posesión al Primer Consejo Nacional de Regantes y Sistemas Comunitarios de Agua 
Potable y Saneamiento Basico. 
 
Antes de este histórico momento sin embargo, decenas de reuniones, marchas, talleres, 
seminarios y otros eventos tuvieron que producirse para permitir montar el andamiaje de la 
principal organización del agua de Bolivia, el proceso contó con el apoyo de diversas 
instituciones y algunas agencias de cooperación internacional. 
 
La creación de ANARESCAPYS se sustentó y desarrolló de manera paralela al proceso de 
construcción de la Ley de Riego. Se realizaron decenas de talleres de consulta en las 
cuatro cuencas del país: Pilcomayo (Chuquisaca, Camargo, Tarija), Altiplano (Oruro, 
Potosí, La Paz), Chaco (Tarija, Santa Cruz) y Río Grande (Cochabamba) donde 
participaron más de 13000 representantes de campesinos indígenas, entre hombre y 
mujeres, de los más importantes sistemas de riego del país, reuniones de sistematización 
e importantes talleres nacionales. 
 
El proceso alcanzo su hito más importante con la promulgación de la Ley 2878 
considerada en algunos medios de prensa como la conquista social más importante 
después de la reforma agraria. La ley institucionaliza a la ANARESCAPYS otorgándole 
funciones de autoridad pública y las responsabilidades consecuentes. 
 
C. Objeto y alcances de la Ley de Riego 
 
La Ley 2878 de Promoción y Apoyo al Sector Riego para la Producción Agropecuaria y 
Forestal más conocida como Ley de Riego, se plantea como objetivo normar y regular el 
aprovechamiento de recursos hídricos y fuentes de agua destinados al riego para la 
producción agropecuaria y forestal, establecer un marco institucional para este fin, así 
como para la resolución de conflictos y controversias relacionadas con el uso del agua 
para riego. En la medida en que no existe una Ley General de Aguas acorde con la 
realidad actual de Bolivia, la ley plantea resolver de manera sectorial varios problemas 
existentes en el sector a través de un régimen de derechos, un modelo institucional 
particular que incorpora organizaciones sociales en niveles decisorios, interpelando 
duramente al régimen estatal y, en particular, la existencia de una burocracia separada de 
las organizaciones sociales, dejando a estas últimas un rol estrictamente fiscalizador o de 
control social. El reto que plantea la ley es aplicar este nuevo modelo en niveles 
descentralizados y locales. 
 
La ley plantea por otra parte la transferencia de la infraestructura de riego y microriego a 
los campesinos e indígenas regantes. Las funciones delegadas incluyen funciones de 
administración y mantenimiento de la infraestructura hídrica. Finalmente establece, 
responsabilidades y mecanismos organizativos para la ejecución de inversiones en riego 
las que están reguladas en los reglamentos.. 
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Las normas específicas que permitirán operativizar la ley se encuentran organizadas en 
132 artículos en el marco de tres reglamentos: 
 
1. Reconocimiento y Otorgación de Derechos de Uso y Aprovechamiento de Recursos 
Hídricos Para Riego, Decreto Supremo 28.818 del 2 de agosto de 2006. 
2. Gestión de Sistemas de Riego, Proyectos y Sevidumbres, Decreto Supremo 28.819 
del 2 de agosto de 2006. 
3. Marco Institucional, Decreto Supremo 28.817 del 2 de agosto de 2006. 
 
D. Régimen de Derechos de Agua Para Riego 
 
La Ley 2878 extiende la figura del  “Registro” - acto jurídico que garantiza derecho  a 
comunidades indígenas y campesinas sobre fuentes de agua y servicios de agua potable 
en el marco de la Ley de Servicios de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario 2066 .- al 
uso del agua para riego agropecuario y forestal, en consecuencia, transforma el Registro 
en un derecho de agua, desde el punto de vista legal, que ampara usos comunitarios y 
familiares de campesinos e indígenas. El Registro tiene carácter permanente y puede 
otorgarse a comunidades o familias. 
 
Con respecto a otros usuarios agropecuarios y forestales no comunitarios, empresarios 
agropecuarios, por ejemplo, la Ley establece la figura de la autorización de carácter 
temporal, que se otorga por un plazo de 40 años renovables sucesivamente por similar 
período.  
 
Sobre derechos de Agua, la Ley 2878 establece a la letra lo siguiente: 
 
“Artículo 21.- Derechos de uso y aprovechamiento de recursos hídricos para riego. Los 
Registros y Autorizaciones para el uso y aprovechamiento de recursos hídricos destinados 
al agua para riego, así como  la revocatoria de los mismos, serán otorgados por la 
Autoridad Competente de los Recursos Hídricos. En tanto esta sea creada, el Servicio 
Nacional de Riego (SENARI), otorgará y revocará los que correspondan, de acuerdo a 
Reglamento. 
 
Son formas de reconocimiento  y otorgación de derechos de uso de agua para riego en el 
marco de lo establecido en el artículo 171 de la Constitución Política del Estado, 49 y 50 de 
la Ley 2066 de Servicios de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario, las siguientes: 
a) Registro: acto administrativo mediante el cual el Estado a través del Servicio 
Nacional de Riego (SENARI), reconoce y otorga el derecho de uso y 
aprovechamiento de las fuentes de agua para riego a pueblos indígenas y 
originarios, comunidades indígena y campesinas, asociaciones, organizaciones y 
sindicatos campesinos, garantizando jurídicamente de manera permanente, los 
recursos hídricos según usos y costumbres. 
b) Autorización: acto administrativo mediante el cual el Estado a través del Servicio 
Nacional de Riego (SENARI), otorga el derecho de uso y aprovechamiento  de 
agua para riego en el sector agropecuario y forestal, a personas jurídicas o 
individuales que no estén contempladas como sujetos de Registro.” 
 
La Ley 2878 no crea un mercado de aguas ni de derechos de aguas; esto es importante de 
resaltar porque algunos sectores han cuestionado la legislación desde esta perspectiva. 
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Tanto el Registro como la Autorización no se pueden comercializar, cuestión que está 
expresamente establecida como prohibición en los reglamentos. El Registro y la 
Autorización tampoco amparan la comercialización del agua, ambos actos jurídicos 
otorgan, con sus diferencias normativas, derecho de uso de aguas y no de disposición 
comercial de las mismas. 
 
Es importante anotar que existe una diferencia sustancial entre este régimen de derechos 
y el propuesto en los distintos proyectos de ley de aguas impulsados por los gobiernos de 
corte neoliberal, en los cuales se establecía la figura de la concesión de aguas, aplicable 
homogeneamente a cualquier tipo de usuario, sea comunitario o sea industrial, y, 
asimismo, aplicable a todos los usos sin distinción, sea para consumo humano o para 
actividades extractivas o industriales contaminantes, otorgables por un plazo máximo de 
40 años  no renovable,  que imponía el pago de patentes incluso a los usuarios 
tradicionales y con procedimientos y requisitos estandarizados como ya se ha señalado. 
En los proyectos de ley neoliberales, la concesión era un derecho transable, es decir se 
podía vender y comprar, y se permitía, además, la venta del agua, es decir, creaba el 
mercado de concesiones y el mercado de aguas. 
 
La Ley 2878 establece dos tipos de derecho que no son transables  y prioriza el uso para 
consumo humano y riego agropecuario, amparando legalmente tanto el régimen de 
registros como el de autorizados. 
 
Es importante consignar que la Ley 2878 y sus reglamentos es garantista de los derechos 
de comunidades indígenas y campesinas y sus miembros a quienes les reconoce el 
derecho al registro de las aguas de uso tradicional. En este marco, extiende los derechos 
establecidos en el Convenio 169 de la OIT, en el artículo 171 de la constitución Política del 
Estado, además de los artículos 49 y 50 de la Ley 2066 de Agua Potable a las fuentes de 
agua para Riego. 
 
La Ley establece, como lo dijimos, que el Registro y la Autorización se otorgan sobre 
fuentes de agua; esto implica, como se precisa en los reglamentos, otorgar derechos sobre 
áreas de escurrimiento de cuencas, microcuencas, reservorios naturales o artificiales de 
aguas, áreas de acuífero y sus áreas de recarga y en los ríos, caudales parciales según 
acuerdos entre usuarios  basados en los usos y costumbres. 
 
La legislación impone obligaciones específicas a los usuarios tradicionales, tanto para 
quienes gozan del derechos en base a un Registro Colectivo que tiene como titular a la 
comunidad como cuando se trata de un Registro Individual o Familiar, los cuales se aplican 
a familias campesinas e indígenas sólo en caso de existencia de fuentes de agua de 
estricto uso familiar, como es el caso de pozos. Una de las obligaciones establece, por 
ejemplo, que los titulares de registro deben desarrollar acuerdos con otros titulares (de 
registro o autorización) para usar las aguas y las fuentes de agua. Con respecto a  
prohibiciones, una de las más estrictas, es la relacionada con cobros, venta, alquiler y 
otras formas de lucro con el agua, amparándose en el derecho. La constatación de estos 
hechos dar lugar a sanciones graves e incluso la revocatoria del resgitro o autorización 
según el caso.  
 
En los Reglamentos se ha establecido que  el directorio del Servicio Nacional de Riego 
(SENARI) y de los Servicios Departamentales de Riego (SEDERI) –entidades creadas 
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para la regulación y el otorgamiento de derechos de agua para riego - deberán elaborar un 
reglamento de infracciones y sanciones y aprobarlo como Resolución Administrativa. Esta 
prescripción se sustenta en la idea que cada SEDERI debe tener un reglamento de 
acuerdo a la realidad regional y que es importante que los regantes asuman también, 
mediante la aprobación de reglamentos regionalizados, las implicancias de estas normas y 
de sus obligaciones, así como la respondabilidad de garantizar su cumplimiento y 
aplicación. 
 
En los reglamentos de la ley se ha previsto que los solicitantes de registro presenten 
personalidad jurídica si la tienen u otro documento que acredite su existencia como 
usuarios de agua para riego, incluyendo acuerdos con sus vecinos, por otra parte, se ha 
previsto que presenten datos generales sobre la fuente, un croquis de ubicación que sirva 
(para que el regulador haga luego un estudio técnico para ubicar la misma) y 
documentación que registre los usos y costumbres (actas de distribución de aguas, 
acuerdos escritos entre sistemas de riego, etc.)56. En el caso de registros familiares se 
solicitan igualmente croquis y certificaciones de las organizaciones sociales vecinas de que 
la fuente es de uso exclusivo familiar o individual. Los acuerdos con los usuarios vecinos 
constituyen un requisito fundamental e imprescindible. Para garantizar la fiabilidad de la 
documentación presentada y la legitimidad del derecho solicitado o de los términos en que 
es solicitado, existe un procedimiento de notificación pública y notificación directa a los 
vecinos y a las organizaciones matrices. 
 
Esta información es fundamental para el trámite de registro, y tiene gran utilidad para el 
proceso de regulación. 
 
TEXTO DEL  REGLAMENTO SOBRE DERECHOS DE AGUAS 
REGISTROS COLECTIVOS 
ARTÍCULO 34.- (REQUISITOS). I. Para la solicitud de registro colectivo, él o los 
interesados deberán presentar junto a una carta de solicitud, su carpeta de usos y 
costumbres. 
 
II. La carpeta de usos y costumbres deberá contener: 
 
De manera indistinta, cualquiera de los siguientes documentos: 
Resolución de reconocimiento de Personalidad Jurídica 
Actas de la Organización 
Documentos de resolución de conflictos, acuerdos y convenios con las comunidades 
vecinas e interesadas u otros de igual índole que indiquen el derecho de uso del recurso 
y la fuente de agua 
Documentos sobre la gestión del agua en base a usos y costumbres, como ser lista de 
turnos, mitas de agua, larkas o largas, curiches, actas de reuniones, informes de 
trabajos comunitarios y otros 
Certificación de alguna representación de organización social colindante sobre el uso de 
la fuente y el sistema de aguas 
                                                 
56 Con finalidad de apoyar el trabajo del SENARI y los futuros SEDERI, en un ejercicio de poner a prueba la viabilidad práctica de los procedimientos, 
criterios y requisitos de asignación de derechos sobre fuentes de agua, “Agua Sustentable” ha desarrollado un software que permite integrar un sistema 
de información geográfica con un sistema de registro de derechos de agua de riego basado en la Ley de Riego 2878. Este software (aplicable también a 
solicitudes de autorización) fue puesto a prueba en talleres comunitarios de regantes adelantándose en el cumplimiento de los requisitos establecidos en 
la Ley.  
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La siguiente información: 
Datos generales, a través de un formulario simple proporcionado por el SEDERI 
señalando: nombre del pueblo indígena u originario, comunidad indígena o campesina, 
asociación, organización o sindicato campesino, ubicación, número de usuarios. 
Croquis o mapa referencial basado en cartas geográficas del IGM, identificando el área 
de fuentes de agua: Área de escurrimiento y sus reservorios, uso y aprovechamiento de 
aguas, incluyendo las cuencas o microcuencas, las fuentes de aguas subterráneas, 
áreas de recarga y puntos de captación en ríos. 
Croquis referencial del sistema, estanques, represas u otras formas de almacenamiento 
y distribución, si existen. 
Datos generales, en un formulario, sobre las características de la fuente. 
Mención de los usos que se hace de las aguas. 
Mención de las comunidades, poblaciones u organizaciones sociales vecinas o 
colindantes y acuerdos de distribución de aguas. 
Documentos que acrediten su acceso al uso del agua si existieran. 
Definición de marcas, medidas, niveles, tomas, porcentajes, partes, turnos, u otras 
medidas técnicas convencionales o basadas en usos y costumbres. 
 
III. Las carpetas de usos y costumbres deberán contener una certificación de la validez 
de la información contenida en la carpeta, por parte de la organización matriz a la que 
pertenezca el solicitante o del directorio de cuenca. 
 
IV. En el caso de las fuentes de agua como ser ríos y otros, en las que existieran varios 
sistemas, organizaciones de riego, u otras comunidades campesinas, indígenas o 
poblaciones que usan la fuente de agua para consumo humano o riego, la solicitud 
debe acompañarse el acuerdo de las comunidades vecinas que expresen su 
conformidad al uso y aprovechamiento de fuentes de agua. El SEDERI, de oficio o a 
solicitud de parte, establecerá la pertinencia y la forma de cumplimiento de este 
requisito. 
 
V. La información de la carpeta de usos y costumbres será registrada en el Sistema de 
Información del Agua en Bolivia – SIAB donde se inscribirá el registro y se cotejarán 




ARTÍCULO 37.- (REQUISITOS). I. Los requisitos para Registro Familiar son los 
siguientes: 
 
Certificaciones de organizaciones campesinas o indígenas colindantes, asociaciones u 
organizaciones matrices del ámbito local o departamental, estableciendo que la fuente 
solicitada no es de uso colectivo y tiene fines agropecuarios o forestales. 
Documentos que acrediten el acceso al agua. 
Formulario de datos generales proporcionado por el SEDERI.  
Croquis de ubicación del predio, estanques u otras formas de captación, 
almacenamiento y distribución. 
Formulario sobre las características de la fuente. 
Mención de los usos que se hace del agua. 
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II. La información del Registro familiar será archivada en el Sistema de Información del 
Agua en Bolivia – SIAB donde se inscribirá el registro y se cotejarán parámetros de 
disponibilidad, localización, sub cuenca fuente de agua y otros, y no constituye registro 
personal de carácter privado. 
 
 
En los decretos reglamentarios se ha previsto que los solicitantes de autorización 
presenten una carta geográfica ubicando la fuente de agua, definan criterios de asignación, 
un proyecto agropecuario o plan de manejo forestal además de acuerdos con las 
comunidades u organizaciones usuarias de la misma fuente. 
 
Si el SEDERI o el SENARI lo consideraran conveniente (por ejemplo, en casos en que el 
solicitante requiera caudales que pudieran afectar a otros o requiera construir 
infraestructura que pudiese afectar a otros usuarios), se solicitará además de los requisitos 
citados, que el solicitante constituya o forme parte de una asociación existente o conforme 
un Directorio Local de Cuenca, con la aprobación o acuerdo de los otros usuarios y 
respetando sus  acceso a las fuentes. Esto permitirá evitar conflictos con otros  usuarios, y 
promoverá la constitución de plataformas locales multi-actor, en los que usuarios diversos 
concerten y planifiquen el acceso y el uso de aguas. 
 
Si existen fuentes de agua de uso mixto (consumo humano y riego), el SENARI o el 
SEDERI, según corresponda, se coordinará con la Superintendencia de Saneamiento 
Básico o la entidad delegada por la misma para otorgar una “Resolución Conjunta” para 
ambos usos. Esto es posible pues la Ley 2066 de Servicios de Agua Potable establece 
también, como ya lo mencionamos, la figura del “Registro” (con las mismas características 
que la Ley de Riego) sobre fuentes de agua para consumo humano. 
 
Por otra parte, el SENARI o el SEDERI, según corresponda, coordinarán con las 
superintendencias y otras entidades reguladoras que tengan competencias sobre otros 
usos de aguas; esta coordinación tendrá por finalidad compatibilizar los sectores de uso, y 
establecer la prelación de usos en el marco de la legislación vigente priorizando el 
consumo humano y el riego. 
 
E. El concepto de Fuente de Agua como cuenca social 
 
La Ley establece que el registro y la autorización se otorgan sobre fuentes de agua. Esto 
implica, como lo hemos señalado anteriormente, otorgar derechos sobre áreas de 
escurrimiento de cuencas, microcuencas, reservorios naturales o artificiales de aguas, 
áreas de acuífero y sus áreas de recarga y en los ríos: caudales parciales según acuerdos 
entre usuarios o acuerdos entre usuarios basados, si corresponde,  en usos y costumbres. 
Es importante notar que en el caso de líneas divisorias de escurrimiento se consideran no 
solamente criterios físicos sino principalmente criterios sociales. Este mismo enfoque es 
usado para definir cuencas o microcuencas. El SENARI y los SEDERI deberán considerar 
los límites establecidos por los sistemas sociales de riego para definir las áreas de 
escurrimiento a ser otorgadas mediante registro y autorización; por eso es importante la 
exigencia de acuerdos escritos entre actores solicitantes de derechos, pues estos 
sustentan los términos específicos en que se solicita un derecho, previendo la emergencia 
de conflictos o contribuyendo a solucionarlos. 
                                                         




En el concepto de fuente de agua, se incluye también la figura de volumen o caudal, pues 
en algunos casos estos mecanismos de medición forman parte del acceso y uso de aguas, 
por lo cual no pueden ser obviados, en otro casos estos mecanimos están articulados con 
otros según las características de las fuentes o áreas de escurrimiento; en esta 
perspectiva, los reglamentos también prevén la posibilidad de combinar criterios de 
asignación. 
 
En este tema tenemos una diferencia sustancial respecto a los proyectos de norma legal 
que fueron promovidos por gobiernos neoliberales, en los cuales se establecía como 
parámetro de asignación privilegiado el volumen o caudal, pasando por alto absolutamente 
otras formas de distribución de aguas basadas en usos y costumbres. 
 
Texto del  Reglamento de Derechos  de Aguas 
DEFINICIONES (Reglamento de Marco institucional) 
Art. 3.-  
FUENTE DE AGUA.- Volumen, caudal o áreas de escurrimiento de agua en uso y 
aprovechamiento o susceptible de aprovechamientos embalsados o que prosiguen un 
cauce o que provienen de ríos, vertientes, acuíferos, áreas de recarga, entre otros; objeto 
de derecho de uso y aprovechamiento en calidad de registro o autorización. 
ÁREA DE ESCURRIMIENTO.- Cuenca (s) o región (es) delimitada (s) por líneas divisorias 
de escurrimiento, definida (s) con objeto de reconocimiento de registros y autorizaciones 
de fuentes de agua destinadas a uso múltiple o para aprovechamiento con fines 
agropecuarios y forestales. 
CAUDAL DE AGUA.- Medida física relativa a la cantidad de agua medida o expresada en 
volumen por unidad de tiempo, que circula o pasa por una sección o punto y un momento 
determinado. 
CAUDAL DE RIEGO.- Caudal de agua u otra forma de distribución del agua según usos y 
costumbres, condicionado por los requerimientos y limitantes de la operación y distribución 
del sistema de riego, tecnologías que usa y relacionado con los requerimientos de la 
estrategia productiva y el manejo del agua a nivel parcelario. 
CUENCA.- Cuenca hidrográfica o unidad geográfica definida por límites y divisorias de 
escorrentía de agua, naturales o establecidas en acuerdos sociales, que confluyen hacia 
un cauce o almacenamiento y que ha sido delimitada a partir de acuerdos establecidos, 




ARTÍCULO 29.- (CRITERIOS DE ASIGNACIÓN). I. Para otorgar registros colectivos y 
familiares o individuales prevalecerán los usos y costumbres, los acuerdos y normas 
internas de los pueblos indígenas y originarios, comunidades y organizaciones indígenas y 
campesinas, organizaciones de regantes, asociaciones, organizaciones y sindicatos 
campesinos. 
 
II. Para fines descriptivos se establecen los siguientes criterios de asignación del Registro, 
sin excluir aquellos que pudieran ampararse en lo dispuesto en el Parágrafo I del presente 
Artículo: 
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Fuentes de agua: 
Áreas de escurrimiento de cuencas, microcuencas o parte de ellas, y sus reservorios 
naturales o artificiales de aguas (lagunas naturales, lagunas artificiales, represas, cochas, 
curiches, atajados, tanques, estanques, vertientes y otros) 
Acuíferos y áreas de recarga de vertientes, pozos, galerías, tajamares y otros 
En los ríos, caudales parciales según acuerdos establecidos o por establecerse según 
usos y costumbres  
Reservorios naturales o artificiales de aguas 
Acuerdos de uso entre los diferentes usuarios de la fuente 
 
SOBRE AUTORIZACIONES 
ARTÍCULO 41.- (CRITERIOS DE ASIGNACIÓN). I. Para otorgar autorizaciones se 
establecen los siguientes criterios de asignación: 
 
Fuentes de agua: 
Áreas de escurrimiento de cuencas, microcuencas o parte de ellas. 
Áreas de acuíferos y sus áreas de recarga de vertientes, en pozos, galerías, tajamares 
determinando caudales y otros 
En ríos, caudales parciales según acuerdos establecidos o por establecerse respetando 
usos y costumbres. 
Acuerdos de uso entre los diferentes usuarios de la fuente. 
Reservorios naturales o artificiales de aguas. 
 
II. En todos los casos establecidos en el Parágrafo precedente, se determinará la 
variabilidad o combinación de criterios de asignación tomando en cuenta usos, extensión y 




F. Marco Institucional 
 
La Ley 2878 crea el SENARI y el SEDERI a nivel departamental, como entidades de 
regulación y otorgación de registros y autorizaciones. Estas entidades, además de contar 
con un cuerpo administrativo y operativo, tendrían sobre si a directorios con participación 
de delegados del estado y de regantes. 
 
En el caso del SENARI, el directorio está compuesto por 13 miembros  con derecho a voto 
(cuatro del gobierno central, siete representantes de regantes, dos representantes de 
organizaciones económicas del sector y el Director Ejecutivo con derecho sólo a voz), 
teniendo como presidente al Ministro del Agua. En el SEDERI, el directorio está compuesto 
igualmente por 13 miembros con derecho a voto (cuatro de la prefectura, siete 
representantes de regantes, dos representantes de organizaciones económicas del sector 
y el Director Ejecutivo con derecho sólo a voz), en este caso preside la entidad el Prefecto. 
 
La Ley establece ciertamente una composición mayoritaria de regantes -cuestión que ha 
sido duramente criticada arguyendo que los representantes sociales podrían prácticamente 
imponer sus decisiones en el directorio-, sin embargo, los decretos reglamentarios han 
establecido resguardos legales para fines instalación de sesiones y para la toma de 
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decisiones que garanticen que los acuerdos son el resultado de un proceso democrático al 
interior de un cuerpo colegiado. Las normas regulatorias disponen lo siguiente:  
 
1) Si no existe unanimidad en el voto para aprobar un asunto, debe existir cuando menos 
la aprobación de la mitad mas uno de los representantes del estado y la mitad mas uno de 
los representantes de los regantes. Si no existe esta condición no se toman decisiones. 
Esto se aplica tanto al Directorio del SENARI como al Directorio del SEDERI. 
2) El quórum mínimo para instalar o continuar una sesión de Directorio de SENARI o de 
SEDERI es de la mitad mas uno de los representantes del estado y la mitad mas uno de 
los representantes de los regantes. 
 
En consecuencia, los regantes no pueden por si solos tomar decisiones; no obstante tener 
la mayoría cuantitativa, pues la ley insta a promover un proceso de concertación. 
 
Otro característica importante de resaltar -la misma que nos da cuenta del grado de 
institucionalización que tendría el marco regulatorio creado por la Ley de Riego y sus 
reglamentos- es que los representantes sociales ante los directorios de SENARI o de 
SEDERI tienen responsabilidad pública, están sujetos a la aplicación de la Ley SAFC y 
pueden, en consecuencia, ser sujetos a procesos y a pliegos de cargo por eventuales 
actos ilegales en el ejercicio de sus funciones 
 
Con respecto al equipo operativo y administrativo del SENARI y SEDERI, se ha 
establecido en los decretos reglamentarios que los Directores Ejecutivos tanto de SENARI 
como de SEDERI sean elegidos a través de examen de competencia y concurso de 
méritos, mediante convocatoria pública. Para la calificación de los candidatos, los 
directorios organizan una comisión calificadora, la misma que una vez cumplida su función, 
selecciona una terna de los profesionales más meritorios y calificados, elevándola al 
directorio. 
El director ejecutivo es un funcionario público conforme a Ley y para destituirlo se requiere 
de un proceso administrativo. 
 
La Ley 2878 establece la creación de Directorios Locales de Cuenca cuya instalación 
depende de la decisión de los usuarios, no es obligatoria y tampoco condiciona el 
otorgamiento de registros o autorizaciones. Los decretos reglamentarios establecen el 
respeto a las autoridades naturales de riego, convenidas colectivamente o basadas en 
usos y costumbres. Si los usuarios decidieran que su organización natural de regantes 
constituye por sí misma un Directorio Local  de Cuenca o “Directorio de organizaciones de 
Usuarios” (siempre y cuando no existan otros usuarios diferentes a los Registrados) 
ejercerán las atribuciones y funciones previstas para esta institucionalidad, entre las cuales  
figuran: la elaboración  aprobación de planes de manejo de cuencas, la fiscalización de 
proyectos, planes y programas, la coordinación con instituciones públicas, etc. 
 
Bases institucionales y legales para avanzar hacia las autonomías y la descentralización 
 
Es importante resaltar que La Ley 2878 crea un marco institucional descentralizado a 
través de los SEDERI, con la novedad que en el directorio del mismo participan actores 
departamentales directamente interesados en el riego. El SEDERI como órgano 
departamental tiene competencias decisorias sobre sus fuentes de agua para riego y sobre 
procesos de planificación  y promoción de inversión en riego. Esto permite que sean los 
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propios actores departamentales los que tomen decisiones en base a procesos de 
concertación y a prioridades de desarrollo regional y departamental. 
 
Por otra parte, es importante establecer que el SEDERI establece un nuevo tipo de 
organismo que es a la vez planificador y regulador, lo que permite desarrollar procesos 
integrales evitando la lógica institucional implementada en Bolivia que separa al 
planificador del regulador. 
 
No existe, en nuestra opinión, contradicción entre la Ley de Municipalidades, la Ley de 
Descentralización Administrativa, La Ley de Participación Popular y la Ley 2878 de 
Promoción y Apoyo al Sector Riego para la Producción Agropecuaria y Forestal; al 
contrario, la Ley 2878 amplia y fortalece el proceso de descentralización y permite contar 
con un organismo de planificación y concertación departamental para riego, como es el 
SEDERI. El Prefecto puede formular sus planes proyectos y programas en el contexto del 
SEDERI, concertarlos ahí en una versión  preliminar para luego formalizar su aprobación 
en el Consejo Departamental. Esto le permite a la Prefectura contar con un organismo de 
planificación con los actores y los especialistas en riego, lo que hace más expedito y 
eficiente el proceso de consulta y concertación, y previene conflictos. 
 
El gobierno municipal por su parte sigue ejerciendo sus competencias de construcción de 
infraestructura de riego (así como la prefectura) en el marco de procesos de planificación 
con la participación de los Directorios Locales de Cuenca o las organizaciones naturales, 
para luego transferirla de manera concertada. 
 
Inversiones, infraestructura de riego y otorgación de derechos sobre fuentes de agua para 
riego 
 
Los SEDERI o el SENARI, según corresponda, definirán cuencas priorizadas, 
considerando criterios de conflictividad  por el uso de fuentes de agua, falta de seguridad 
jurídica respecto a este uso, requerimiento de inversiones en riego para promover la 
producción agropecuaria, necesidad de planes de manejo integral de recursos hídricos y 
planes de manejo de cuencas. 
  
En las cuencas priorizadas, se realizaran inversiones con  intervenciones estatales  e 
interinstitucionales de apoyo, con carácter concurrente e integrado en: planificación, 
construcción de infraestructura de riego, inversión en riego,  organización de directorios de 
cuenca, investigación,  información, capacitación, concertación y otorgación de derechos 
de aguas, entre otros.   
 
La ley 2878 establece claramente que la administración y el manejo de sistemas de riego 
existentes o por construirse se transfiere a los usuarios regantes (es importante aclarar 
que no se trata de transferencia de la propiedad sino de la administración). Para viabilizar 
la transferencia, los SEDERI se coordinarán con los gobiernos municipales y prefecturas y 
deberán garantizar la participación de los usuarios. 
 
En los proyectos de reglamentos se ha establecido que el mantenimiento rutinario y 
preventivo de la infraestructura es de responsabilidad de los usuarios, los gobiernos 
municipales y las prefecturas compartirían la responsabilidad en el mantenimiento de 
emergencia y de rehabilitación de la infraestructura. 
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EL RIO LOA: 
USOS DEL AGUA Y CONFLICTOS QUE ORIGINA EN EL DESIERTO DE ATACAMA: 
COMUNIDADES INDÍGENAS, EMPRESAS MINERAS, CIUDADES Y PUEBLOS 
 
 





En la cuenca del río Loa se concentran comunidades indígenas atacameñas de antiguo y 
ancestral asentamiento, cuya permanencia se ha basado en el uso y aprovechamiento del 
agua para la agricultura y la ganadería. En este espacio se han establecido importantes 
centros urbanos y enclaves mineros que demandan agua para consumo humano, la cual 
es extraída del río Loa. En este mismo lugar se ha instalado la principal mina de cobre del 
mundo, Chuquicamata, además de numerosos otros establecimiento mineros de gran 
importancia, que también requieren agua para sus faenas. Son entonces las aguas del 
Loa, que se capturan y aprovechan desde el río y sus afluentes, las que deben satisfacer 
todos y cada uno de los usos a los que se destinan.  Desde el momento en que 
comenzaron a ser aprovechadas con fines urbanos y mineros, las aguas de la cuenca del 
río Loa para uso agrícola por parte de las comunidades atacameñas disminuyeron 
sistemáticamente, lo que afectó en forma severa el poblamiento y la seguridad del riego, 
con la consiguiente pérdida de superficies cultivables. 
 
II. EL RIO LOA Y SUS TRIBUTARIOS 
 
El Loa, con sus 440 km de longitud, es el río más largo de Chile y atraviesa, desde la 
cordillera al mar, uno de los desiertos más áridos del mundo, el de Atacama. Nace en las 
faldas del Volcán Miño y desemboca en el Océano Pacífico, a la altura de Caleta Huelén, 
unos 70 km al norte de Antofagasta. La cuenca del Loa tiene una extensión de  33.570 km2 
y está formada por el río del mismo nombre y sus tributarios, los ríos San Pedro, Salado y 
San Salvador. 
 
En el curso del río Loa se distinguen dos tipos de climas desérticos. El primero, que 
abarca la planicie costera, la cordillera de la costa y la pampa o depresión intermedia, es el 
Clima Desértico Normal (BW), con precipitaciones casi nulas, especialmente en las 
localidades de Quillagua y Chacance. El segundo, denominado Desierto Marginal de Altura 
(BWH), comprende la cordillera de los Andes y la fosa prealtiplánica; allí se hacen 
presentes las precipitaciones y originan pequeños escurrimientos superficiales. En las 
partes altas de la cordillera se registran cuantiosas lluvias y nevazones durante los meses 
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de verano, producto del denominado “invierno boliviano”. Estas precipitaciones, que 
pueden totalizar hasta 20 mm diarios, se concentran en la zona cordillerana o cuenca alta 
del río Loa y abarcan un 20% de la superficie total de esta (Niemeyer y Cereceda, 1984). 
Las aguas del río Loa provienen mayoritariamente de aportes de aguas juveniles de origen 
termal, en menor grado de las lluvias de verano que caen sobre los 3.000 metros de altura 
y, por último, del deshielo de las altas cumbres (IGM, 1990, p. 61). El Loa a lo largo de su 
trayecto recibe el aporte de los ríos San Pedro, Salado y San Salvador, y  abastece con su 
caudal las localidades de Lasana,  Chiu Chiu, Calama y Quillagua que, desde tiempos 
ancestrales, toman parte de estas aguas para el riego agrícola.  
 
El río Loa también abastece de agua potable a las ciudades, pueblos y complejos 
mineros industriales del desierto. Tales aguas se toman de las aducciones de Lequena y 
Quinchamale de propiedad de la empresa privada Aguas Antofagasta. En Taira el recurso 
se capta mediante un pequeño canal de riego usado por los habitantes del sector. En 
Conchi, las aguas son represadas en el tranque de regulación de riego del mismo nombre, 
el que en la actualidad almacena, además, aguas para uso minero de la Corporación del 
Cobre (CODELCO), División Norte. En el sector de Lasana, ocho canales toman aguas del 
río para riego; en el sector de Chiu Chiu hay tres canales de riego que sacan aguas del 
Loa. En la cuenca intermedia del Loa, en el sector de Calama, existe una aducción de 
propiedad de una  empresa minera y, aguas abajo, salen nueve canales de riego que 
surten los terrenos agrícolas de Calama. Pasada la ciudad de Calama se encuentra la 
bocatoma de la Oficina Vergara, perteneciente a la Sociedad Química y Minera de Chile 
(SOQUIMICH), y en la cuenca inferior del río, a partir de Chacance, están las captaciones 
de agua para las actividades industriales de María Elena, también de propiedad de 
SOQUIMICH; luego vienen los embalses Santa Fe y Sloman seguidos, finalmente, de dos 




El río San Pedro 
 
Nace en la cordillera, en la vertiente Inacaliri, y se incrementa con los aportes de los ríos 
Siloli y Cabana. Aguas abajo se suma el río Colana, que también tiene su inicio en una 
vertiente. En la junta del Inacaliri, el Siloli y el Cabana, las aguas se infiltran por un tramo 
de 15 km y vuelven a aflorar en Ojos de San Pedro, donde décadas atrás existió una gran 
vega y una laguna de 5 km2 de superficie. El río San Pedro recorría 30 km hasta 
encontrarse con el Loa a 76 km aguas arriba de la ciudad de Calama; su hoya hidrográfica 
                                                 
58 Con respecto a la capacidad de almacenamiento de los embalses existentes en el río Loa, el embalse de 
riego Conchi fue concebido para acumular 22 millones de m3; aguas abajo de Calama, los tranques Santa Fe y 
Sloman, ubicados a unos 22 km y a unos 25 km, respectivamente, al sur del oasis de Quillahua, han perdido 
capacidad de acumulación por depósitos de lodo. Se estima que el tranque Sloman, cuya capacidad original 
era de 1.400.000 m³, actualmente se encuentra reducida a 650.000 m³,  producto del embanque. Este tranque 
fue construido en el año 1904 y actualmente está declarado Monumento Nacional. Con respecto al tranque 
Santa Fe, no se dispone de antecedentes acerca de su data ni de su capacidad, pero se estima que fue 
construido a fines del siglo pasado, con una capacidad original de unos 300.000 m³, y destinado a la 
generación hidroeléctrica (DOH-MOP-CONIC-BF Ingenieros Consultores, 2003).  
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tiene una longitud de 75 km, con una superficie de 1.200 km2, y  “…parte de la hoya se 
extiende en territorio boliviano” (IGM, 1990, p. 61).59   
En la actualidad la cuenca hidrográfica del río San Pedro se encuentra 
completamente saturada debido a la proliferación de obras de captación y acumulación 
que han agotado la disponibilidad de aguas superficiales; por su parte, el río San Pedro ya 
no es tributario del río Loa, ya que su cauce se encuentra seco desde la zona de afluencia 
entre el Loa hasta el embalse Chilex o San Pedro, en el que se represan las aguas, que 
son tomadas íntegramente por CODELCO. Los cauces de los ríos tributarios del San 
Pedro también están secos, pues las aguas son captadas por cañerías en sus 
nacimientos. Las del río binacional Siloli han sido tomadas por la empresa Ferrocarril de 
Antofagasta a Bolivia (FCAB) y por CODELCO. Esta última ha capturado igualmente los 
ríos Inacaliri y Colana en su totalidad y conduce sus aguas hasta Chuquicamata, en tanto 
que el río Cabana tiene aducciones de la Azufrera Cabana 
  
La cuenca del río San Pedro se encuentra en la actualidad casi completamente 
abandonada por su población originaria que, hasta la década de 1970, se agrupaba en 
varios ayllu, como el de Ojos de San Pedro, formado por varias casas y una iglesia, en la 
actualidad en ruinas, quedando solo algunas posesiones usadas en forma temporal por 
pastores. El despoblamiento de este ayllu fue consecuencia del desecamiento de las 
aguas superficiales, puesto que las aguas de los Ojos de San Pedro y la laguna, que 
constituían un nicho ecológico de alta biodiversidad, fueron completamente extraídas para 
llevarlas entubadas al mineral de Chuquicamata. Una vez seca la laguna se excavaron 
grandes zanjones para llegar a las aguas subterráneas, lo que provocó un impacto 
ambiental de grandes proporciones, visible a simple vista cuando se visita la localidad.  
 
El río Salado 
 
Se origina en los Geiser del Tatio, en una treintena de vertientes frías y otras termales, que 
alcanzan hasta los 86°C y presentan un elevado contenido salino. Aguas abajo recibe 
aportes de aguas dulces del río Toconce, que nace en las vegas de Línzor, luego del río 
Hojalar y, más abajo, del río Caspana. En el curso inferior del río Salado se encuentra el 
pueblo de Ayquina, en el que existen una amplia meseta y la vega de Turi, alimentada por 
aguas subterráneas de tipo termal. Desde su nacimiento hasta su confluencia con el Loa, 
el río Salado recorre 80 km, desembocando a unos 3 km aguas abajo del poblado de Chiu 
Chiu. La hoya del Salado tiene una superficie de 8.000 km2 (Niemeyer, 1984). 
 
Las obras de captación de las aguas de la cuenca del río Salado son de importancia para 
el abastecimiento de agua potable de la población, la minería y la agricultura. En el río 
Salado, CODELCO captura aguas para uso industrial y  minero. En los afluentes del 
Salado, cuyas aguas son de mejor calidad, existen otras captaciones. Del río Linzor 
CODELCO obtiene agua para uso minero y para el consumo  de la población de 
Chuquicamata. El río Toconce es capturado casi en su totalidad por la Empresa de 
Servicios Sanitarios de Antofagasta (ESSAN), hoy Aguas Antofagasta, que las destina al 
abastecimiento de los centros urbanos y de algunos enclaves mineros ubicados en  la 
                                                 
59 El rio Siloli o Silala es abastecido por 94 vertientes o manantiales activos, de cada uno de los cuales brotan 
aproximadamente 2 litros de agua por segundo y abarcan 70 km2. Los manantiales afloran a 4.551 m.s.n.m en 
territorio boliviano y descienden en forma natural hacia Chile hasta confluir con el río San Pedro. 
 
                                                         
VERSIÓN PRELIMINAR EN PROCESO DE EDICIÓN 
 
 70
pampa. La comunidad atacameña o Lickan Antay, por su parte,  toma aguas para uso 
agrícola. También el río Caspana es captado por Aguas Antofagasta para abastecimiento 
de agua potable y por la comunidad atacameña de Caspana para uso agrícola.  
 
El río San Salvador 
 
Nace de varias quebradas de la pampa en las cercanías de Calama, en las vertientes Ojos 
de Opache. Estas surgencias aportan un caudal que varía entre los 600 y los 700 litros por 
segundo (l/s), y sus aguas tienen un alto contenido salino. El recorrido del río es de 56 km 
con rumbo este/oeste, hasta desembocar en el Loa medio a la altura de la localidad de 
Chacance. Su hoya hidrográfica comprende 619 km2 y no existe población asentada en su 
entorno. Solo la empresa SOQUIMICH captura en él aguas industriales, pero por su mala 
calidad, la empresa únicamente toma parte del caudal, haciendo uso de un porcentaje de 
los derechos constituidos.  
 
Cabe señalar que al comienzo del río San Salvador se encuentran ubicados los tranques 
de relave de Talabre y el Salar del Indio, utilizados por CODELCO - División  
Chuquicamata (DOH-MOP-CONIC-BF Ingenieros Consultores, 2003). Esta localización de 
los relaves ha llevado a suponer que los episodios de contaminación de la cuenca media-
baja del río Loa que entre los años  1997 y 2000 afectaron a Quillagua se originaron en 
dichos embalses, debido a que el principal contaminante fue el xantato, utilizado por la 
minería del cobre, cuyos componentes no se encuentran en forma natural en las aguas 
(Román y Valdovinos, .....). 
 
Cuadro 1 
CUENCA DEL RÍO LOA: OBRAS DE CAPTACIÓN, PROPIETARIOS Y USOS DE SUS 
AGUAS 
 
RÍO LOA OBRA DE 
INTERVENCIÓN 









Agua potable para 
ciudades de Calama, 
Antofagasta, Maria Elena, 
Pedro de Valdivia, 
Tocopilla 
 Pequeño canal 
de riego en Taira
Comunidad 
Indígena 







Agua potable para 
ciudades de Calama, 
Antofagasta, Maria Elena, 
Pedro de Valdivia, 
Tocopilla 
 Embalse Conchi Dirección de Riego 
del Ministerio de 
Obras Publicas 
Almacenamiento de aguas 
de riego y para CODELCO; 
regulación del caudal del 
río 
 Bocatomas de Comunidad Agrícola 
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canales de  




 Bocatomas de 
canales de  












n.d.  Minero 
 Bocatomas de 
canales de  














 Embalse Santa 
Fe 
n.d. n.d. 
 Embalse Sloman Consejo de 
Monumentos 
Nacionales 
Sin función, acumulación 
 Bocatomas de 























o San Pedro 
CODELCO Agua potable para 
Chuquicamata 











CODELCO Agua potable para 
Chuquicamata 
Río Inacaliri Captación 
cañería 
CODELCO Agua potable para 
Chuquicamata 
Río Colana Captación 
cañería 
CODELCO Industrial-minero y agua 
potable 
Río Cabana Captación 
cañería 
Azufrera Cabana Industrial 
                                                         













PROPIETARIO USO Y DESTINO DE LAS 
AGUAS 
Río Salado Captación 
cañería 
CODELCO Industrial- minero 
Río Linzor Captación 
cañería 
CODELCO Industrial-minero y agua 
potable 

















Canales Caspana Agrícola 
Vertientes 
Ayquina 
Canales Ayquina Agrícola 
Vertiente 
Turi 














PROPIETARIO USO Y DESTINO DE LAS 
AGUAS 
A 20 m de 
su 
confluencia 






III. DISTRIBUCIÓN Y USOS DE LAS AGUAS DE LA CUENCA DEL RÍO LOA 
 
Las aguas del río Loa y sus afluentes son utilizadas para uso agrícola, consumo humano, 
minero e industrial. La Dirección General de Aguas (DGA) calculaba  que en 1989 las 
aguas del Loa se repartían en las siguientes proporciones: un 46% para la agricultura, un 
27% para la minería, un 18% para el consumo de agua potable y un 9% para la industria y 
otros usuarios (IGM, 1990, p. 67). Sin embargo, si se incorporan los usos de los caudales 
de los afluentes del Loa, como los ríos San Pedro, Salado y San Salvador, los porcentajes 
de uso de las aguas cambian, ya que la agricultura ocupa un 34,3% (1.626,6 l/s), el agua 
                                                         
VERSIÓN PRELIMINAR EN PROCESO DE EDICIÓN 
 
 73
potable un 36,2% (1.720 l/s) y la minería y la industria un 29,5% (1.397,5 l/s), sin 
considerar las pérdidas y recuperaciones de derechos de aguas que se han registrado en 
las comunidades indígenas en los últimas décadas. Según la Dirección General de Aguas 
(IGM, 1990, p. 67), la hoya del río Loa aportó en 1989 un caudal promedio de 5.464 l/s. 
Cabe tener presente que, a diferencia de los canales de riego, cuyas aguas vuelven al 
cauce del río por rebalse o infiltración, –uso no consuntivo–, las captaciones para uso 
industrial y potable son sin retorno –uso consuntivo–.  
 
A. Uso de las aguas para la agricultura 
 
Las aguas del río Loa han sido fundamentales en la historia del poblamiento humano de la 
región, lo que hace que su uso para bebida y riego agrícola por parte de los pueblos 
indígenas de la cuenca sea considerado ancestral. Desde tiempos prehispánicos el Loa 
sustentó el desarrollo de las poblaciones ribereñas que canalizaron las aguas y 
construyeron complejos sistemas hidráulicos, especialmente en el sector del Loa superior 
(cuenca del río Salado, Chiu Chiu y Lasana) y Loa inferior (oasis de Quillagua). En épocas 
históricas tempranas, los sucesores de esas poblaciones prehispánicas mantuvieron el uso 
y aprovechamiento de las aguas del Loa, siendo la actividad agrícola de gran importancia 
en la economía regional.  
 
Las comunidades indígenas que se asentaron y las que aún se emplazan motivadas por el 
aprovechamiento de los recursos hídricos proporcionados por el río Loa son las 
comunidades de pastores y agricultores de Conchi, Taira, Lequena y Santa Bárbara, las de 
agricultores de terrazas ribereñas de Lasana, Chiu Chiu, Calama y, aguas abajo, las del 
oasis de Quillagua, lugar donde se encuentran las únicas terrazas fluviales del curso 
inferior del río. Hasta 1960 existieron ayllus  en la hoya del río San Pedro en Cabana, Siloli 
y Colana, además del pueblo Ojos de San Pedro y de numerosas familias trashumantes 
que se desplazaban a lo largo del río hasta la desembocadura del San Pedro en el Loa. 
Estos poblados fueron abandonados como consecuencia de las intervenciones realizadas 
en los cauces de los ríos, que al entubarlos dejaron sin el recurso hídrico a esta población 
indígena, desecando vegas y lagunas.  
 
En la cuenca del río Salado existen poblados de origen prehispánico y otros de data 
histórica que en la actualidad constituyen comunidades indígenas y que aún conservan sus 
posesiones, como Toconce, Caspana, Ayquina, Turí y Cupo. Estas últimas comunidades 
también fueron objeto de sustracción del recurso hídrico, lo que genero procesos parciales 
de despoblamiento y abandono de pueblos y ayllus, así como de reducción de la superficie 
cultivada. 
 
Las comunidades indígenas atacameñas hicieron uso histórico y sin restricciones de las 
aguas de la cuenca del Loa hasta el siglo XIX y las primeras décadas del siglo XX. Sin 
embargo, la presión extractiva que comienza a sentirse con la instalación de las salitreras 
a fines del siglo XIX y hasta su crisis en los años treinta; la construcción del ferrocarril de 
Antofagasta a Bolivia; el inicio de las faenas de la mina de cobre de Chuquicamata en 
1910, y el aumento sostenido de la población urbana de las ciudades de Antofagasta y 
Calama fueron factores gravitantes en la extracción de las aguas de la cuenca del Loa con 
fines domiciliarios, industriales y mineros. Esta demanda comenzó a competir con los usos 
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agrícolas ancestrales de las comunidades atacameñas ribereñas del Loa e incidió 
negativamente en la disponibilidad de aguas de la cuenca. Fue así que la disminución del 
caudal remanente para la agricultura llevo a la Comunidad atacameña de Chiu Chiu en el 
año 1997 a pedir a la Dirección General de Aguas del Ministerio de Obras Publicas que se 
declarara saturado el caudal y se impidiera el otorgamiento de nuevos derechos de 
aprovechamiento de aguas del río Loa.   
 
En la actualidad, al declararse agotadas las aguas del Loa para nuevas constituciones de 
derechos de aprovechamiento, la presión por lograr captaciones de agua se ha volcado a 
las de tipo subterráneo, prospecciones que son lideradas por la gran minería del cobre. 
 
1. Regulación del caudal de escurrimiento del río Loa con fines de riego 
 
Las comunidades atacameñas ubicadas en torno a las riberas del río Loa hasta fines de la 
década de 1960 tenían numerosos canales de riego, algunos prehispánicos, que permitían 
la irrigación de las terrazas, potreros y vegas existentes en Lasana, Chiu Chiu, Calama y 
Quillagua. Aguas arriba de Lasana, el Loa no tenía intervenciones que afectaran al caudal 
y el escurrimiento. Solo funcionaba un pequeño canal de riego de las familias de Taira. 
Aguas abajo, en el curso medio-inferior del río, había bocatomas de bombeo para 
alimentar la industria salitrera y se había construido el tranque Sloman, que a principios del 
siglo XX funcionó como central hidroeléctrica. Aun así, Quillagua, la localidad más alejada 
de los nacimientos de las aguas del Loa, tenía plena seguridad de riego. 
 
A fines de la década de 1960, el Estado de Chile se propuso regular el riego mediante la 
construcción de un embalse denominado Conchi, en la cuenca superior del Loa, cuyo 
objetivo sería administrar el caudal del río para liberar una parte  y destinarla a fines 
distintos de los agrícolas.  La construcción del embalse Conchi, con una capacidad útil de 
22 millones de m³, se inicia en 1969, y en 1975 es inaugurado por la Dirección de Riego. 
Su principal propósito fue dar una seguridad razonable de riego a los oasis de Lasana, 
Chiu Chiu, Calama y Quillagua ante las nuevas y futuras extracciones de agua con fines 
urbanos y mineros en la región (DOH-MOP-CONIC-BF Ingenieros Consultores, 2003). 
 
Antes de la construcción del embalse Conchi, la seguridad de riego de las comunidades 
atacameñas era de un 98,3%, con un flujo constante y sin regulación del río Loa, y se 
extraían para usos no agrícolas 1.498 l/s. Previéndose un aumento de la demanda en más 
de un 50% en los próximos años, el embalse se construyó para almacenar aguas para el 
riego y aumentar la disponibilidad de agua potable extraíble aguas arriba del embalse. 
Según un estudio realizado en 1982, si no se hubiera ejecutado esta obra, los nuevos 
caudales extraídos para fines no agrícolas habrían hecho bajar la seguridad global de riego 
a un 40% (Sendos-IFARLE,1982, p. 43). En el mismo estudio se señala que el embalse 
permitió que entre 1969 y 1982 las extracciones de aguas para fines distintos de los 
agrícolas aumentara en 840 l/s, manteniendo en un 100% la seguridad de riego y 
quedando disponible un caudal de extracción máximo de 90 l/s. Por otra parte, si se 
extraían 95 l/s del río Loa, la seguridad de riego  se mantenía en un 98,3%, valor similar al 
existente en 1969. 
 
La construcción del embalse Conchi, de acuerdo con la percepción de los regantes de 
Quillagua, tuvo repercusiones en la disponibilidad de aguas, alargó los turnos de riego de 
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15 a 30 días y, en algunos períodos, solo contaron con agua cada dos meses.60 También 
se redujo la disponibilidad de aguas de riego con que contaba la comunidad, pues la 
merced de agua descendió de 600 l/s a 350 l/s, debido a que las obras de revestimiento de 
canales realizadas en la misma fecha disminuyeron el volumen de escurrimiento.61 
 
En junio de 1972, aguas arriba del Loa, en Lequena, se inició una segunda obra. Allí se 
represo el río y se extrajo todo su caudal con el fin de abastecer de agua potable a la 
población urbana. Lequena es una localidad que se ubica aguas arriba del embalse Conchi 
y de las comunidades atacameñas que practican la agricultura extrayendo aguas del Loa.62  
 
La situación del escurrimiento del río Loa cambió a partir de mediados de la década de 
1970, ya que la bocatoma Lequena (1972) comenzó a extraer todo el caudal del río 
durante la mayoría de los meses del año, y las aguas rebalsan la represa para seguir río 
abajo solo en los periodos de crecida (febrero y marzo), como resultado del invierno 
boliviano o altiplánico. Ocurre entonces que el río Loa después de Lequena se seca y 
vuelve a surgir a través de las numerosas vertientes de aguas termales que existen aguas 
abajo hasta el embalse Conchi (1975), donde se recupera parte del caudal original. Sin 
embargo, este tramo del río Loa entre Lequena y el embalse Conchi fue objeto de una 
nueva intervención que vino a afectar decididamente el caudal disponible aguas abajo para 
fines agrícolas.   
 
En los años ochenta se comenzó a estudiar la posibilidad de extraer nuevos caudales del 
río Loa para agua potable, los que se deberían tomar aguas arriba del embalse Conchi y 
bajo Lequena. En esa época, el jefe del Departamento de Estudios de la Dirección de 
Riego manifestaba que el gasto de 90 l/s sería el máximo que se podría extraer para fines 
de abastecimiento de agua potable (Sendos-IFARLE, 1982, p. 43). Sin embargo, de 
acuerdo con estudios técnicos, la demanda de agua potable para las ciudades de la II 
Región era mayor que el caudal sugerido y para satisfacerla debía sacarse agua del Loa, 
pues otras alternativas tenían costos muy elevados; por tanto, era “indispensable captar un 
caudal del río Loa mayor que el mencionado (90 l/s) aun a costa de bajar la seguridad de 
riego” (Sendos-IFARLE, 1982, p. 43). Esta recomendación, que afectó directamente a las 
comunidades de regantes que ancestralmente utilizaban las aguas, concluía señalando 
que “Sobre esta materia deberá pronunciarse la Dirección General de Aguas, teniendo en 
vista el interés general del país” (Sendos-IFARLE, 1982, p. 43). Es decir, se proponía que, 
en virtud del interés nacional, era preciso extraer agua potable del  modo más económico, 
y este consistía en tomarla del río Loa y, a la vez, aprovechar excedentes de la cuenca del 
río San Pedro, de los que disponía CODELCO. Por consiguiente, el costo del 
abastecimiento de agua potable debería ser pagado por el sector más pobre de la cuenca: 
las comunidades indígenas atacameñas. 
 
                                                 
60  Testimonio de Sr. Faustino Del Carmen Vega, Quillagua, octubre de 2005. 
 
61 Testimonio del Sr. Victor Palape,  Quillagua, octubre de 2005. 
 
62 El Ministerio de Obras Publicas, en virtud del Decreto N° 408 de fecha 11 de diciembre de 1985 concedió en 
forma definitiva a Sendos II Región un volumen de 550 l/s para uso consuntivo de ejercicio permanente y 
continuo para ser extraído de Lequena. 
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En 1981, la Comisión de Recursos de Agua de la II Región, integrada por representantes 
de distintas instituciones, elaboró el  “Informe preliminar sobre utilización del recurso 
hídrico”; en él se recomendaba aprovechar 390 l/s  para agua potable, que se enterarían 
mediante el aporte de 90 l/s disponibles en el embalse Conchi, más 200 l/s del río Loa, 
capturados aguas arriba de dicho embalse, más 100 l/s del río San Pedro, excedentes de 
la extracción de CODELCO (Sendos –IFARLE,1982, p. 44). 
 
El planteamiento de la Comisión se desechó en parte, ya que no se consideró la captura 
de los caudales excedentes que CODELCO captaba en la cuenca del río San Pedro, pero 
se implementó la propuesta de tomar como máximo 300 l/s del río Loa en Quinchamale, 
localidad ubicada aguas arriba del embalse Conchi (Sendos-IFARLE,1982, p. 44). Esta 
propuesta  se basaba en el estudio de los ingenieros Espíldora, Brown y Castillo, según el 
cual existía una seguridad del 100% de poder captar esos 300 l/s considerando el caudal 
del Loa en ese sector. Sin embargo, se advertía que ese 100% de la seguridad de riego 
solo se mantendría si se extraían 90 l/s aguas arriba de Conchi, permitiendo así regar la 
totalidad de las 1.294 ha situadas aguas abajo del embalse hasta Quillagua. De modo 
contrario, si se extraían los 300 l/s desde Quinchamale, la seguridad de riego para esa 
misma superficie bajaba al 60% (Sendos-IFARLE,1982, p.44).63 
 
La determinación que tomaron las autoridades del Estado de Chile fue la de construir la 
bocatoma en Quinchamale para obtener de ella el caudal de 300 l/s destinado al 
abastecimiento de agua potable y administrado por la Empresa de Servicios Sanitarios de 
Antofagasta (ESSAN).64  La construcción de la bocatoma, ubicada a 3.5 km aguas arriba 
de la desembocadura de la Quebrada Quinchamale en el Loa,  tuvo consecuencias muy 
negativas para las comunidades atacameñas que ocupaban las aguas en sus sembradíos, 
ya que la seguridad de riego descendió de un 100% a un 60%, afectando a las 
comunidades de regantes, en especial a las de Quillagua, localidad que se encuentra en la 
sección inferior del río, a casi a 350 km del nacimiento del Loa.  
 
Las comunidades atacameñas de Lasana y Chiu Chiu se opusieron a la construcción de la 
bocatoma en Quinchamale. En pleno periodo de dictadura militar expresaron su rechazo 
mediante protestas y marchas en Calama para impedir la realización de la obra, logrando 
paralizar los trabajos por un tiempo. Luego se reinició la construcción, sin consultar a las 
comunidades atacameñas afectadas.65 
  
El embalse Conchi y la instalación de las aducciones de agua potable en Lequena y 
Quinchamale terminaron por reducir la seguridad de riego del 100% registrado en la 
década de 1970, a un 60% a fines de los años ochenta, afectando duramente a las 
comunidades atacameñas, en especial a aquellas que se encontraban más lejos de los 
                                                 
63 Según el informe, los costos estimados de las obras en Quinchamale  ascendían a $854.786.808 (Sendos-
IFARLE, 1982, p.140); se recomendaba, además, limpiar la cañería de aducción en Lequena , en la que se 
perdían 50 l/s, con el fin de aumentar la capacidad de captación de 500 a 550 l/s. En 1983 esto implicaba una 
inversión de $63.246.251 (IFARLE, 1982, p. 178). 
 
64 La extracción de aguas en Quinchamale se reguló de acuerdo con el Decreto 49 de concesión de 
título definitivo emitido por el Ministerio de Obras Publicas el 19 de febrero de 1985, mediante el 
cual se otorgó a Sendos un caudal de 300 l/s para uso consuntivo, de ejercicio permanente y 
continuo. 
65 Testimonio del Sr. Pedro Velásquez de Chiu Chiu, 3 de noviembre de 2005. 
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nacimientos de las aguas. 
 
2. Perdida de aguas de riego en el Loa: inscripción de derechos de aprovechamiento 
 
La promulgación en 1981 del Nuevo Código de Aguas obligó a los usuarios a inscribir los 
derechos de aprovechamiento de aguas, separándose por este acto el agua de la tierra. 
 
Para las comunidades atacameñas, el Nuevo Código de Aguas significó una reducción 
ostensible de los derechos de aprovechamiento al permitir a los agricultores inscribir solo 
una parte de las aguas históricamente utilizadas. La estrategia del Estado de Chile fue 
reducir los derechos de agua para riego con el fin de aumentar el caudal disponible para 
asignarlo a otros usos (mineros, industriales y abastecimiento de agua potable).  
 
Inicialmente, las comunidades de regantes del río Loa fueron convocadas por las 
autoridades estatales para que concurrieran a las oficinas de reparticiones públicas a fin de 
iniciar el proceso de inscripción de sus derechos de aguas. Al realizar este trámite, 
funcionarios del Estado, o empresa contratadas por este, recomendaban a los miembros 
de las comunidades que no inscribieran todas las aguas tradicionalmente utilizadas, 
advirtiéndoles que deberían pagar por ellas; como consecuencia de esto una parte 
importante de las familias peticionarias redujeron al mínimo su demanda de derechos de 
aguas para evitar ser gravadas con el pago de eventuales derechos, tendenciosamente 
anunciados por la autoridad, pago que no estaba contemplado en el texto legal y cuya 
mención constituyó un engaño.  
 
Un segundo método para disminuir la demanda e inscripción de derechos de aguas a las 
comunidades indígenas fue la confiscación directa mediante la inscripción de solo una 
parte de los derechos de aguas, reduciendo deliberadamente las solicitudes de los 
peticionarios.  
 
Los procedimientos descritos se tradujeron en un ostensible decrecimiento de las aguas 
ancestralmente usadas por las comunidades indígenas del Loa. En Quillagua, los canales 
de riego conducían un caudal de 350 l/s para regar las 400 ha de cultivos. Terminada la 
inscripción de los derechos de aguas,  la comunidad solo conservó 120 l/s, lo que significa 
que el total de los derechos de aprovechamiento de que se disponía antes de la inscripción 
disminuyo en un 66%.  En Chiu Chiu, al término del proceso de inscripción de los derechos 
de aguas se habían obtenido solo 97 l/s, lo que reflejaba la pérdida de un importante 
porcentaje del caudal originario; además, se les impuso la obligación de regar solo de día y 
botar las aguas al Loa durante la noche, para que fuesen aprovechadas por los regantes 
de Calama y Quillagua, y alimentaran las extracciones de aguas de las empresas mineras. 
También se les cerró el canal Crepic que regaba las vegas de Chiu Chiu, lo que conllevó 
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Cuadro  2 
DERECHOS DE AGUAS INSCRITOS POR COMUNIDADES AGRÍCOLAS DEL RIO LOA  
EN VIRTUD DEL NUEVO CÓDIGO DE AGUAS 
 




Lasana 69 Loa Superior 
Chui Chui 97 Loa Superior 
Calama 1.112 Loa Medio 
Quillagua 120 Loa Bajo 
Total 1.398  
Fuente: Dirección General de Aguas (DGA) de Antofagasta e Instituto Geográfico Militar 
(IGM), Geografía de la II Región de Antofagasta, Santiago, Chile, 1990. 
 
 
La estructura de cultivos no ha variado en los últimos 10 años (1996-2005), pero sí han 
sufrido cambios las superficies cultivadas debido a los procesos desencadenados por la 
venta de los derechos de aguas y los deterioros de la calidad de las aguas de riego; el 
caso más dramático el de Quillagua, lugar en el que la superficie cultivada se redujo a una 
hectárea en el 2005 debido a que en dos oportunidades, en los años 1997 y 2000, la 
contaminación de las aguas del Loa con xantato terminó con la agricultura y con otras 
actividades tradicionales, como la extracción de camarones desde el río.  El gobierno de 
Chile no intervino para proteger a los habitantes de Quillagua ante la crítica situación que 
los afectaba, sino que dejó que el mercado actuara, abandonando a los habitantes a su 
suerte. Para subsistir, los comuneros tuvieron que vender a SOQUIMICH parte de sus 
derechos de aprovechamiento de aguas.  
 
La situación de Quillagua en los últimos cuatro años (2001-2004) se ha vuelto aún más 
crítica que antes de la venta de los derechos. Durante este periodo el cauce del Loa se ha 
secado entre los meses de noviembre y febrero debido a las extracciones de aguas 
realizadas por SOQUIMICH y otras empresas aguas arriba del poblado. La situación es tan 
compleja que, en la actualidad, los pobladores solo cultivan 1 ha de alfalfa, lo que 
corresponde a menos del 1% de la superficie sembrada en 1996, y están impedidos de 
hacer uso de los 46 l/s de derechos de aprovechamiento de agua que pertenecen a la 
comunidad, ya que el agua no llega a la localidad de Quillagua.  
 
 
3.  La situación de las aguas atacameñas en la cuenca del río San Pedro 
 
En la década de 1970, las comunidades indígenas asentadas en la cuenca del San Pedro 
fueron desplazadas al capturarse la mayor parte de las aguas corrientes de los ríos Siloli, 
Cabana, Colana y San Pedro. Algunas familias se instalaron en Estación San Pedro, pero  
quedaron marginadas del proceso de inscripción de los derechos de aguas, debido a que 
eran escasos los habitantes que continuaban en el lugar, y también a que las aguas se 
habían concesionado y estaban siendo captadas por las empresas mineras, sanitarias y de 
ferrocarriles. De allí que en esta cuenca no existan derechos de aprovechamiento para la 
agricultura, porque las aguas de la cuenca del San Pedro se consideran agotadas desde el 
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año 1982 como resultado de las extracciones que realizaba CODELCO y no se disponía 
de nuevos recursos hídricos  (Sendos-IFARLE, 1982, anexo I).  
4. Los derechos de aguas para la agricultura en la  cuenca del río Salado (ríos 
Toconce y Caspana) 
 
Las aguas de la cuenca del río Salado, de la que además forman parte los ríos Toconce y 
Caspana, se consideraban agotadas en 1982 para el otorgamiento de derechos de 
aprovechamiento, ya que las captaciones existentes –agrícolas, industriales y de agua 
potable– ocupaban todo el caudal. Solo se consideraban disponibles para usos potables 
las aguas de vertiente del sector denominado Baños de Turi, que eran ocupadas 
ancestralmente para la agricultura por la comunidad atacameña. Debido al contenido de 
sales que presentan las aguas de Turi se sugería que estas deberían ser sometidas a un 
tratamiento de desalinización o mezcladas adecuadamente. Para su extracción, los 
ingenieros recomendaban recurrir a zanjones de drenaje semejantes a los abiertos en el 
sector Ojos de San Pedro –zanjones que habían provocado un desastre ambiental de 
grandes proporciones–. Con dicha propuesta de captación de aguas se estimaba que se 
podrían obtener 150 l/s de flujo permanente. Los ingenieros hidráulicos contratados por el 
Servicio Nacional de Obras Sanitarias (Sendos) señalaron que la alternativa era obtener 
aguas de mejor calidad química mediante sondajes, pero en la zona de Turi esta 
alternativa era poco atractiva (Sendos-IFARLE,1982, anexo I). La captura de aguas desde 
los Baños de Turi no fue factible, entre otros factores a causa de que las comunidades 
atacameñas de Turi y Ayquina se opusieron a la captación de aguas. Solo CODELCO 
logró instalar una planta de bombeo de aguas subterráneas en la zona de Cupo, ubicada 
en la parte superior de la cuenca de Turi- Ayquina. 
 
En  1993, las comunidades de Toconce, Ayquina y Cupo hacían uso ancestral de las 
aguas de los ríos Toconce y Salado, o de vertientes cercanas.  Ocupaban en forma directa 
y sin merced de aguas un total de 15 l/s, un porcentaje muy reducido en comparación con 
el que utilizaban antes de 1967, año en que una importante parte del caudal  del río fue 
concesionado para el abastecimiento de agua potable de Antofagasta, lo que se tradujo en 
una reducción de los cultivos. En Ayquina se utilizaban otros 15 l/s, obtenidos al parecer de 
las vertientes surgentes en los flancos del río Salado, y lo mismo ocurría en la comunidad 
de Cupo, donde se aprovechaban 8,6 l/s, también de vertientes. Solo en Turí la comunidad 
había logrado inscribir 108 l/s provenientes de las aguas surgidas en los Baños de Turi. 
(CODELCO - Fundación Chile, 1993). 
 
Cuadro 3  
EXTRACCIONES DE AGUA PARA USO AGRICOLA EN EL RIO SALADO  
Y SUS AFLUENTES 
 
BOCATOMA USUARIO USO DERECHOS l/s CAUDAL 
EXTRAIDO 
Toconce Toconce Agrícola --- 15 
Caspana Caspana Agrícola 50 29/50 
Ayquina Ayquina Agrícola --- 15 
Turi Turi Agrícola Inscritas CBRa 108 
Cupo Cupo Agrícola y 
potable 
--- 8,6 
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Fuente: CODELCO - División Chuquicamata, Diagnóstico del uso y evaluación de los 
recursos suelo, clima y agua en comunidades étnicas de la Provincia de El Loa. Informe 
final,  Fundación Chile, Departamento Agroindustrial, Santiago, Chile, abril de 1993. 
a Certificado de Bonificación a Obras de Riego y Drenaje. 
 
5.  Situación actual de aguas de riego en las comunidades atacameñas 
 
En la actualidad, en las comunidades de Lasana y Chiu Chiu se mantiene el riego de todos 
los terrenos agrícolas, lo que muchas veces implica la utilización de mayores volúmenes 
de aguas que los inscritos. Por ello, las comunidades atacameñas que riegan con aguas 
del Loa  se han opuesto a que se constituya la Junta de Vigilancia del río Loa, pues 
argumentan que las grandes empresas que la dirigirían –CODELCO, Aguas Antofagasta, 
SOQUIMICH, FCAB– tratarían de reducir las aguas para uso agrícola, lo que agravaría 
aún más la situación desmedrada en que quedaron después de la inscripción de los 
derechos de aguas. 
 
Las comunidades indígenas de las cuencas del San Pedro y el Salado debieron iniciar el 
proceso de inscripción de derechos de aguas después de 1993, con el apoyo de la 
recientemente creada Corporación Nacional de Desarrollo Indígena  (CONADI), 
procediendo a inscribir vertientes y pequeños esteros, lagunas y caudales de ríos. Otras 
comunidades indígenas, como las de la cuenca del río San Pedro, no pudieron hacerlo, 
pues habían perdido sus derechos de aprovechamiento muchos años antes, debido a las 
extracciones de aguas realizadas por las empresas mineras Chile Exploration Company y 
su sucesora CODELCO, dueña del mineral de Chuquicamata, SOQUIMICH y FCAB.  
 
En la actualidad persiste la reducción de los terrenos regados en Chiu Chiu y Lasana, en 
tanto que en Quillagua la situación es critica, ya que la agricultura prácticamente ha 
desaparecido. También existen procesos que revierten lentamente la difícil situación de las 
comunidades atacameñas en la cuenca del Loa. Uno de ellos es la recuperación de 100 l/s 
del caudal del río Toconce como resultado de una sentencia judicial que obligo a la 
empresa ESSAN-Aguas Antofagasta a restituir a la comunidad atacameña de Toconce el 
caudal señalado para fines agrícolas. En Quillagua se ha recuperando un 45% de los 
derechos de aprovechamiento de aguas mediante la compra y posterior transferencia a la 
comunidad a través de Fondo de Tierras y Aguas Indígenas, creado en virtud de la Ley 
Indígena 19.253 de 1992; sin embargo, estos derechos no se han podido ejercer, ya que el 
cauce del Loa no escurre a la altura de Quillagua durante el periodo de siembras agrícolas. 
 
B. Captaciones para agua potable 
 
1.  Captaciones y distribución  de las  aguas potables en la cuenca del río Loa y sus 
afluentes. 
 
Las aguas para el consumo de la población urbana de las provincias de Antofagasta y del 
Loa, en la II Región, están destinadas al abastecimiento de las ciudades de Antofagasta, 
Calama, Tocopilla, Mejillones y Chuquicamata, centros urbanos cuyo número de 
habitantes ha aumentado sistemáticamente desde su fundación. También se abastece de 
agua potable a asentamientos industriales y mineros, como Pedro de Valdivia, María 
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Elena, Toco y Coya Sur desde su instalación como enclaves. En el caso de Calama, en 
117 años (1885-2002), su población pasó de 897 a 136.739 habitantes, lo que puede dar 
cuenta del consiguiente aumento de la demanda de agua potable (DOH-MOP-CONIC-BF 
Ingenieros Consultores, 2003).  
 
Las aguas para ser potabilizadas se extraen de los ríos Loa, San Pedro y Toconce.  En 
1990, la producción media de agua potable alcanzaba a 1.720 l/s y el proceso estaba a 
cargo de la empresa estatal ESSAN, que fue privatizada  y hoy se denomina Aguas 
Antofagasta S.A. Esta empresa controla, además, el abastecimiento de FCAB y de 
CODELCO, que son las que capturan, conducen, tratan y distribuyen las aguas a los 
centros poblados o industriales mineros. 
 
La primera captación de agua potable en la cuenca superior del río Loa se realizó en 
Lequena, en junio de 1972, para extraer 550 l/s. Posteriormente, el Ministerio de Obras 
Publicas, por Decreto N° 408 de fecha 11 de diciembre de 1985, concedió un volumen 
similar a la empresa Sendos II Región. En el mismo año se decretó la concesión de  300 
l/s para ser extraídos en el sector de Quinchamale, de acuerdo con el Decreto N° 49 del 
Ministerio de Obras Publicas de fecha 19 de febrero de 1985; ambas tomas de aguas 
sustrajeron un volumen total de 850 l/s destinados al abastecimiento de ciudades, pueblos 
y centros mineros,  exceptuando a la población de Chuquicamata, provista de agua potable 
con captaciones de CODELCO. Estas obras determinaron que la seguridad de riego de las 
comunidades indígenas regantes se redujera a un 60%. 
 
En la cuenca del río San Pedro se toman las aguas desde los ríos Siloli, Inacaliri, Colana y 
el propio San Pedro, con el fin de destinar sus caudales al abastecimiento de los centros 
urbanos aguas abajo. En el caso del río Siloli, que nace en la Republica de Bolivia y 
escurre hacia Chile, mediante la resolución N° 1.177 del Ministerio de Obras Publicas, de 
fecha 5 de julio de 1909, se otorgaron 80 l/s a FCAB. Desde entonces se vienen 
explotando las aguas, pero en 1993 se comprobó que el volumen de los caudales 
capturados era mayor que el concedido, extrayendo FCAB entre 128 y 140 l/s (CODELCO-
Fundación Chile, 1993, p. 16). 
 
En el mismo río Siloli, el Ministerio de Obras Publicas, mediante resolución N° 239   del 22 
de marzo de 1990, otorgó a CODELCO (Chilex) la explotación de un caudal de 41 l/s, 
captados en el sector Inacaliri. En el río Inacaliri, por decreto del Ministerio de Obras 
Publicas N° 1324  del 25 de julio de 1958, se habían concedido derechos o mercedes de 
agua por 31,5 l/s a la Chile Exploration Company con destino al abastecimiento de agua 
potable y usos domésticos de Chuquicamata, los que fueron transferidos posteriormente a 
CODELCO.  En el río San Pedro también se otorgaron derechos a la Chile Exploration 
Company, por decreto N° 20 del Ministerio de Obras Públicas de fecha 7 de enero de 
1958, para captar un caudal de 87,5 l/s. Estos derechos de aguas para uso potable 
pertenecen en la actualidad a CODELCO.  
 
Los caudales para agua potable tomados por CODELCO en el Siloli (41 l/s), Inacaliri (31,5 
l/s) y en el San Pedro (87,5 l/s) totalizan 160 l/s, En 1993 se extraían 150 l/s que eran 
conducidos por cañerías hasta Chuquicamata (CODELCO-Fundación Chile,1993, p. 16). 
Este caudal se suma a las anteriores captaciones, como las del río Colana (50 l/s), 
otorgadas a CODELCO, empresa que en 1993 capturaba 65 l/s para abastecer de agua 
potable y cubrir las demandas de la minería en Chuquicamata. En el sector inferior del 
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escurrimiento del río San Pedro, entre las estaciones fluviométricas San Pedro en Parshall 
2 y San Pedro en cruce con camino internacional, se encuentra la Bocatoma Chilex, 
perteneciente a CODELCO, desde donde esta empresa obtiene 87,5 l/s para agua potable 
y uso doméstico de la población de Chuquicamata (CODELCO-Fundación Chile, 1993, p. 
16). El total, de derechos de aguas otorgados a las empresas FCAB y CODELCO – 




EXTRACCIONES DE AGUA POTABLE EN EL RÍO SAN PEDRO  
Y SUS AFLUENTES 
 
BOCATOMA USUARIO USO DERECHOS  l/s Caudal extraído 
Siloli FCAB Ferrocarril y 
agua potable 
80 128/140 
Siloli Chilex Potable 41  
Inacaliri Chilex Potable y uso 
doméstico 
31,5 150 
San Pedro Chilex Potable y uso 
doméstico  
87,5  
Colana Chilex Industrial y 
potable 
50 65 
San Pedro Chilex Potable y uso 
doméstico 
87,5 640 
TOTAL    290 l/s  
Fuente: Elaborado sobre la base de datos de CODELCO - División Chuquicamata, 
Diagnóstico del uso y evaluación de los recursos suelo, clima y agua en comunidades 
étnicas de la Provincia de El Loa. Informe final, Fundación Chile, Departamento 
Agroindustrial, Santiago, Chile, abril de 1993. 
 
Como se indicó anteriormente, en la cuenca del río San Pedro las extracciones de aguas 
realizadas por estas empresas forzaron a las comunidades indígenas a migrar y a 
abandonar sus espacios ancestrales, ya que las captaciones secaron los cauces. 
 
En la cuenca del río Salado se capturan caudales destinados al abastecimiento de agua 
potable de los pueblos de Caspana y Cupo, de ciudades y de Chuquicamata. Las aguas 
del río Linzor están destinadas al consumo humano y al uso industrial; la totalidad del 
caudal, 50 l/s, está a disposición de CODELCO. 
 
En el río Toconce, las tuberías de captación fueron instaladas a mediados de la década de 
1960 por la Empresa de Servicios Sanitarios de Antofagasta, que desde entonces extrae el 
agua para el abastecimiento urbano de la región. La concesión de los derechos de uso 
totalizó un caudal de 470 l/s, captándose regularmente entre 480 y 470 l/s. La comunidad 





                                                         




EXTRACCIONES DE AGUA EN EL RÍO SALADO Y SUS AFLUENTES 
BOCATOMA USUARIO USO DERECHOS l/s CAUDAL 
EXTRAÍDO 
Linzor Chilex Industrial y 
potable  
50 50 
Toconce Essan Potable 470 480- 470 
Caspana Essan Potable rural 0,9 - 
Cupo Cupo Agrícola y 
potable 
--- 8,6 
Fuente: CODELCO - División Chuquicamata, Diagnóstico del uso y evaluación de los 
recursos suelo, clima y agua en comunidades étnicas de la Provincia de El Loa. Informe 
final, Fundación Chile, Departamento Agroindustrial, Santiago, Chile, abril de 1993. 
 
2.   Distribución y control del agua potable 
Hasta el año 2000, los servicios de agua potable eran administrados por la Empresa de 
Servicios Sanitarios de Antofagasta (ESSAN), de propiedad estatal. Posteriormente, fue 
privatizada y pasó a manos del grupo económico Luksic, que formó la empresa Aguas 
Antofagasta S.A., adquiriendo los  derechos de aprovechamiento de las aguas del río Loa, 
las plantas de tratamiento y la infraestructura de almacenamiento, transporte y distribución 
domiciliaria del agua potable. 
  
Aguas Antofagasta continuó abasteciendo las ciudades de Antofagasta, Calama, Tocopilla 
y la localidad de Mejillones, además de suministrar agua a las zonas pobladas de la pampa 
salitrera, específicamente a las oficinas Pedro de Valdivia, María Elena, Toco y Coya Sur; 
todo estos poblados formaban parte del “Gran Sistema Norte”, administrado por su 
antecesora, ESSAN.66 
 
El abastecimiento de los centros poblados urbanos e industriales se hace mediante la 
captación de aguas en la cuenca alta del río Loa, en Lequena, ubicada a 3.313 m.s.n.m., y 
en Quinchamale, a 3.045 m.s.n.m. También se toman las aguas del río Toconce, a 3.367 
m.s.n.m. La producción media anual de estas tres fuentes alcanza a 1.330 l/s. 
 
Cuadro 6 
CAPTACIONES DEL SERVICIO NACIONAL DE OBRAS SANITARIAS 
(SENDOS)/AGUAS ANTOFAGASTA S.A. 
CAPTACIÓN TIPO HOYA PRODUCCION MEDIA 
ANUAL APROXIMADA 
Lequena Superficie Rio Loa Superior 500 l/s 
Quinchamale Superficie Río Loa Superior 350 l/s 
Toconce Superficie Río Salado del Loa 480 l/s 
TOTAL   1.330 l/s 
                                                 
66 Existe, además, el denominado Sistema Sur o Taltal, que corresponde al servicio de 
abastecimiento de agua potable de la ciudad de Taltal, que capta 14 l/s de pozos  subterráneos 
ubicados en el sector Agua Verde de la Quebrada de Taltal. 
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Fuente: Servicio Nacional de Obras Sanitarias (Sendos) II Región, Informe primera etapa 
del estudio “Análisis y planificación de recursos de aguas en la II Región”, marzo de 1990, 
tomos I y II, Ingeniería y Geotecnia Ltda., p.19. 
 
El agua de las tres captaciones se  destina al abastecimiento de las ciudades de Calama y 
Tocopilla, así como de las oficinas María Elena, Pedro de Valdivia, Toco y Coya Sur en la 
pampa salitrera, para luego dirigirla a Antofagasta, Mejillones y el complejo aéreo de Cerro 
Moreno (Sendos–Ingeniería y Geotecnia, 1990, tomo II, p. 25). 
 
La población de Chuquicamata, centro que hoy está siendo trasladado a Calama, es 
abastecida de agua potable por cañerías que la captan de los ríos Inacaliri y Colana, y 
también del Linzor. CODELCO captura de los tres ríos un volumen de 240 l/s (Sendos–
Ingeniería y Geotecnia,1990, tomo II, p. 25).  
 
Cuadro 7  




Somera Río San Pedro del Loa 120 l/s 
Colana Somera Río San Pedro del Loa 60 l/s 
Linzor Somera Río Salado del Loa 60 l/s 
TOTAL   240 l/s 
Fuente: Servicio Nacional de Obras Sanitarias (Sendos) II Región, Informe primera etapa 
del estudio “Análisis y planificación de recursos de aguas en la II Región”, marzo de 1990, 
tomos I y II, Ingeniería y Geotecnia Ltda., p.19. 
 
 
La empresa FCAB, que pertenecía al Estado de Chile, fue recientemente privatizada y 
entregada al grupo económico Luksic; en la actualidad capta 10 l/s en el Loa y 140 l/s en el 
río binacional Siloli, que nace en Bolivia y escurre a Chile. La empresa FCAB controla 150 
l/s de aguas potables tomadas de la cuenca del río San Pedro (Sendos–Ingeniería y 
Geotecnia, 1990, tomo II, p. 25). 
 
Cuadro 8 
CAPTACIONES DE AGUA POTABLE DEL FERROCARRIL DE ANTOFAGASTA A 
BOLIVIA (FCAB) 
 
Río Loa Somera Río Loa Alto 10 l/s 
Siloli Somera Río San Pedro del Loa 140 l/s 
TOTAL   150 l/s 
Fuente: Servicio Nacional de Obras Sanitarias (Sendos) II Región,. Informe primera etapa 
del estudio “Análisis y planificación de recursos de aguas en la II Región”, marzo de 1990, 
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En la actualidad, las aguas destinadas al abastecimiento de la población extraídas del río 
Loa y sus afluentes son controladas en un 100% por dos empresas privadas –Aguas 
Antofagasta y FCAB– y una del Estado, que es CODELCO. Las dos primeras están 
vinculadas al grupo económico Luksic y a CODELCO. De las aguas potables, un 86% se 




TOTAL DE LA PRODUCCION MEDIA ACTUAL DE AGUA POTABLE EXTRAIDA DE LA 
CUENCA DEL RÍO LOA Y SUS AFLUENTES 
 





1.330 77.3 -Loa en Lequena y Quinchamale 
- Toconce 
CODELCO - División 
Chuquicamata 
240 14 - Siloli, Colana y Linzor 
Ferrocarril de Antofagasta 
a Bolivia 
150 8,7 - Loa 
- Siloli 
TOTAL 1 720 100   
Fuente: Servicio Nacional de Obras Sanitarias (Sendos) II Región,. Informe primera etapa 
del estudio “Análisis y planificación de recursos de aguas en la II Región”, marzo de 1990, 





C.  Abastecimiento de aguas de uso  industrial–minero 
 
Las extracciones de aguas para usos industrial-mineros que se realizan en el río Loa y sus 
afluentes están destinadas a abastecer las plantas de tratamiento de minerales, nitratos, 
azufre y otras industrias. Las aguas captadas en los nacimientos de vertientes y ríos o en 
los cauces de estos se utilizan en los procesos de lixiviación y relave de la mina de 
CODELCO en Chuquicamata, en las piscinas de las plantas de elaboración de salitre de 
María Elena, Pedro de Valdivia, Coya Sur y Toco, pertenecientes a SOQUIMICH, y para el 
funcionamiento del Ferrocarril de Antofagasta a Bolivia (FCAB), de propiedad del Grupo 
Luksic, el cual posee, además, la Mina El Tesoro, en la Comuna de Sierra Gorda.  
 
Las aguas industriales tomadas en el Loa pertenecen principalmente a SOQUIMICH, que 
las extrae en tres puntos de la sección media y baja del río, aguas abajo de la ciudad de 
Calama. Las bocatomas son las denominadas Oficina Vergara y  María Elena, una ubicada 
antes y otra después de la confluencia del río San Salvador con el Loa. Mediante la 
captación ubicada 1.200 m aguas arriba del vado de Miscanti, en el río Loa, se abastece a 
Pedro de Valdivia, y con las aguas abajo de la junta con el San Salvador, en un punto 
llamado Chacance, se surte del recurso a la oficina María Elena (CODELCO-Fundación 
Chile, 1993, p.16). Además, SOQUIMICH cuenta, en la misma zona, con una tercera 
captación, pero ubicada en el río San Salvador; en 1993 tenía constituidos derechos de 
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aprovechamiento por un total de 156,5 l/s. La Compañía Sudamericana de Explosivos 
posee otros derechos de aguas en el Loa, de 6 l/s, que debería captar entre Calama y 
Chacance.  
 
Cuadro 10  
EXTRACCIONES DE AGUA PARA USO INDUSTRIAL EN EL RIO LOA  
 






junta con San 
Salvador 
Cascada Chintoraste Cía. 
Sudamericana 
de Explosivos 
Industrial 6 - 
Loa antes 





Pedro de Valdivia) 
SOQUIMICH Industrial 60,4 67-96 
Loa después 





SOQUIMICH Industrial 57,1 65-74 
Loa después 
junta con San 
Salvador 
11 km de Chacance 
 
 
SOQUIMICH Industrial 39 - 
TOTAL  4 BOCATOMAS   162,5 132-170 
Fuente: Elaborado sobre la base de datos de CODELCO - División Chuquicamata, 
Diagnóstico del uso y evaluación de los recursos suelo, clima y agua en comunidades 
étnicas de la Provincia de El Loa. Informe final, Fundación Chile, Departamento 
Agroindustrial, Santiago, Chile, abril de 1993. 
 
En un estudio relacionado con la extracción de aguas del Loa entre las localidades de 
Calama y Quillagua, realizado en el año 1995 por la Dirección General de Aguas del 
Ministerio de Obras Publicas, se comprobó que las captaciones eran superiores a los 
derechos de aprovechamiento que correspondían a SOQUIMICH, lo que incidiría 
claramente en la disponibilidad del recurso en localidades ubicadas aguas abajo, en 
especial en el área de riego de la comunidad de Quillagua. “Con la información disponible 
se calculó el monto de las extracciones de las bombas que existen en el Río Loa y San 
Salvador; según los aforos practicados los caudales extraídos como promedio serían los 
siguientes: Bomba Vergara 126 l/s del Río Loa; Bomba Coya Sur 21 l/s del Río San 
Salvador; Bomba María Elena 104 l/s del Río Loa, total extraído 251 l/s “ (DGA-IPLA, 1995, 
p. 5). 
 
En el mismo estudio se agrega que SOQUIMICH estaría extrayendo 230 l/s del Loa pese a 
que sus derechos le otorgan solo 156,5 l/s,  pero desde el San Salvador, cuyas aguas son 
salinas y de mala calidad, extrae únicamente 21 l/s, teniendo derechoa 90 l/s. Es decir, 
pudiendo extraer 246,5 l/s toma 251 l/s, en su mayor parte del río Loa. En el estudio se 
constata que el sistema de control de extracción de las bombas que operan en el Loa y el 
San Salvador es insuficiente, ya que está a cargo de los propios usuarios. Por ello se 
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recomendaba que la DGA tuviera sus propios medidores, a los que solo pudiera acceder 
su personal (DGA-IPLA, 1995, p.9).  
 
Según lo señalado por la DGA en 1995, las captaciones de aguas de SOQUIMICH en el 
río Loa habrían estado afectando por largo tiempo el normal abastecimiento de aguas de 
riego de la localidad de Quillagua, ubicada aguas abajo de las tomas de la empresa. 
Asimismo, de acuerdo con los antecedentes aportados en este estudio, los caudales 
sobreextraídos en el mismo río podrían realmente corresponder a los derechos de aguas 
adquiridos a los comuneros de Quillagua, quienes a partir de 1989 se vieron obligados a 
venderlos, luego de los episodios de contaminación del río y dada la imposibilidad de 
continuar con los cultivos, lo que en la actualidad les impide hacer uso de los derechos de 
aguas que aún conservan. 
 
En el río San Salvador, la captación de aguas con fines industriales la efectúa 
SOQUIMICH en la bocatoma Coya Sur, ubicada 20 m antes de la confluencia con el Loa, 
la que alimenta la planta industrial del mismo nombre, instalada en la pampa del desierto. 
En esta captación se extraía un caudal  de 24 l/s en 1993 y de 21 l/s en 1995,  lo que 
corresponde solo a una parte de los 90 l/s constituidos, debido a la concentración de sales 
y a la mala calidad de las aguas del río.67 La empresa SOQUIMICH no utilizaba a 
cabalidad los derechos constituido en el río San Salvador, pues prefería tomar las aguas 
del Loa, de mejor calidad, y así enterar y sobrepasar el volumen de las captaciones  (DGA-
IPLA, 1995, p. 9). Se considera que la alta concentración de sales de  arsénico y boro del 
río San Salvador hace sus aguas “.. de muy deficiente  calidad y composición química” 
(Sendos-Ifarle, 1992, anexo I).   
 
Cuadro 11 
EXTRACCIONES DE AGUA PARA USO INDUSTRIAL EN EL RIO SAN SALVADOR  




San Salvador 20 m de 
confluencia con el 
Loa 
SOQUIMICH Industrial 90 24 
Fuente: CODELCO - División Chuquicamata, Diagnóstico del uso y evaluación de los 
recursos suelo, clima y agua en comunidades étnicas de la Provincia de El Loa. Informe 




DERECHOS DE APROVECHAMIENTO DE AGUAS PARA USO INDUSTRIAL EN EL 




USUARIO CAUDAL CONCEDIDO (l/s) 
                                                 
67 Estos 90 l/s fueron concedidos por los decretos del Ministerio de Obras Publicas  N° 656 de 6 de abril de 
1956 y  N° 1007 de 7 de mayo de 1963, por totales de 57 l/s y 33 l/s, respectivamente. Además, en el mismo 
río San Salvador, por Decreto N° 98 de 7 de octubre de 1955, se otorgaron 50l/s a la Sociedad Minera Quetena 
Ltda. Esta última empresa no ejerce su derecho de extracción de aguas (CODELCO-Fundación Chile, 1993). 
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98   07/01/1955 Sociedad Minera Quetena Ltda.. 50 
656   06/04/1956 SOQUIMICH 57 
1007   07/05/1963 SOQUIMICH 33,0 
CODELCO - División Chuquicamata, Diagnóstico del uso y evaluación de los recursos 
suelo, clima y agua en comunidades étnicas de la Provincia de El Loa. Informe final, 
Fundación Chile, Departamento Agroindustrial, Santiago, Chile, abril de 1993. 
 
El gran volumen, cercano a los 700 l/s, que aporta el río San Salvador al cauce del Loa en 
el sector de Chacance provoca una alteración sustantiva de la salinidad y composición 
química del Loa, que a esa altura tiene un caudal muy disminuido, y de allí en adelante 
arrastra las aguas salinas hasta Quillagua; en esta localidad son utilizadas en las labores 
de riego solo cuando logran llegar hasta allí, pero con una incierta productividad, pues las 
aguas vienen saturadas de sales, lo que provoca la “quema“ de los cultivos de alfalfa, 
según señalan sus pobladores. Además, a esto se le suma la contaminación física, 
química y bacteriológica.68  
 
En el río San Pedro las aguas industriales se capturan en tres puntos, Cabana, Colana y el 
embalse Chilex. En el caso de Cabana, la empresa Azufrera Cabana tiene derechos de 
aprovechamiento por un total de 10 l/s, pero no existe  información sobre extracción.  El 
segundo punto es Colana, donde la empresa Chilex (Chile Exploration Company), hoy 
CODELCO, obtiene desde el nacimiento del Colana la totalidad del caudal, que destina a 
uso mixto, es decir, industrial y domestico. Chilex o CODELCO tiene constituidos en 
Colana los derechos por un total de 50 l/s, pero en 1993 extraía mediante cañerías un 
caudal de 65 l/s, siendo este el total de las aguas de la fuente hídrica. El tercer  y más 
importante punto de extracción de agua industriales se encuentra en la represa San Pedro 
o embalse Chilex o San Pedro, en el que se almacenan las aguas obtenidas del sector 
Ojos de San Pedro. En dicho lugar, mediante cañerías, se extraía en 1993 un total de 640 
l/s para abastecer el mineral de Chuquicamata, destinándose 450 l/s a uso industrial y el 
resto a consumo humano o domestico (CODELCO-Fundación Chile, 1993). Además, en 
estas extracciones no se contabilizan las aguas subterráneas captadas por bombas desde 
Ojos de San Pedro y que CODELCO envía a Chuquicamata.69 
 
Cuadro 13 
EXTRACCIONES DE AGUAS DE USO INDUSTRIAL EN EL RIO SAN PEDRO Y SUS 
AFLUENTES 
                                                 
68 En el río Loa-San Salvador existen, de acuerdo con un estudio realizado por la Dirección General de Aguas 
en 1991, ocho fuentes de contaminación. De estas, la investigación hace hincapié en las descargas de aguas 
servidas del alcantarillado de Calama; el tranque de relave del mineral Chuquicamata y los residuos químicos 
de pesticidas y fertilizantes provenientes de la actividad agrícola. Respecto de la descarga de residuos líquidos 
domiciliarios (aguas servidas) es menester recalcar que su vertido alcanza a un volumen de 134 l/s, lo que da 
lugar a problemas de contaminación física, química y bacteriológica, afectando a importantes superficies de 
riego (www.conama.cl/portal/1301/article-31563.html - 28k -). 
69 Los derechos de aprovechamientos de los distintos usos industriales en la cuenca del río San Pedro fueron 
otorgados mediante resoluciones del Ministerio de Obras Públicas a partir de la década de 1950. En el caso de 
la Azufrera Cabana, por resolución N° 324 de 8 de febrero de 1956 el Ministerio le otorgó 10 l/s en el río 
Cabana. En el Colana, por resolución N° 160 de 29 de abril de 1980, el MOP concedió el aprovechamiento de 
50 l/s a la empresa Chile Exploration Company, hoy CODELCO. Del cauce total del río San Pedro se asignó a 
CODELCO un total de 450 l/s para uso industrial, los que son recogidos en el embalse Chilex (CODELCO-
Fundación Chile,1993, p.16). 
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BOCATOMA USUARIO USO DERECHOS  
(l/s) 
Caudal extraído
Colana Chilex Industrial y 
potable  
50 65 
Cabana Azufrera Cabana Industrial 10 n.d.  
San Pedro Chilex Industrial Industrial 450     (2) (450) 
Total  3  510 515 
CODELCO - División Chuquicamata, Diagnóstico del uso y evaluación de los recursos 
suelo, clima y agua en comunidades étnicas de la Provincia de El Loa. Informe final, 
Fundación Chile, Departamento Agroindustrial, Santiago, Chile, abril de 1993. 
 
El río Salado entrega sus aguas al Loa un poco más abajo del poblado de Chiu Chiu. 
Desde la cuenca del Salado se obtienen aguas de uso agrícola y potable  en los ríos 
Toconce y Caspana y  aguas de uso industrial en los ríos Salado y Linzor. 
 
En la cuenca del río Salado, CODELCO (Chilex) extrae 50 l/s de aguas de uso industrial 
del río Linzor, cuyo caudal capta en su totalidad y lleva, mediante cañerías, hasta 
Chuquicamata; desde el mismo río Salado tiene constituidos derechos por 540 l/s,  pero 
solo toma de 420 a 440  l/s. 
 
Cuadro 14 
EXTRACCIONES DE AGUAS DE USO INDUSTRIAL EN EL RÍO SALADO Y SUS 
AFLUENTES 
BOCATOMA USUARIO USO DERECHOS (l/s) CAUDAL 
EXTRAÍDO 
Linzor Chilex Industrial y 
potable  
50 50 
Salado Chilex Industrial 540 420/440 
Total 2 2 590  
CODELCO - División Chuquicamata,: “Diagnóstico del uso y evaluación de los recursos 
suelo, clima y agua en comunidades étnicas de la Provincia de El Loa. Informe final, 
Fundación Chile, Departamento Agroindustrial, Santiago, Chile, abril de 1993. 
 
 
D. Balance de la Distribución de las Aguas de la  
Cuenca del Río Loa 
 
De un caudal de 4.744,1 l/s, que corresponde a las aguas sobre las que se han constituido 
derechos de aprovechamiento y que comprende los ríos que forman la cuenca del Loa 
(Loa, San Pedro, Salado y San Salvador), la agricultura ocupa un 34,3% de las aguas 
(1.626,6 l/s), un 36,2% (1.720 l/s) se destina a agua potable y los usos minero-industriales 
tienen una participación del 29,5% (1.397,5 l/s). 
 
La agricultura recibe un 81,7% de las aguas del Loa y un 18,3% de los ríos Toconce y 
Caspana, afluentes del Salado, volumen usado en su totalidad por las comunidades 
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atacameñas asentadas en las riberas de estos ríos, es decir, Lasana, Chiu Chiu, Calama, 
Quillagua, Toconce y Caspana, además de otras que obtienen aguas de vertientes, como 
Ayquina, Cupo y Turi.   
 
El grueso del abastecimiento de aguas de uso potable proviene del río Loa, que aporta el 
77,3% de los caudales; estos son destinados principalmente a las ciudades de Calama, 
Antofagasta y otros centros mineros de la pampa. CODELCO captura un 14% de las aguas 
potables para suministrarlas a Chuquicamata y  el resto, un 8,7%, lo toma FCAB.  
 
Un 42,2% del caudal de aguas para uso minero e industrial es extraído del río Salado; 
ocupa el segundo lugar la cuenca del río San Pedro, que participa con un 36,9%, siendo 
CODELCO la empresa que tiene el usufructo mayoritario de estos caudales, seguida de 
SOQUIMICH y de la Compañía Sudamericana de Explosivos. Estas empresas obtienen las 
aguas desde el río Loa, en cuya sección media toman un 11,6% del total de las aguas 
industriales de la cuenca y, desde el río San Salvador, SOQUIMICH y la Minera Quetena 
capturan un 9,3% de dicho total.  
 
Cuadro 15 
PRODUCCION TOTAL MEDIA ACTUAL DE AGUAS EXTRAÍDAS DE LA CUENCA DEL 




































Caspana  y 
otras fuentes 

















 CODELCO - División 
Chuquicamata 
240 14  - Siloli, 
Colana y 
Linzor 
 Ferrocarril de 
Antofagasta a Bolivia 
150 8,7  - Loa 
- Siloli 
 Total 1 720 100  36,2  
MINERIA E SOQUIMICH (156,5 l/s)    Loa  en 
                                                         







Explosivos (6 l/s) 
162,5 11,6 sección 
media y baja 
 CODELCO (505 l/s) 








 CODELCO 590 42.2  Salado y sus 
afluentes 
 SOQUIMICH (80 l/s) 
Sociedad Minera 







 Total 1 397,5 100 29,5  
TOTAL   4 744,1  100   
 
Fuente: Elaborado sobre la base de datos de CODELCO - División Chuquicamata, 
Diagnóstico del uso y evaluación de los recursos suelo, clima y agua en comunidades 
étnicas de la Provincia de El Loa. Informe final, Fundación Chile, Departamento 
Agroindustrial, Santiago, Chile, abril de 1993. 
 
En resumen, los derechos de aprovechamiento constituidos en el río Loa aportan un 56,8% 
del caudal para fines agrícolas, seguido por el destinado al agua potable (36,3%) y, 
finalmente, al uso industrial (6,9%). En el río San Pedro los derechos de aprovechamiento 
se utilizan preferentemente para el abastecimiento de aguas de uso minero-industrial 
(56,9%), en tanto que para el agua potable se asigna un 43,1% del caudal de los derechos 
inscritos.  En el río Salado, un 43,2% de los derechos de aguas son para uso industrial y 
están tomados por CODELCO, un 35,1% corresponde a  captaciones de agua potable y 
solo un 21,7% se dedica a usos agrícolas. Respecto del río San Salvador, debido a la alta 
concentración de sales en sus aguas, la totalidad de las captaciones es utilizada para uso 
industrial.  
 
Los aportes de cada uno de los ríos  son los siguientes: el Loa participa con un 49,4% del 
caudal utilizado para los distintos usos, siendo los principales el agrícola  y el consumo 
humano.  Le sigue el río Salado, que con su 28,8% de los derechos inscritos aporta aguas 
para fines industriales, agua potable y, en menor medida, para la agricultura. Luego vienen 
el río San Pedro y sus afluentes, que contribuyen con el 19,1% de las aguas destinadas en 
proporciones casi similares a usos minero-industriales y a consumo humano.  Finalmente, 
el río San Salvador participa con un 2,7% de las aguas de la cuenca, proporción que es 
utilizada en actividades minero-industriales. 
Cuadro 16 
PARTICIPACIÓN DE LOS RÍOS DE LA CUENCA DEL LOA EN LA PROVISIÓN DE 
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6,9 515 l/s 56,9 590 
 l/s 





























49,4%  19,1%  28,8  2,7%  100% 
 
Fuente: Elaborado sobre la base de datos de CODELCO - División Chuquicamata, 
Diagnóstico del uso y evaluación de los recursos suelo, clima y agua en comunidades 
étnicas de la Provincia de El Loa. Informe final, Fundación Chile, Departamento 




El caudal de la cuenca del río Loa se reparte para el desarrollo de la actividad agrícola, el 
abastecimiento de agua potable a ciudades, pueblos y enclaves mineros, y la realización 
de procesos industriales y de la  minería. En el año 2000, las aguas del Loa se declararon 
saturadas y desde entonces no se entregan nuevos derechos de aprovechamiento, lo que 
ha desplazado la presión hacia las aguas de las cuencas subterráneas. 
 
A la actividad agrícola practicada ancestralmente por las comunidades atacameñas se 
destina el 34,3% de los derechos de aguas constituidos en la cuenca del río Loa. Estas 
comunidades  enfrentan diversos procesos. El primero es el de la pérdida de los derechos 
de aprovechamiento, debido a la contaminación de los ríos y a la expansión urbana sobre 
áreas de cultivo en  Calama; el segundo, de carácter inverso, es el de la recuperación de 
derechos de aguas, vía la reivindicación judicial y la compra de derechos a terceros. 
 
El río Loa proporciona agua potable a la población urbana de las ciudades de Antofagasta 
y Calama, así como a varios centros intermedios, que se asientan en el desierto de 
Atacama, dedicándose a este uso el 36,2% de los derechos de aprovechamiento 
constituidos en la cuenca. La demanda de agua potable de los centros urbanos seguirá en 
aumento en el futuro debido al crecimiento de la población. Ello obligará a adoptar  una 
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política de uso eficiente de las aguas y  a diseñar alternativas de abastecimiento, como 
podría serlo la desalinización de aguas marinas.  
 
La actividad minero-industrial hace uso del 29,5% de los derechos de aprovechamiento de 
la cuenca, principalmente utilizados por CODELCO - División Chuquicamata. Al no poder  
ampliar la disponibilidad de aguas, CODELCO ha iniciado la exploración y explotación de 
aguas subterráneas para satisfacer los requerimientos de sus procesos mineros. El peligro 
que implican estas prospecciones y explotaciones de aguas subterráneas es que pueden 
incidir en el abastecimiento de la cuenca, ya que la mayor proporción de las aguas tiene su 
origen en vertientes que provienen de aguas subterráneas. 
 
La situación del reparto de las aguas del Loa muestra que coexisten los derechos 
ancestrales de los primeros habitantes con el interés por abastecer a la población de las 
ciudades del desierto y con la explotación minera de la principal reserva estratégica 
económica de Chile, administrada por la  empresa estatal más poderosa del país, 
CODELCO.  
 
La sostenida demanda de aguas del río Loa comenzó a agotar los caudales disponibles y, 
por lo  tanto, originó la crisis de abastecimiento que comenzó a manifestarse en la década 
de 1960, período en que se inician los programas de regulación del caudal del Loa para 
mejorar la eficiencia  del riego. La captación de aguas por parte de empresas sanitarias y 
mineras en los ríos afluentes del Loa, que eran utilizados por los ayllus atacameños, tuvo 
como consecuencia la pérdida de sustentabilidad de las economías indígenas y dio inicio a 
procesos de abandono de poblados y migración hacia las ciudades, desplazamientos 
favorecidos por factores como el acceso al trabajo asalariado y la mejoría de la escolaridad 
de los niños. 
 
En la década de 1970 se construyeron las principales obras de regulación del caudal del 
río (embalse Conchi) y la bocatoma de agua potable en Lequena. En los años ochenta se 
entregaron nuevas concesiones de derechos de aguas en el río y se restringieron los que 
poseían las comunidades atacameñas. Se impulsó la segunda obra de captación de agua 
potable en Quinchamale, lo que redujo la seguridad de riego agrícola a un 60%, afectando 
a todas las comunidades, en especial a la de Quillagua. En la década de 1990, el episodio 
de contaminación con xantato del río Loa desde Calama hasta su desembocadura terminó 
con la producción agrícola de Quillagua. En la actualidad, y desde el año 2000, la 
concesión de nuevos derechos de aprovechamiento sobre las  aguas del Loa se encuentra 
cerrada,  ya que el Estado de Chile declaró agotado el río.  
 
Dicha declaración y el término del otorgamiento de nuevos derechos de aguas no 
congelaron la disputa por el reparto justo y eficiente del caudal entre los distintos usuarios. 
Las comunidades atacameñas han intentado recuperar los derechos de aprovechamiento 
de aguas que les fueron confiscados y/o enajenados, por lo que presionan respecto de los 
derechos obtenidos por las empresas sanitarias (Aguas Antofagasta, ex ESSAN), mineras 
(CODELCO y otras) y la industria del salitre (SOQUIMICH).  
 
Las empresas mineras, al no poder seguir constituyendo derechos de aprovechamiento 
sobre el río Loa y sus afluentes, han derivado hacia la búsqueda y obtención de nuevos 
caudales de aguas subterráneas, las que no están exentas de generar impactos directos o 
colaterales que afecten a las aguas superficiales, pues en la mayoría de los casos los 
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diversos ríos que forman la cuenca del Loa tienen su origen en vertientes surtidas por 
aguas subterráneas. 
 
El conflicto en el Loa tiene una faz que atañe a la calidad química de las aguas y a la 
presencia de contaminación en sus caudales. Las aguas ocupadas por las empresas 
sanitarias y mineras son las de mejor calidad en términos tanto de potabilidad como de 
características químico-industriales; por consiguiente, la presión se concentra en las 
cuencas altas del río Loa, Toconce, Caspana y, sobre todo, en las aguas de la cuenca del 
río San Pedro. En cambio, los caudales de los ríos Salado y San Salvador son 
subutilizadas. Esto hace que el Loa en su cuenca media y baja aumente su caudal con los 
aportes de los ríos salinos, lo que empeora la calidad del agua y la vuelve cada vez menos 
propicia para la agricultura, lo que ha llevado a que la comunidad de Quillagua no la pueda 
utilizar una vez que llega hasta sus tierras. 
 
La contaminación también es un factor de importancia en las aguas del río Loa. Esta afecta 
principalmente al curso medio e inferior del río, a partir de la ciudad de Calama. En esta 
sección, los episodios de contaminación con compuestos químicos –principalmente 
xantato– derivados de los tratamientos mineros, han ocurrido más de una vez, haciendo 
inservibles las aguas para la agricultura y provocando a la vez un daño ambiental 
irreparable en los hábitat del río. Se ha planteado que la contaminación del río Loa puede 
estar íntimamente asociada a los tranques de relave del mineral de Chuquicamata, 
localizados en las cabeceras del río San Salvador y a un costado del escurrimiento del Loa 
entre las localidades de Chiu Chiu y Calama. Sin embargo, el vínculo entre la 
contaminación del río y esta fuente de relaves ha sido sistemáticamente negado por las 
autoridades del Estado de Chile y por la empresa, argumentándose que ello no esta 
demostrado, lo que deja a las comunidades atacameñas en el desamparo.  
 
En el proceso histórico de constitución de los derechos de aprovechamiento de las aguas 
del río Loa y sus afluentes, las comunidades atacameñas han sido las más perjudicadas, 
ya que perdieron sus caudales y fuentes tradicionales de aprovisionamiento, sea por la 
reducción autoritaria de sus aguas disponibles o simplemente por la confiscación de sus 
derechos de  aprovechamiento y por la venta obligada de sus derechos adquiridos, debido 
a factores como la contaminación. Los señalados han sido algunos de los factores que han  
provocado el despoblamiento de zonas tradicionales, la migración de gran parte de la 
población hacia centros urbanos, la reducción de los cultivos y de la masa ganadera, y el 
daño económico y ambiental que ha redundado en la pérdida de sustentabilidad de 
muchas comunidades. Ejemplos de esto son el parcial abandono de todos los ayllus y 
poblados existentes –hasta la década de 1960– en la hoya del río San Pedro; la 
disminución de caudal utilizado para las actividades agrícolas de las comunidades 
atacameñas que se encuentran río abajo de las tomas de Lequena y Quinchamale; la 
sustracción del caudal del río Toconce en la década de 1960, y la  obligación impuesta por 
el Estado a la comunidad de Chiu Chiu durante el proceso de inscripción de los derechos 
de aguas para que cerrara el canal Crepic, que llevaba el caudal hasta la vega y los 
potreros de siembra. El corolario de este proceso de enajenación de los derechos de las 
comunidades atacameñas y su impacto social, económico y ambiental quedan en 
evidencia en el caso de la comunidad de Quillagua, la más afectada como consecuencia 
directa del proceso de pérdida de derechos de aprovechamiento de aguas, situación 
detonada por el episodio de contaminación de las aguas del río Loa. 
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La esperanza de las comunidades indígenas de la cuenca del Loa es recuperar sus 
derechos ancestrales a las aguas para uso en las actividades tradicionales, existiendo la 
convicción de que al contar con los derechos de aprovechamiento será posible repoblar las 
zonas abandonadas. Estos reclamos tienen como aliciente los resultados obtenidos por la 
comunidad atacameña de Toconce, que litigó en los tribunales y logró inscribir las aguas 
que le pertenecían y de las que hacía uso ancestral. Este camino, entre otros, puede ser 
una buena guía para que aquellas comunidades que se encuentran afectadas por la 
contaminación o la falta de aguas, o que buscan recuperar los territorios que debieron 
abandonar obligadamente, reivindiquen sus derechos de aguas.  
 
La necesidad de preservar los derechos de aprovechamiento de aguas y restituirlos a las 
comunidades atacameñas del Loa es el primer paso hacia la superación de su precaria 
situación actual, aunque la tarea no es fácil, pues quienes detentan dichos derechos son 
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EL ESTATUS JURÍDICO Y EL DEBATE ENTRE DERECHOS DE AGUAS 
INDIVIDUALES Y COLECTIVOS  
 
ANÁLISIS DE LA LEGISLACIÓN, LA POLÍTICA HÍDRICA Y LA JURISPRUDENCIA 
SOBRE DERECHOS DE AGUAS Y GESTIÓN CIUDADANA EN CHILE* 
 
 
Autor: Doctor Ingo Gentes 





Chile es el único país en el continente sudamericano que cuenta con un marco regulatorio 
que permite transacciones de los derechos de agua superficiales y subterráneas dentro de 
mercados de agua institucionalizados. El modelo mercantil de derechos de aguas ha sido 
defendido y promovido por más de dos décadas en todo el continente, en forma separada 
de los derechos sobre la tierra. Se considera una herramienta eficaz y eficiente, capaz de 
fomentar una adecuada participación y organización social en torno del agua e, incluso, de 
mejorar la gestión múltiple del recurso hídrico a lo largo del país (Bauer, 1997, 2001; DGA, 
1999; Peña, 1996, 2002, 2004).70  
 
Este supuesto está basado en unos pocos estudios empírico-analíticos (Hearne, 1995; 
Hearne y Easter, 1995; Ríos Brehm y Quiroz, 1995) realizados en algunas cuencas del 
país y encargados, en su mayoría, a entidades internacionales como el Banco Mundial. Si 
bien en estos estudios se reconoció la eficiencia relativa de los mercados de agua en 
                                                 
* Proyecto Visión Social del Agua en los Andes, auspiciado por la Comisión para la Gestión Integral 
de Agua en Bolivia (CGIAB) - Centro Internacional de Investigaciones para el Desarrollo (CIID/ 
IDRC), Canadá. 
70 En términos administrativos e institucionales, las entidades encargadas de la gestión del agua en 
Chile son siete: 1. La Dirección General de Aguas (DGA) del Ministerio de Obras Públicas, 
Transportes y Telecomunicaciones (MOPTT), que es el órgano competente en materia de gestión 
de recursos de agua de naturaleza continental (superficial y subterránea). Sus funciones incluyen el 
control de la calidad del agua, la entrega de concesiones y el mantenimiento del registro de 
propietarios de derechos de agua; 2. El Ministerio de Salud, que determina las normas de calidad 
relativas al agua potable y debe velar por su cumplimiento; 3. La Superintendencia de Servicios 
Sanitarios (SISS), que supervisa la calidad del agua potable que entregan las empresas sanitarias 
concesionadas, define y otorga licencias de descarga y administra las tarifas del agua; 4. El Servicio 
Agrícola y Ganadero (SAG), que controla la calidad del agua de riego y vela por el cumplimiento de 
la normativa pertinente; 5. La Comisión Nacional de Riego (CNR), que supervisa el desarrollo de la 
infraestructura de regadío; 6. La Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante 
(DIRECTEMAR), del Ministerio de Defensa, que regula las descargas de aguas residuales 
industriales, incluidas las de la minería, a puertos, ríos navegables, lagos y asentamientos humanos 
en las riberas; 7. La Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA), que coordina el proceso de 
actualización de las normas de calidad del agua y emisiones, así como la promulgación de normas 
nuevas (OCDE/ CEPAL, 2004, pp. 71 y ss.). 
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algunos regiones, como el Valle de Limarí y Elqui en la IV Región (Romano y Leporat, 
2002), se destacó también el potencial limitado de las transacciones de agua entre 
agricultores y/o otros sectores económicos, como el de la minería o el del agua potable, y 
sus amplias insuficiencias socio-organizativas, específicamente para construir una 
organización social en el marco de una gestión integrada de los recursos hídricos (Floto, 
1997; Galaz, 2002; Bauer, 2002).  
 
El discurso oficial contrasta, desde luego, con una mirada crítica hacia el interior de los 
territorios y regiones semi-rurales del país. Hay zonas en las que el impacto de las 
actividades productivas y la falta de regulación y fiscalización de los mercados de agua 
han llevado a muchos asentamientos y poblados a enfrentar situaciones de escasez 
hídrica y contaminación de cauces y fuentes de agua (Orrego, 2002; Gentes, 2003; Matus 
y otros, 2004). Este escenario hizo  que los gobiernos del período de la transición 
pensaran en introducir las reformas necesarias, pero para muchos fue extraño que se 
concentraran derechos de agua en manos de pocas empresas sanitarias en las cuencas 
más importantes del país, como la de Maipú, que abastece gran parte de la Región 
Metropolitana.  
 
En los años noventa, la institucionalidad comenzó a elaborar una propuesta para corregir 
el marco regulatorio vigente en función de las crecientes demandas de derechos de agua. 
El fisco pretendió, al mismo tiempo, reconquistar facultades de intervención y control (Peña 
y otros, 2004). Se planteó que se mantuviera un modelo oficial de derechos transables, 
vendibles y estrictamente separados del derecho sobre el subsuelo, pero fortaleciendo una 
gestión centralizada de los recursos hídricos, bajo la tutela de la Dirección General de 
Aguas (DGA), y permitiendo, asimismo, controles e intervenciones públicas en áreas 
críticas –sea por agotamiento de cauces, sobreexplotación de acuíferos o estancamiento 
de transacciones de derechos–, y la restitución de cauces ecológicos cuando todos los 
derechos disponibles hayan sido asignados.71  
 
Si bien en un comienzo la propuesta de reforma de la legislación hídrica  aspiraba a 
entregar mayor espacio a la participación ciudadana y garantizar la conservación ambiental 
hídrica, estos enfoques fueron desechados a lo largo de los debates interparlamentarios, 
que se prolongaron por 13 años. Es así que la Ley Nº 20.017 no se originó en una consulta 
popular masiva, ni en los mecanismos de transparencia o participación delegados en las 
organizaciones de la sociedad, sino en un consenso tejido por la cúpula política de la 
Concertación de Partidos por la Democracia y de la Alianza por Chile. La reforma busca 
vincular un mercado de derechos de agua con una gestión integrada de recursos hídricos 
                                                 
71 Con el Código de Aguas de 1951, el Estado de Chile creó la Dirección General de Aguas (DGA), 
y sus instituciones subordinadas, como un órgano central de control y administración. El Código de 
Aguas de 1981 se tradujo en un fortalecimiento de la propiedad de derechos privados en lo 
concerniente al aprovechamiento del agua, cuyas consecuencias prácticas fueron la separación 
entre agua y tierra, y una libre transferencia de los derechos de aprovechamiento. Al mismo tiempo, 
se restringió el predominio del Estado y la DGA sobre otras instituciones en términos de sus 
atribuciones jurídicas. De ahí en adelante, los poseedores de derechos de aprovechamiento de 
aguas dispondrían libremente la forma y medida de estos. La inscripción en el Conservador de 
Bienes Raíces, junto con la protección constitucional –y la supresión de derechos de privilegio de 
algunos sectores económicos– muestran el objetivo del Estado: la liberalización del mercado del 
agua y, con ello, el traspaso de conflictos de competencia pública al sector privado. 
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(GIRH), sobre la base de un modelo caracterizado por una fuerte asociación entre las 
organizaciones de usuarios de agua y la oferta de programas públicos.  
 
En este contexto surgen varias preguntas: ¿es posible consensuar un modelo mercantil de 
aguas con una gestión ambientalmente sostenible y socialmente equitativa? (Gentes, 
2004), ¿se pueden considerar que las facultades delegadas en las organizaciones de 
usuarios son suficientes para participar en los niveles operativos y de toma de decisiones 
sobre la gestión de cuencas, por ejemplo, o sobre las políticas y programas sectoriales? 
 
Algunos investigadores sostienen que la “acción envolvente” del Estado de Chile y la 
gestión de la DGA, máxima autoridad de aguas, son responsables de la baja incidencia de 
la gestión local. Reclaman que una institucionalidad hídrica rígida parece permitir una 
participación solamente funcional de los ciudadanos en relación con el agua, y que no 
procura un reconocimiento explícito de los derechos locales. Tampoco tienen los usuarios 
la posibilidad de proponer programas alternativos de sistemas de agua potable, 
saneamiento u obras de riego, por ejemplo, o de ejercer control sobre uso y acceso por 
medio de las nuevas organizaciones de gestión local, como un derecho social 
emblemático. 
 
En el presente artículo se busca, en primer lugar, delinear las directrices de la legislación 
sobre aguas en Chile hasta su última reforma, en junio del año 2005 (Ley Nº 20.017). 
Luego, el interés se centra en analizar dicha Ley bajo la perspectiva de la participación 
social en las políticas y gestión del recurso hídrico. A partir de ahí se pretende entregar 
algunos criterios destinados a ilustrar una estrategia de políticas sociales sobre el agua, en 
un contexto de reconocimiento genuino de los derechos locales. Finalmente, se ponen a 
prueba esos criterios en el marco de los conflictos crecientes en torno al agua y la tutela de 
la modernización de las legislaciones hídricas. 
 
B. Orígenes y principios de la legislación en relación 
con los derechos de agua 
 
En las consideraciones jurídico-históricas, la línea argumental se funda en preguntas en 
relación con el régimen de propiedad de las aguas, las transferencias y la posesión 
colectiva de ellas. Las diversas codificaciones sobre el agua (1951, 1969, 1981), son 
reflejos de los respectivos modelos políticos adoptados por el Estado de Chile en la 
segunda mitad del siglo XX. En este sentido, se cristaliza un proceso que va desde una 
administración descentralizada del agua (1951), a una fuerte centralización (1969), para 
desembocar en una privatización (1981) y una re-regulación (2005). Al mismo tiempo, se 
llevó a cabo un cambio radical en lo que respecta al régimen de propiedad, los 
mecanismos de transferencia del recurso y el papel del Estado (regulador-tutelar-
neoliberal-facilitador). 
 
El régimen colonial en Chile sustentaba las regulaciones jurídicas respecto del agua en la 
costumbre (Gentes, 2001; Piwonka, 1999), y tenía como fuente el derecho hispano, 
combinando la tradición romana en las Siete Partidas, primero, y las recopilaciones 
complementarias en las Leyes de Indias (1781). En concreto, las aguas eran de la corona 
española, que tenía “el dominio inherente de las aguas y concedía su dominio público a 
villas, lugares y cabildos y mercedes de aguas a los particulares” (citado por Piwonka, 
1999, p. 68). 
                                                         




Así, en la época de mayor explotación, subordinación y usurpación de los derechos 
indígenas, se defendieron también, por medio de decretos legales especiales, los 
‘derechos, usos y costumbres’ de los indígenas sobre sus aguas. En 1536, en las Leyes de 
Indias, Carlos V ordenó a los propios españoles seguir los modos de distribución y 
asignación de aguas históricamente practicados por los ‘naturales’: “Otrosi, ordenamos y 
mandamos, que la orden de los dichos naturales tenían en la división de sus tierras y 
aguas, aquella misma de aquí adelante se guarde y practique entre los españoles en quién 
están repartidas y señaladas los mismos naturales que de antes tenían cargo dello con 
cuyo parecer las dichas tierras sean regadas y se dé el agua debida sucesivamente de uno 
en otro, so pena que el que quisiere preferir y por su propia autoridad tomar y ocupar el 
agua, le sea quitada, hasta tanto que todos los inferiores de él rieguen las tierras que así 
tuviesen señaladas” (Archivo General de Indias, Audiencia de Lima 1536: Legajo 565, 
Libro 2, Folleto 239).  
 
Esta forma de legislación colonial oficializó entre los conquistadores una especie de ‘norma 
de remisión a la costumbre indígena’, que fue paulatinamente abandonada y omitida en las 
legislaciones posteriores. Como es obvio, la práctica solía diferir de la ley y, además, hubo 
muchas rebeliones de los encomenderos en contra de la legislación “protectora” 
promulgada desde España, ya que reducía su capacidad para explotar a los indígenas 
(Patterson, 1991).  
 
La primera mención formal de la gestión de las aguas data del Código Civil de 1855, en el 
que se distingue entre las modalidades de dominio público y privado sobre las aguas. 
Según la tradición legal hispana, el agua era considerada como un recurso público y 
colectivo, bajo el dominio de la corona o de municipalidades y comunidades (Matus y otros, 
2004). En los inicios de la regulación, la mayor parte de las aguas en territorio nacional 
fueron declaradas “bienes nacionales de uso público”. Sin embargo, junto con eso se 
constituían los derechos de uso, que fueron tratados como propiedad privada, 
estrechamente vinculados a la propiedad de la tierra (Bauer, 1995), incluyendo tanto los 
cursos naturales como las aguas canalizadas. Lo que buscaba el fisco en aquel entonces 
era la inversión en obras de riego. Ya bajo el reglamento del Código Civil de 1855, el 
Estado entregó licencias de facto a privados para el uso exclusivo de aguas públicas. 
Estas licencias, sin embargo, caían teóricamente bajo la administración y reglamentación 
de los aparatos públicos, y pudieron ser modificadas, es decir, limitadas en extensión, 
duración y carácter, y canceladas sin ninguna compensación para sus propietarios 
(Mentor, 2001). 
  
Los primeros derechos de agua regularizados de manera general por el fisco datan de la 
mitad del siglo XIX y de 1908, fecha en que entró en vigor la Ley Nº   2139 sobre 
Asociaciones de Canalistas. En general, cuando se promulgó esta Ley ya existía un gran 
número de derechos de agua constituidos, pero fue el Código de Aguas de 1951 el que 
estableció procedimientos transitorios destinados a regularizar su situación. Esto se llevó a 
cabo a través de una nueva inscripción que actualizara derechos inscritos a nombre de un 
antecesor en el derecho o de un tercero extraño, o la inscripción de derechos que nunca 
estuvieron registrados (Jaeger, en Garduño, 2003, p. 18). 
 
En la Ley Nº  2139 de noviembre de 1908 sobre Asociaciones de Canalistas se 
establecieron nuevos parámetros para las políticas hídricas, reglamentando por primera 
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vez en forma minuciosa la distribución de las aguas en cauces artificiales. En esta fecha, la 
Asociación de Canalistas obtuvo la personalidad jurídica y su función fue tomar el agua de 
la corriente matriz, repartirla entre los accionistas, y conservar y mejorar los acueductos 
(art. 19). En aquella época se dispuso “el derecho de agua de los asociados se 
determinará en los estatutos por unidades que se denominarán regadores, y que 
consistirán en una parte alícuota de las aguas del acueducto o en cualquier otra unidad de 
medida que adopten los interesados” (art. 4). 
 
En el marco de una normativa legal liberal, mediante el Código de Aguas de 1951 se 
implementó una concesión de administración estatal, que fortalecía más los aspectos 
privados que los públicos y legales. En este primer Código de Aguas de Chile se distinguía 
entre propiedad pública y privada de las aguas y se permitía al Estado otorgar concesiones 
a privados, los cuales, a su vez, podían transferirlas. Se sometía, asimismo, este proceso a 
regulaciones que no  
están presentes en la actual legislación. Si había un cambio del uso de la concesión, por 
ejemplo de agrícola a industrial, la concesión debía ser devuelta al Estado y solicitarse una 
nueva. Frente a peticiones simultáneas sobre un mismo recurso, para tomar una decisión 
debía considerarse una lista de prioridades de uso (potable, riego, industrial, etc.). Las 
concesiones eran temporales hasta que se demostrara que se habían construido las 
instalaciones requeridas para el uso del agua (Arrau Corominas, 2003).  
 
El agua, entonces, era susceptible de compra y venta, y el empadronamiento en el registro 
de títulos otorgaba a las personas privadas grandes garantías legales. A través de la 
Dirección General de Aguas y sus instituciones subordinadas el Estado creó un órgano 
central de control y administración. Las expropiaciones estatales exigían compensaciones 
para los dueños de aguas; sin embargo, las instituciones estatales podían intervenir en las 
transacciones de manera muy condicionada (Bauer, 1995, p. 41). No obstante, el fisco 
estaba facultado para cancelar derechos de agua que no hubieran sido usados por más de 
cinco años (Mentor, 2001).  
 
En el Código de Aguas promulgado en 1969 se estableció un estatuto totalmente diferente, 
el cual formaba parte de una política de reforma agraria que expresaba también un nuevo 
interés político general. Todas las aguas se convertían en propiedad del Estado, sin 
excepción. El Estado podía otorgar concesiones a privados, pero también quitarlas sin 
ningún tipo de compensación por daños. Además, el titular no estaba facultado para 
transferir o vender la concesión. El Código de Aguas de 1969 era congruente con una 
nueva política económica y social, que comenzó en 1967 con la aprobación de la Ley de 
Reforma Agraria Nº 16.640, cuyos objetivos se centraban en mejorar la productividad de 
los suelos agrícolas y reestructurar la propiedad agraria, poniendo término al latifundio. El 
agua y el suelo se transformaron en parte de las premisas de una nueva política pública 
tendiente a lograr un uso eficiente y una distribución más equitativa de los recursos.  
 
De acuerdo con Jensen (1970, p. 8), los objetivos de esa nueva legislación se pueden 
expresar en los siguientes aspectos: i) reversión de la concentración de derechos de agua 
en manos de unos pocos terratenientes; ii) imposición de estándares técnicos para el uso 
de aguas, planificados y administrados centralmente; y, iii) mantenimiento del nivel más 
bajo posible de compensación para las expropiaciones de derechos de agua. Con estas 
modificaciones, el fisco apuntaba a que la población rural marginal también pudiera 
convertirse en propietaria colectiva del bien hídrico, en el marco de un modelo económico 
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de sustitución de importaciones y de subsidio a los sectores considerados 
económicamente importantes para el país, en especial el minero y el agrícola. El Código 
debía transformarse en la norma para la política hidrológica en las regiones y, por otra 
parte, configurar un reglamento de principios básicos según los cuales tenían que regirse 
las instituciones estatales, las organizaciones privadas y la asociación de canalistas. 
 
En sus resultados teóricos y normativos, el Código de Aguas de 1969 fortaleció el estatus 
del agua como bien nacional de uso público. La definición del derecho de aprovechamiento 
fue modificada por cuanto las normas del derecho público permitían a las autoridades 
estatales la limitación, e incluso la caducidad, del derecho de aprovechamiento. La 
flexibilidad de la normativa tendía a asegurar la tutela estatal para que se hiciera un uso 
racional, eficiente y tecnológicamente pertinente del agua. Durante el gobierno de la 
Unidad Popular, la administración del agua y la entrega de concesiones continuaron siendo 
centralizadas y, al mismo tiempo, se aceleró el proceso de expropiaciones de tierras. Esto 
también se tradujo en una fuerte resistencia en el seno de las organizaciones tradicionales 
vinculadas al agua, principalmente en el ámbito rural (Gentes, 2000). 
 
El Código de Aguas de 1981 en Chile fue ratificado durante la dictadura militar (1973-
1989), en una trayectoria que condujo a la modificación de otras legislaciones que 
regulaban la gestión de los recursos naturales en el país.72  
 
Revisando los principios esenciales subyacentes tras estos cambios, se reconoce el 
modelo político promovido en relación con el agua: asignación libre y transacción y uso de 
los derechos de agua, en el marco de mercados de agua institucionalizados y 
centralizados, donde los agentes interactúan y transan sus derechos. La Constitución 
Política de 1981 protege los derechos de aprovechamiento del agua adquiridos como 
propiedad privada. Sus creadores buscaban establecer así un marco regulatorio que 
brindara absoluta seguridad a la propiedad hídrica privada e impulsara a los sectores 
demandantes a un mayor crecimiento y a un desarrollo hacia fuera, sostenido en un 
modelo de gestión liberal de los recursos hídricos.73  
  
En una declaración de Hernán Büchi, uno de los principales promotores de la doctrina 
neoliberal y partidario de introducir modificaciones en el ámbito de la legislación y 
administración del agua, se puede ver en qué medida esta doctrina fue adoptada por el 
régimen militar: "Régimen de Aguas. El sentido que tuvo la acción gubernativa en este 
campo fue (...) crear derechos sólidos de propiedad, no sobre el agua misma sino sobre el 
uso de las aguas, y facilitar por todos los medios el funcionamiento ordenado del mercado. 
Las normas que se dictaron tuvieron la creatividad suficiente para distinguir -entre lo que 
se llama derechos consuntivos y no consuntivos- el caso de las aguas que se consumen, y 
por lo tanto se sustraen para siempre del cauce natural, y por otro lado, el de las aguas 
que se usan para ser devueltas con posterioridad, que es lo que hacen las centrales 
hidroeléctricas, por ejemplo. El tema de las aguas arrastró siempre las mismas inercias 
que gravaron el desarrollo de la minería. El mismo tipo de razones y sinrazones: que las 
aguas son públicas, que son de todos, que es el Estado el ente que ha de encargarse de 
                                                 
72 Constitución Política (1981); Código de Minería (1978); Código de Pesca (1978), y Decreto 
Forestal (1974), entre otros. 
73 En concreto, los sectores inversionistas en hidroenergía, minería, agua potable y saneamiento, 
agroindustria, actividad agroforestal y pesca industrial (Berghammer Vega, 1994). 
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administrarlas (...). El mismo discurso que no lleva más que a derrochar y sub-utilizar el 
recurso. ¿Qué ventaja tiene para un agricultor hacer una instalación de riego por goteo si 
está imposibilitado de vender a otro las aguas que él ahorrará con ese sistema? Tampoco 
en este terreno la asimilación de los principios y mecanismos modernizadores de 
economía de mercado fue fácil. Costó mucho introducirlos (...). El debate sobre el 
aprovechamiento de las aguas es relevante en muchas partes del mundo. (...). Los hechos 
son indesmentibles: el problema va a persistir mientras no se deje funcionar al mercado, 
para lo cual es fundamental previamente ir al reconocimiento cabal de los derechos de 
propiedad en el sector y de las reglas de mercado. Porque en definitiva el problema se 
reduce a eso, no obstante que la palabra propiedad sea todavía una palabra maldita en 
muchos campos. El propio gobierno militar no se atrevió a usar la palabra directamente. Se 
habla de propiedad sobre el derecho de aprovechamiento de aguas, no de propiedad de 
las aguas. El temor es absurdo. La propiedad es de lejos el sistema que mejor resguarda 
la función social y la correcta asignación de los recursos" (Büchi, 1992, pp. 85-87). 
 
Esta visión se plasmó pocos meses después en la Ley Nº 2.603 de 1979, que 
posteriormente daría origen al Código de Aguas de 1981, en la que se vislumbraban 
premisas similares: i) la regulación de los derechos de agua debería mantenerse 
compatible con una política de libre mercado; ii) la libertad en la transacción del recurso 
tendría que generar espacio para grandes inversiones en tecnologías de riego; iii) los 
impuestos anuales por derechos de agua no utilizados deberían fortalecer la venta del 
recurso; y, iv) sería necesario mejorar la eficiencia en general y modernizar el sector 
agrario. 
  
Con excepción del punto iii), todas estas premisas se integraron como motivos de fondo en 
el Código de Aguas de 1981. Desde la óptica del Estado, compete entonces relacionar los 
distintos y divergentes intereses existentes. El sector agrícola, presidido por la Sociedad 
Nacional de Agricultura (SNA), se interesaba, sobre todo, en una sólida regulación y 
protección de la propiedad privada del agua (y en este caso, principalmente en la 
protección frente a posibles expropiaciones), y en la limitación del papel del Estado luego 
del fallido intento de reforma agraria de los años setenta. Los círculos neoliberales pedían 
una implementación aún más estricta de mecanismos de libre mercado en el sector del 
agua, para permitir mayor movilidad y eficiencia en la administración del recurso. La 
legislación debería adecuarse al objetivo de una "política nacional de aguas" (Bauer, 1995, 
p. 104).  
 
El Código de Aguas de 1981 ancló tres principios en la legislación chilena, que se 
revisarán más extensamente a continuación: i) la libertad en la forma de aprovechamiento 
del agua; ii) la gratuidad y perpetuidad de la concesión de derechos de aprovechamiento; y 
iii) un papel limitado del Estado y las instituciones. 
 
La política neoliberal de la Junta Militar se decantó marcadamente en las diversas 
modificaciones de la legislación respecto de la gestión de los recursos naturales. Sectores 
lucrativos de la economía, como la minería, fueron privilegiados y, en cambio, economías 
colectivas tradicionales fueron legalmente limitadas (Gentes, 2000). Una consecuencia 
directa ha sido que ciertas comunidades ya no gocen del reconocimiento jurídico de los 
derechos consuetudinarios; sin embargo, la inscripción como poseedor oficial de títulos fue 
propiciada por el Estado (Vergara Blanco, 1998a, p. 162). 
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De acuerdo con Ríos y Quiroz (1995, p. 2) y Bauer (1995, p. 36), el legislador tomó las 
siguientes medidas para estructurar el Código de Aguas de acuerdo con la política 
económica liberal:  
 
• Los derechos de agua son separados de los derechos de tierras y transformados 
en un bien transable. De acuerdo con la definición contenida en la legislación, los 
derechos de agua adquiridos tienen el estatus de propiedad privada. La 
Constitución Política determina que el derecho de aprovechamiento es parte del 
derecho privado (Figueroa del Río, 1995); la aplicación de la nueva legislación 
sobre aguas ya no está condicionada por el tipo de aprovechamiento, lo que 
elimina las listas de prioridades para el acceso al agua; el Estado permanece 
formalmente  como propietario de todas las aguas, pero con menos obligaciones. 
En caso de simultaneidad de solicitudes de aprovechamiento, la concesión puede 
ser rematada al mejor postor. Una vez entregada la concesión, no se contemplan 
nuevos cobros para el poseedor de los derechos de agua, como impuestos, por 
ejemplo. 
 
• En caso de conflictos, el papel del Estado es muy restringido; las tareas de la 
Dirección General de Aguas, bajo la tutela del Ministerio de Obras Públicas, se 
centran en la infraestructura para el aprovisionamiento de agua, así como en el 
control, protección y organización de la distribución (Art. 298-307 y Art. 314). Los 
conflictos entre los poseedores de derechos de aprovechamiento deben ser 
resueltos de acuerdo con las normas vigentes del Derecho Civil. 
 
• Junto con el derecho de aprovechamiento consuntivo (Art. 12),                           
característico de los sectores mineros y de riego,  se implementa un derecho de 
aprovechamiento no consuntivo, principalmente para las empresas productoras de 
energía hidroeléctrica. Mientras el primero autoriza la explotación completa de la 
fuente de agua, el segundo obliga al poseedor del título de agua a mantener la 
calidad y cantidad de las reservas de agua a su disposición. Los derechos 
anteriores son en parte asumidos como vigentes y en parte regularizados; 
posteriormente se concederá a la mayor parte de los derechos consuetudinarios 
una inscripción de oficio en el Registro de Propietarios. 
 
• Las obligaciones de los dueños de derechos de aprovechamiento fueron 
eliminadas; de ese modo, de ser un bien nacional el agua pasó a ser un bien 
económico. En vista del aumento de los períodos de sequía y de la demanda de 
agua por parte de la industria y la minería, un recurso que era de todos se 
transformó en una materia prima transable en acciones para algunos. 
 
Como resultado más visible, las aguas distribuidas en cada cuenca conforme a los 
diferentes usos destacados pueden ser sometidas a transacciones económicas entre 
personas naturales o jurídicas. De acuerdo con el Código de Aguas de 1981, el objeto de 
esta comercialización no son las aguas mismas, que se mantienen como bienes 
nacionales de uso público, sino el derecho de aprovechamiento de ellas (Art. 5). No 
obstante, esta es una “privatización encubierta” del recurso, ya que una vez concedido el 
derecho, conforme a las normas establecidas en el mismo Código, este se constituye 
jurídicamente en un derecho de agua negociable. Agentes de las políticas nacionales y 
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asesores internacionales promovieron por más de dos décadas la legislación sobre aguas 
vigente en Chile como modelo para reformar otras legislaciones en la región y el mundo 
(Bauer, 2004). 
 
En resumen, entre los años 1981 y 2005 Chile cuenta con una legislación sobre aguas en 
la que: i) los derechos de agua son totalmente independientes de los derechos de 
propiedad de la tierra y pueden venderse, comprarse y transferirse libremente; ii) las 
solicitudes de nuevos derechos de agua no están sujetas al tipo de uso y no existe un 
orden de prioridades en cuanto a la utilización del recurso; iii) el Estado asigna los 
derechos de agua a título gratuito y perpetuo; cuando se presentan solicitudes simultáneas 
por los mismos derechos, estos se otorgan al mejor postor, por medio de remate, sin fijar 
tributo alguno, hecho que solo ha ocurrido en muy contadas ocasiones; iv) el papel del 
Estado en la solución de controversias es muy limitado; estas se resuelven más bien 
mediante negociaciones privadas o a través del sistema judicial; v) se definen usos 
consuntivos y usos no consuntivos del agua para promover la construcción de plantas 
hidroeléctricas en los cursos superiores de las cuencas, sin que estos afecten a los 
derechos consuntivos, nuevos o existentes, otorgados en los cursos inferiores con fines de 
riego; y, vi) en líneas generales, el derecho de uso de las aguas subterráneas se rige por 
las mismas normas legislativas que el de las aguas de superficie, con algunas 
disposiciones especiales (Rosegrant y Gazmuri, 1994; Muchnik y otros, 1997). 
 
La gestión, la participación social y los derechos de las organizaciones de usuarios en las 
políticas públicas hídricas en territorios rurales están enmarcados en las recientes 




C.  La reforma del código de aguas, la Ley 20.017 y su impacto en los derechos 
económicos, sociales y culturales 
 
Las modificaciones, cuya discusión tomó 13 años desde el primer debate parlamentario en 
1992, muestran que en el Chile actual es indispensable contar con el consenso político de 
todos los sectores parlamentarios y los intereses privados sobre la necesidad de 
modernizar la legislación (Gentes, 2005; Gentes y Yañez, 2005). En la reforma de 2005 se 
planteó que en materia de agua, el fisco debía: i) corregir las deficiencias de los mercados 
de derechos de aprovechamiento; ii) otorgar mayores facultades a la DGA, ente de la 
administración pública encargado de la re-regulación, intermediación, control y sanción; iii) 
asumir la necesidad de una protección pública más explícita del bien hídrico en lo atinente 
a las aguas y cauces; y iv) reconocer y fortalecer el estatus de la organización social del 
agua.  
 
No obstante, la reforma no cambió ninguno de los principios básicos que han caracterizado 
a la legislación hídrica en las últimas décadas, tales como el libre ejercicio de la facultad de 
derecho de aprovechamiento y la no afectación de derechos de aprovechamiento ya 
existentes.  
 
En términos generales, dentro de las funciones y facultades que corresponden a la DGA, 
destacan el otorgamiento y la constitución original de derechos de aprovechamiento de 
agua, como por ejemplo, permisos para extraer agua desde fuentes naturales, 
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subterráneas o superficiales, para cualquier uso. Con la modificación de la Ley Nº 20.017, 
estos usos deben ser justificados, sean de agua potable, minería, industria, riego, 
hidroelectricidad, etc., quienquiera sea el peticionario (instituciones o empresas públicas o 
privadas). 
 
A partir del 2006, la solicitud del derecho para hacer uso de un caudal de agua, sea 
superficial o subterráneo, debe indicar, entre otras cosas, el volumen de agua que se 
desea extraer. Hasta la modificación de junio de 2005, no era obligatorio en el 
procedimiento especificar los fines de uso ni justificar el caudal solicitado. Esta norma no 
es retroactiva en cuanto a los derechos ya otorgados, incluidos los derechos 
consuetudinarios o ancestrales a nombre de indígenas. A partir de la modificación, también 
se estipula el pago en efectivo de una patente por no uso del derecho, a diferencia de las 
legislaciones de otros países, como España o Argentina, o de regiones, como el oeste de 
Estados Unidos, en las que se establece un pago por el otorgamiento de derechos de 
aprovechamiento (William Obreque, 2003). Esta es una medida única en el continente. Así, 
el fisco opta por agilizar un mercado de derechos de agua en vez de intervenir 
directamente en los derechos de aprovechamiento asignados, lo que en algunas cuencas 
del país ha llevado a la monopolización de pocos sectores pertenecientes a empresas 
hidroeléctricas. Los resguardos y amparos ambientales de la Ley Nº 20.017, por su parte, 
priorizan en su esencia medidas mitigatorias de recomposición y recuperación, antes que 
principios de prevención y precaución explícita, y de reconstitución de caudales ecológicos 
o derechos patrimoniales (Dougnac, 1993). 
 
A continuación, en la Ley Nº 20.017 se establecen medidas de publicidad a la que debe 
ser sometida la solicitud. A partir de su recepción, la solicitud tiene que ser publicada en 
periódicos dentro de un período de 30 días, para que terceros afectados puedan hacer 
valer sus derechos solicitados en un mismo cauce. La legislación chilena contiene aquí 
otra particularidad (artículos 142 y 141, inciso tercero del Código de Aguas), y es que 
cuando hay otra persona que solicita derechos sobre las mismas aguas y no existen 
recursos suficientes para abastecer todas las solicitudes, “(…) el agua disponible se 
deberá subastar al mejor postor”. Una vez cumplidas todas las formalidades legales y visto 
que el otorgamiento no afecta a derechos de terceros y que el caudal de agua se 
encuentra disponible, la DGA está obligada a constituir el derecho en favor del particular, 
dictando la resolución para tal efecto (Jaeger, en Garduño, 2003). 
 
La legislación chilena sobre aguas ha sido aparentemente débil y, a nuestro entender, lo 
seguirá siendo, por ejemplo en aspectos como la protección de los usos ambientales, 
recreativos o de caudales ecológicos en las cuencas (OCDE/CEPAL, 2005), cuando los 
derechos de agua han sido asignados casi en su totalidad a usuarios generalmente 
distintos de las comunidades locales (Dourojeanni y Jouravlev, 1999a). Por otra parte, 
representantes de la administración pública alegan desde hace años contra el hecho de 
que muchos usuarios en centros urbanos no usan efectivamente los derechos que les han 
sido otorgados (Peña, 2002). Por estas dos razones, principalmente, se pretende agilizar 
los mecanismos de remate en los procedimientos de reasignación de derechos de agua en 
el mercado de bienes, que antes de la reforma fueron considerados ineficientes. Según las 
autoridades administrativas: “(…) después de 20 años de aplicación no puede caber duda 
respecto de la ineficacia del remate como mecanismos de decisión respecto de la 
asignación de los derechos originales, ya que en la práctica se ha comprobado que los 
supuestos para el mismo no alcanzan al uno por mil de las solicitudes y, en consecuencia, 
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no ha existido otra limitación para la asignación de nuevos derechos que la disponibilidad 
física del recurso y la no afectación de los derechos de terceros” (Peña, 2002:7).  
 
En concreto, la reforma llevada a cabo por medio de la Ley Nº 20.017 introduce 
mecanismos de pago de una patente por la no utilización de los derechos de 
aprovechamiento (Art. 129 bis 4). La DGA podrá declarar áreas de restricción, 
especialmente en zonas de acuíferos (Art. 63), y zonas de escasez (Art. 314). Además 
deberá llevar un registro actualizado de derechos de aprovechamiento (Art. 122), y 
paralizar obras o labores en cauces naturales que “no cuenten con la autorización 
competente y que pudieran ocasionar perjuicios a terceros” (Art. 129). Llama la atención la 
posibilidad de limitar un caudal (Art. 147), y un reglamento elaborado para rematar 
derechos. Este último se refiere principalmente a casos de derechos de aprovechamiento 
de agua constituidos que no han sido utilizados y/o cuyas patentes no han sido pagadas, 
por ejemplo, las que poseen muchas empresas de servicios públicos sanitarios (Art. 129 
bis 16), o cuando se presentan dos o más solicitudes de exploración de aguas 
subterráneas sobre una extensión territorial de bienes nacionales (Art. 58, 142).  
 
A partir de la reforma, la Presidenta de la República podrá denegar parcialmente una 
petición de derecho de aprovechamiento cuando sea necesario, y reservar el recurso para 
el abastecimiento de la población, “o por solicitudes de derechos no consuntivos, y por 
circunstancias excepcionales y de interés nacional” (Art. 147).  
 
Con la declaración de los caudales ecológicos mínimos se pretende armonizar las normas 
con las ya dispuestas en la Ley de Bases del Medio Ambiente (Art. 129). No obstante, se 
vincula estos caudales ecológicos mínimos a un límite hidrológico, que debe ser controlado 
permanentemente mediante un sistema exacto de monitoreo, y se contempla su 
intercalación –y no contradicción– con los derechos ya existentes. Como se señala en los 
párrafos segundo y tercero del Art. 129 modificado: “Artículo 129 bis 1.- Al constituir los 
derechos de aprovechamiento de aguas, la Dirección General de Aguas, velará por la 
preservación de la naturaleza y la protección del medio ambiente, debiendo para ello 
establecer un caudal ecológico mínimo, el cual sólo afectará a los nuevos derechos que se 
constituyan, para lo cual deberá considerar también las condiciones naturales pertinentes 
para cada fuente superficial. El caudal ecológico mínimo no podrá ser superior al veinte por 
ciento del caudal medio anual de la respectiva fuente superficial. En casos calificados, y 
previo informe favorable de la Comisión Regional del Medio Ambiente respectiva, el 
Presidente de la República podrá, mediante decreto fundado, fijar caudales ecológicos 
mínimos diferentes, sin atenerse a la limitación establecida en el inciso anterior, no 
pudiendo afectar derechos de aprovechamiento existentes. Si la respectiva fuente natural 
recorre más de una Región, el informe será evacuado por la Comisión Nacional del Medio 
Ambiente. El caudal ecológico que se fije en virtud de lo dispuesto en el presente inciso, no 
podrá ser superior al cuarenta por ciento del caudal medio anual de la respectiva fuente 
superficial”.  
 
Además, se pretende regularizar las captaciones no oficiales, especialmente de pozos, a 
través de inscripciones y límites gratuitos de captación, como se señala en el Art. 4 
transitorio: “...La Dirección General de Aguas constituirá derechos de aprovechamiento 
permanentes sobre aguas subterráneas por un caudal de hasta 2 litros por segundo, para 
las Regiones Primera a Metropolitana, ambas inclusive y hasta 4 litros por segundo en el 
resto de las Regiones, sobre captaciones que hayan sido construidas antes del 30 de junio 
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de 2004. Las solicitudes deberán ser presentadas hasta seis meses después de la entrada 
en vigencia de la presente ley.” 
 
Se otorga personalidad jurídica (Art.196) a las comunidades de agua establecidas según 
norma.74  
 
Se dota a las Juntas de Vigilancia, cooperativas y comités de agua potable de facultades 
de vigilancia de construcciones en cauces de cuencas puestas (Art. 299, letra c) en los 
sectores rurales, a fin de regularizar las obras de captación, por ejemplo, pozos 
construidos (Art. 6 transitorio). Además, en términos de descentralización y equidad del 
sistema de agua, se estipula que el 75% del producto neto de las patentes por no 
utilización de los derechos de aprovechamiento y remates tendrá que ser repartido 
anualmente en la siguiente forma: 65% al Fondo Nacional de Desarrollo Regional, y 10% 
en forma proporcional a la superficie de las cuencas de las respectivas comunas (Art. 129 
bis 19). 
 
Ahora, ¿cómo se contextualizan las reformas hídricas del 2005 con respecto a los 
derechos locales de agua que exigen, por ejemplo, las comunidades indígenas?  
 
Si se cruzan los logros de los programas públicos del sector hídrico en Chile (Gentes y 
Yáñez, 2005) con los parámetros futuros de un desarrollo nacional hídrico mediante figuras 
públicas y privadas de financiamiento, vemos que el tema de una política de 
“discriminación hídrica y territorial positiva” no ha pasado por la introducción de 
modificaciones a las legislaciones adyacentes y vinculantes (Ley Indígena; Ley de Riego; 
Ley de Bases del Medio Ambiente; Ley de Minería, entre otras).  
 
La Ley Indígena de 1993, por ejemplo, solo permite una asignación pro- discriminatoria a 
las comunidades indígenas del norte del país (Arts. 64 y 65). Este cuerpo normativo 
implica una superposición entre las organizaciones tradicionales y aquellas introducidas 
                                                 
74 Los usuarios de agua se encuentran organizados en distintos organismos, dependiendo de la 
fuente y del uso que hagan de los recursos hídricos. En teoría, estas organizaciones administran y 
distribuyen las aguas. La Dirección General de Aguas (DGA) cumple una labor de tuición general y 
de regulación. Buscando un uso del agua conforme a derecho, estas organizaciones pueden cobrar 
derechos o cuotas para la construcción, mantenimiento y administración de la infraestructura de 
repartición del agua. Las organizaciones de usuarios son: i) Juntas de Vigilancia: usuarios que 
aprovechan aguas de una misma corriente superficial; sus funciones son administrar y distribuir las 
aguas entre los miembros que tengan derechos, y explotar y conservar las obras de 
aprovechamiento común, entre otras. Como sus atribuciones giran en torno a los cauces naturales, 
también tienen funciones como la declaración de escasez, pudiendo reasignar las aguas según lo 
estime su directorio; ii) Asociaciones de Canalistas: usuarios responsables de la administración de 
la infraestructura primaria, como embalses y canales; poseen personalidad jurídica; iii) 
Comunidades de aguas: idénticas a las anteriores, aun cuando no poseen personalidad jurídica 
(eso cambió en virtud de la ley Nº 20.017 de junio 2005); y iv) Comunidades de obras de drenaje: 
usuarios que aprovechan obras de drenaje o desagüe en beneficio común (Brown y Saldivia, 2000). 
Las organizaciones de usuarios, en general, presentan varias limitaciones que entraban su acción; 
por ejemplo, la legislación chilena no distingue una participación segmentada de usuarios de 
derechos consuntivos y no consuntivos en las Juntas de Vigilancia; de esta manera, un gran usuario 
hidroeléctrico puede tener derecho a dominar la gestión de una determinada Junta de Vigilancia en 
un río (Floto, 1997; Galaz, 2002; Gentes, 2003; Bauer, 2001, 2004). 
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por la legislación, como son las Comunidades de Agua, las Juntas de Vigilancia o las 
Asociaciones de Canalistas. En general, en una comunidad indígena hay más de un canal, 
por lo que la existencia de una organización comunal con varias comunidades de aguas 
revaloriza el patrón de asentamiento, estructura, poder y gestión de los recursos. La 
comunidad indígena, sea de carácter formal o no, considera las tierras y las aguas que las 
irrigan como una unidad territorial, como parte suya, y se puede “argüir que la ley no puede 
venir a desarticular formalmente una organización, como es la comunidad indígena (....)” 
(Albornoz Guzmán, 2000, p. 8). 
 
Por su parte, la Ley de Bases del Medio Ambiente (Ley Nº 19.300) sustenta una política 
liberal del agua. Si bien en pasajes centrales de los Artículos 1, 41 y 42 se destaca la 
necesidad y obligatoriedad de las entidades públicas de proteger y conservar los 
biosistemas, y se impone a los derechos de aprovechamiento de aguas una manutención 
mínima del caudal ecológico (por ejemplo, que las aguas de superficie y subterráneas 
deben ser consideradas como una unidad natural), el anexo del Artículo 1 deja abierta la 
posibilidad de que el Estado aplique la legislación más acorde con las industrias, al usar la 
expresión: “sin perjuicio de lo que otras normas legales establezcan sobre la materia”. La 
Ley de Bases del Medio Ambiente no es vinculante con otras legislaciones, ni mucho 
menos resolutiva en caso de conflictos de agua entre usuarios formales o no formales, que 
son muy frecuentes en los territorios rurales que registran altos impactos de sectores 
económicos.  
 
La Ley de Riego es un cuerpo normativo clásico de políticas públicas de fomento, que 
busca principalmente la inversión de capitales privados en obras de riego. Este marco 
regulatorio carece de criterios y procedimientos claros para determinar las dotaciones 
básicas, mínimas y máximas de un sistema de cuenca o de unidad. Tampoco establece 
mecanismos para el funcionamiento de la administración por medio del mercado de 
derechos de agua. En ningún párrafo se refiere a los niveles y grados de participación de 
las comunidades en el diseño, planificación, ejecución y control de obras de riego. En 
concordancia con esta ley, la Política Nacional de Riego (2003) recién formulada apunta a 
implementar esquemas de alta rentabilidad, tecnologización y competitividad en el sector 
agropecuario de riego. En la actualidad, la Comisión Nacional de Riego (CNR) está 
poniendo en práctica un sistema de desarrollo de las comunidades de aguas que ha 
permitido avanzar solamente en los temas que el Estado promueve y no necesariamente 
en los que son de interés para las comunidades. 75  
                                                 
75 Como resultado más visible, entre los años 1987 y 2004 los fondos disponibles para promover la 
inversión privada en obras de infraestructura de riego y drenaje han aumentado de 0,7 millones de 
dólares americanos a 41 millones. En este contexto, la inversión destinada a organizaciones de 
usuarios de aguas -actualmente hay unas 2.900 formalmente constituidas- ha llegado a representar 
el 61% del total en el año 2004. Las cifras confirman la expansión e importancia del sector 
silvoagropecuario, que ha tenido el mayor crecimiento en los últimos años (PIB del año 2004 Δ+ 6,6 
% respecto de 2003), y es el eje productivo que demanda más mano de obra (783.000 empleos 
anuales). Según el censo sectorial realizado el año 1997, 125.216 predios con riego sustentan gran 
parte de estos resultados, concentrados entre las regiones  III y VIII. El 55% de las explotaciones 
regadas tiene una superficie inferior a 2 ha (un 27% tiene menos a 0,5 ha), y el 53% de la superficie 
regada corresponde a predios de menos de 50 ha. En materia de riego, entre los años 2000 y 2004, 
a través de la Ley de Fomento a la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje, la CNR ha 
intervenido 541.535 ha, de las cuales 35.198 ha han sido dotadas de riego y drenaje tecnificados. 
La superficie fue intervenida mediante 2.696 proyectos, que han beneficiado a 69.283 agricultores y 
                                                         




Según el fisco, el objetivo es contribuir a la modernización de las organizaciones de 
usuarios de aguas para que se transformen en organizaciones integradas que, además de 
cumplir con sus funciones básicas, establezcan lazos efectivos con los servicios estatales 
y privados para  garantizar un aprovechamiento óptimo de las aguas, mediante un 
desarrollo productivo competitivo basado en la agricultura de riego (CNR, 2003). El 
documento técnico deja vislumbrar sus debilidades cuando plantea, por un lado, “fomentar 
el mercado de agua” (CNR, 2003, p. 6), pero, a la vez perfeccionar el papel subsidiario 
(intervencionista entonces) del Estado, ya que “… se ha visto que el mercado por sí sólo 
no siempre es capaz de incorporar toda la complejidad de la situación de mediano a largo 
plazo, en relación a la disponibilidad del recursos hídrico” (CNR, 2003, p. 32). En un solo 
punto el documento toca aspectos de reserva o caudal ecológico, en relación con las 
externalidades de mercado que producen las empresas mineras en zonas agropecuarias. 
Esto es cuando señala que muchas veces las transacciones de derechos de agua entre 
agricultores y empresas “… significan el traspaso de recursos hídricos de una cuenca a 
otra, ya que frecuentemente cerca de 70% de los caudales usados como derechos 
consuntivos retornan hacia aguas abajo” (CNR, 2003, p. 32). 
 
Por otra parte, existen las “leyes fuertes”, que implican una política de prioridades, como 
en el caso del Código de Minería. El Estado, como propietario, accionista y otorgador de 
las concesiones mineras, está directamente interesado en una “conveniente y cómoda 
exploración y explotación minera (...)” (Código de Minería, Ley Nº 18.248, 1983, Art. 120).76  
 
Al mismo tiempo, los Artículos 110 y 111 ligan la entrega de una concesión minera con el 
derecho expreso y amplio de aprovechamiento de las aguas que se encuentren en el 
terreno de explotación de los recursos mineros subterráneos.77 
 
                                                                                                                                                      
representan una inversión total de 102.000 millones de pesos. Se debe destacar que en este 
periodo se han incorporado 22.530 ha a nuevo riego. 
76 Los pasajes centrales de los Artículos 1, 2 y 22 del Código de Minería de 1983 son: “Artículo 1.-El 
Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescindible de todas las minas, 
comprendiéndose en éstas las covaderas, las arenas metalíferas, los salares, los depósitos de 
carbón e hidrocarburos y las demás sustancias fósiles, con excepción de las arcillas superficiales, 
no obstante la propiedad de las personas naturales o jurídicas sobre los terrenos en cuyas entrañas 
estuvieren situadas (...). Artículo 2.- La concesión minera es un derecho real e inmueble; distinto e 
independiente del dominio del predio superficial, aunque tengan un mismos dueño; oponible al 
Estado y a cualquier persona; transferible y transmisible, susceptible de hipoteca y otros derechos 
reales y, en general, de todo acto o contrato; (...). La concesión minera puede ser de exploración o 
de explotación; esta última se denomina también pertenencia: cada vez que este Código se refiere a 
la o las concesiones, se entiende que comprende ambas especies de concesiones mineras. Artículo 
22.- Toda persona puede hacer manifestaciones o pedimentos y adquirir concesiones mineras en 
trámites o constituidas, o cuotas en ellas, o acciones en sociedades regidas por este Código (...).” 
77 Los artículos 110 y 111 del Código de Minería de 1983 expresan: “Artículo 110.- El titular de 
concesión minera tiene, por el solo ministerio de la ley, el derecho de aprovechamiento de las aguas 
halladas en las labores de su concesión, en la medida en que tales aguas sean necesarias para los 
trabajos de exploración, de explotación y de beneficio que pueda realizar, según la especie de 
concesión de que se trate. Estos derechos son inseparables de la concesión minera y se extinguirán 
con ésta. Artículo 111.- El uso de las demás aguas necesarias para explorar, explotar o beneficiar 
sustancias minerales se sujetará a las disposiciones del Código de Aguas y demás leyes 
aplicables.” 
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En suma, en el caso chileno la falta de una entidad fiscalizadora única y de un sistema 
público de compensación de derechos de aguas cedidos en los territorios redunda en 
fuertes desequilibrios del sistema de agua: debilidad generalizada de los actuales 
mecanismos de control sobre usos sostenibles, falta de concertación equitativa de actores, 
y ausencia de medidas de preservación y conservación ambiental.78  
 
La inexistencia de una entidad pública legalmente responsable ha provocado problemas, 
especialmente en los ámbitos de la administración y la asistencia técnica de los servicios 
sanitarios. En efecto, ninguna institución del Estado, dentro de sus funciones normadas por 
ley, tiene competencia en el tema de los servicios sanitarios del sector rural. La 
Superintendencia de Servicios Sanitarios solo está facultada para regular el sector urbano, 
quedando inhabilitada en todo el territorio rural.79 
 
Los mercados de agua, tal como se dan hoy en día, ofrecen escenarios poco 
transparentes para las negociaciones de actores con derechos formales y no formales, y 
privilegian la fusión entre intereses públicos y privados. Estos escenarios se vuelven aún 
más preocupantes cuando: i) se favorece el acceso legal prioritario de determinados 
sectores económicos –la demanda– frente a consideraciones de conservación ambiental e 
hídrica y, por tanto, en la reforma de 2005 no se definió la forma de implementar la 
expropiación y compensación de derechos, que causa impactos socioeconómicos, 
ambientales y patrimoniales. Tampoco se han determinado las posibilidades de re-uso o la 
eficiencia y readaptación de sistemas locales públicos y comunitarios de riego; ii) las 
estrategias y programas públicos aún no dejan un espacio flexible para la gestión y 
práctica social en muchos territorios; iii) a los marcos legales nacionales se superponen 
acuerdos de libre comercio y de inversión, lo que también condiciona la acción hídrica 
pública y la gestión ambiental local; y iv) se tiende a seguir satisfaciendo las crecientes 
demandas de los sectores mineros –mientras los niveles de agua en muchas cuencas del 
país, como la del río Loa, requieren una intervención directa del Estado, y deben ser 
declaradas zonas de escasez–, y, en forma paralela, se produce un mayor grado de 
contaminación, de falta de organización social y de resolución efectiva de conflictivos 
(Gentes, 2004). 
 
En cambio, una política de sostenibilidad hídrica activa debería acoger la creciente 
preocupación por el patrimonio ambiental e hídrico, en conjunto con la aplicación de 
instrumentos económicos de valorización del agua en todos los territorios, y fomentar una 
gestión de cuencas hidrográficas mediante consejos o plataformas ciudadanas de 
concertación de microcuencas. Estos entes podrían cumplir una triple función: i) proteger el 
ambiente por medio de programas específicos de gestión local y territorial; ii) prevenir y 
evitar la construcción de monopolios de poseedores de derechos, mediante un registro 
descentralizado que permita realizar las transacciones respectivas, establecer nuevos 
derechos y autorizar transferencias, cumpliendo con los principios básicos de las 
                                                 
78 Véase nota al pie de la pagina 2. 
79 Después de 40 años de vigencia del programa de agua potable y saneamiento en el sector rural, 
algunos funcionarios públicos reclaman que solo se cuenta con la voluntad política de los gobiernos 
de turno y de los parlamentarios de los distritos rurales para llevarlo adelante, puesto que las 
localidades rurales no fueron incluidas en la Ley Sanitaria que fija la institucionalidad para esa 
industria, probablemente porque los servicios rurales no se autofinancian (Alegría y Charpentier, 
2004). 
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legislaciones sectoriales más importantes, como las de aguas, ambiental, indígena y de 
salud; y iii) habilitar un sistema moderno de contabilidad y cuentas públicas participativas, 
que haga posible reducir los grados de especulación en los precios de los derechos de 
agua. 
 
D. Temas emergentes o anatomía de los conflictos en torno al agua 
 
La mayoría de los conflictos sobre acceso y uso del agua en Chile surgen en el ámbito 
local y parten por una demanda de reconocimiento, sea colectivo o comunitario. Sin 
embargo, la negociación entre los actores interesados y las entidades públicas no los 
incluye a todos en igualdad de condiciones,  especialmente en lo que respecta al acceso a 
la información y al derecho a la toma de decisiones (Gentes, 2003; Cuadra Lizana, 2002; 
Lillo Vera, 2003a, 2003b). 
 
Los conflictos ambientales que se han suscitado en los últimos años han hecho posible 
que en muchas localidades y asentamientos humanos se tome mayor conciencia en 
cuanto a las externalidades y la gestión público-privada.80 De esta manera, la nueva 
“acción eco-social” pareciera ser contestataria frente a la acción pública, planteando 
modelos alternativos de desarrollo hídrico y ambiental sostenibles (Bravo y otros, 2003; 
Matus y otros, 2004; Osorio y Carrasco, 2005). Según los últimos informes del PNUD 
(2004) y la OCDE (2005), se constata un alto grado de contaminación orgánica e 
inorgánica, entre otras, en los ríos y cauces chilenos –haciéndose hincapié en las malas 
prácticas agrícolas y la falta de sistemas de saneamiento básico en zonas rurales–, 
además de tensiones entre grandes proyectos de desarrollo, principalmente hidroeléctricos 
y mineros. La necesidad de movilizar a la sociedad civil en su conjunto y crear una agenda 
ambiental ciudadana sostenible, que responda a las disfuncionalidades de los marcos 
regulatorios actuales, ha sido recogida por algunas organizaciones no gubernamentales 
(Orrego, 2002; Matus y otros, 2004; Luna y otros, 2004, Osorio y Carrasco, 2005).81 
                                                 
80 Dos casos emblemáticos, ampliamente discutidos en la prensa televisiva, radial y escrita, son el 
proyecto minero Pascua Lama, de la transnacional Barrick Gold, que pretende remover dos 
glaciares en la III Región, y el proyecto de Celulosa Arauco, que causó la contaminación de cauces 
de agua y la muerte de cisnes de cuello negro, especie en vías de extinción. Ambos recibieron 
estudios de impacto ambiental favorables en el año 2001, lo que suscitó miradas críticas y protestas 
regionales e internacionales sobre la forma de operar de la política ambiental implementada por el 
Ministerio Secretaría General de la Presidencia (SEGPRES) y la CONAMA (véase Comisión 
Regional del Medio Ambiente, COREMA, 2001: Segundo informe consolidado de solicitud de 
aclaraciones, rectificaciones y/o ampliaciones al estudio de impacto ambiental del proyecto 
"modificaciones proyecto Pascua Lama" de la compañía Minera Nevada Ltda. Región de Atacama, 
Gobierno de Chile; Luna y otros, 2004). 
81 Se observa una tendencia preocupante en las políticas sobre aguas: la fusión de gestión pública y 
privada del agua, que surge mediante proyectos políticos estratégicos y es fuertemente propulsada 
a través de asesorías encargadas a funcionarios de instituciones internacionales a lo largo de la 
región. Llama la atención que muchos funcionarios internacionales manejen un doble discurso, ya 
que, por un lado, promueven el amparo del ecosistema y de las localidades afectadas por el 
mercado de aguas, mientras que, por el otro, encauzan las políticas públicas hacía una 
liberalización de las legislaciones, bajo el argumento del “desarrollo hídrico nacional”. Los salarios y 
aguinaldos dobles y triples que reciben los “expertos internacionales” y la ausencia casi total de 
cuentas públicas, transparencia y responsabilización (accountability) en el seno de estos 
organismos supuestamente reguladores, reitera las sospechas sobre su imparcialidad. En 
                                                         




A partir del análisis legal, jurisprudencial y político efectuado, es evidente que en el 
ordenamiento jurídico chileno el derecho de propiedad da máxima certeza jurídica y un 
amplio amparo jurisprudencial en cuanto a los derechos de agua de comunidades 
indígenas y campesinas. Sin embargo, sus contenidos normativos exigen cierta 
redefinición a la luz de los derechos indígenas, la sostenibilidad ambiental de los sistemas 
de gestión y manejo, así como la titularidad colectiva del derecho y su ejercicio conforme a 
los usos y costumbres locales. 
 
Otra lección que surge de la evaluación histórica y del análisis de la normativa positiva de 
la legislación sobre aguas en Chile (Gentes, 2002; 2003) es que el Código de Aguas no 
debe ser interpretado como producto de un proceso de construcción social, sino más bien 
como un discurso político exclusivo desde arriba hacia abajo (top-down discourse) sobre 
recursos hídricos, y una imposición de las diferentes ideologías de poder imperantes en el 
país. Los reglamentos organizativos respecto del agua siempre fueron impuestos por 
medio de decretos, reformas o modificaciones, desde una institucionalidad nacional 
centralizada que no otorga poderes delegados a los gobiernos descentralizados ni locales. 
Desde el primer Código de Aguas de 1951 –con la excepción del Código de 1969–, han 
prevalecido los mecanismos de mercado y de seguridad jurídica que debían ser los 
principios básicos para la gestión del agua. En cambio, la participación en los procesos de 
decisión política ha sido marginada hasta la actualidad en todos sus niveles y grados. 
 
Esto es obvio cuando se analizan algunos casos emblemáticos de denegación de 
derechos locales de agua, que arrojan luz sobre la dramática situación de los habitantes 
indígenas y campesinos en algunas cuencas, como la del río Loa. Este y otros casos 
ponen claramente de manifiesto la negligencia de los encargados del sistema de estudios 
de impacto ambiental (SEIA) vigente en el país, además de la existencia de una 
planificación de políticas energéticas y de recursos naturales en la que no se considera la 
trascendencia y continuidad histórica de los territorios y hábitat ecológicos de muchas 
comunidades locales indígenas y campesinas (Gentes y Yáñez, 2005).  
 
En este momento, el enclaustramiento de las comunidades indígenas entre varias leyes 
sobre aguas y la coyuntura de desarrollo liberal hídrico del país solo puede ser revocado 
sustantivamente por la vía de la jurisprudencia. El fallo de la Corte Suprema de junio del 
2004 fue una sentencia emblemática que resolvió el asunto “Comunidad indígena de 
Toconce versus Empresa de Servicios Sanitarios de Antofagasta (ESSAN S.A.)” 
reconociendo la propiedad ancestral de la comunidad indígena de Toconce sobre los 
                                                                                                                                                      
programas con  presupuesto alto, financiados por consorcios internacionales, se pretende formar, 
por medio de “talleres de expertos”, futuros estrategas especializados en el tema del agua, que 
muchas veces terminan siendo voceros de las empresas transnacionales. Por ejemplo, en los 
talleres del Comité Técnico Asesor para Sudamérica (SAMTAC), de la Asociación Mundial del Agua 
(Global Water Partnership), realizados entre 2001 y 2005 en la región, hubo una ausencia llamativa 
del tema del conflicto en la gestión hídrica. La participación se formuló en términos de acceso a las 
licitaciones y concesiones públicas de empresas privadas sanitarias, y no con el sentido de 
empoderar la organización social y colectiva en relación con el agua. Al no hacerse cargo de las 
externalidades que producen los modelos mercantiles en las aguas de las localidades, los 
organismos internacionales se hacen directamente responsables de la falta de gobernabilidad y 
corren el riesgo de perder más y más legitimidad y representatividad ante la opinión pública. 
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derechos de agua demandados, y sentando como jurisprudencia que la propiedad 
ancestral indígena sobre las aguas, derivada de prácticas consuetudinarias, constituye 
dominio pleno.82  
 
Este pronunciamiento adquiere importancia en la lucha por la defensa y reconocimiento de 
los derechos de agua. Si bien en términos cuantitativos se ha logrado un registro de 
humedales y áreas silvestres en territorios indígenas, desde la reforma del Código de 
Aguas en 1996 (DGA, 1996; Alegría y Valdés, 2001; Cuadra Lizana, 2001), no se ha 
avanzado lo suficiente en la implementación paralela de un sistema cualitativo de gestión, 
que incorpore el conocimiento local y la capacitación de las comunidades para diseñar, 
planificar y coejecutar proyectos de desarrollo. Estos mecanismos mitigarían claramente 
los conflictos de las comunidades cuando se ponen en marcha proyectos económicos en la 
cercanía de sus territorios. Se debe garantizar, además, la transparencia y la acción de las 
colectividades comunitariamente legitimadas en las negociaciones sobre compensación, 
por ejemplo, en el caso de la perforación de pozos para proyectos de riego, las 
plantaciones forestales de especies exóticas,  las extracciones mineras, etc., a fin de ir 
eliminando el grado de desconfianza existente y aumentar la credibilidad de las entidades 
gubernamentales.  
 
Mediante esta actividad, según algunos funcionarios públicos, se ha podido mejorar la 
interacción y la gestión con las comunidades indígenas del norte de Chile, al lograr una 
efectiva protección de su entorno y ambiente, junto con sus recursos hídricos; por ejemplo, 
en la conservación y uso sostenible de los humedales (Alegría 2004; Contreras, 2002; 
Pourrut y Núñez Atencio, 1995). Una vez establecidas las áreas de protección en 1996, las 
empresas mineras, u otros particulares externos, han evitado solicitar autorizaciones para 
exploración o derechos de aprovechamiento de aguas en dichas zonas. Pese a ello, no se 
ha evaluado a cabalidad qué sucede cuando las exploraciones mineras se encuentran en 
directa cercanía de los humedales. El oficialismo tampoco ha cuestionado el actual 
Sistema de Estudios de Impacto Ambiental (SEIA), pese a que, en su mayoría, los estudios 
son financiados por los demandantes de los proyectos y, por lo tanto, pueden ser 
funcionales con respecto a los intereses de los inversionistas. 
 
Por su parte, los resultados de los programas públicos hídricos enseñan que, en general, 
la flexibilización de una norma jurídica y oficial, junto con el diseño y la implementación de 
proyectos hídricos sectoriales y asociativos (con recursos propios sostenidos y procesos 
de seguimiento y monitoreo), han resultado en muy pocas plataformas de concertación 
para la protección y conservación de ecosistemas y, en sus efectos sociales y 
                                                 
82 La comunidad de Toconce, según el fallo, es dueña ancestral de los derechos de agua 
cuestionados, vale decir, propietaria en virtud de texto expreso de ley, porque así se dispone en el 
artículo 3° transitorio de la Ley Indígena Nº 19.253 sobre protección, fomento y desarrollo de los 
pueblos originarios. El razonamiento del tribunal se fundamenta en las normas del artículo 7 del 
Decreto Ley 2.603 de 1979, que precedió al actual Código de Aguas, en el que se había reconocido 
expresamente el uso consuetudinario de las aguas como derecho. Estos derechos habían recibido 
amparo constitucional en virtud del artículo 19 N° 24 de la Constitución Política de la República. En 
la sentencia se sostiene que el artículo 2° transitorio del Código de Aguas vigente debe ser 
interpretado a la luz de los principios que inspiraron la normativa antes citada y que, por lo mismo, 
es preciso concluir que la intención del legislador es regularizar el derecho de dominio que emana 
de las prácticas consuetudinarias, a través de su inscripción en el registro Conservatorio respectivo 
(véase Gentes y Yañez, 2005). 
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medioambientales, solo mitigan parcialmente las externalidades asociadas al Código de 
Aguas de 1981 (Gentes y Yañez, 2005). En concreto, si el fisco no asigna nuevos fondos y 
recursos humanos a las entidades públicas encargadas de la distribución, defensa y 
desarrollo público de las aguas, estas difícilmente podrán garantizar el amparo de los 
derechos especiales sobre usos, acceso y beneficios de la explotación de recursos 
naturales en territorios asignados al desarrollo de las comunidades indígenas.83 
 
En el país pareciera vislumbrarse una política de zonificación encubierta, en el contexto de 
una inserción comercial de algunas regiones y territorios, al costo de la inestabilidad 
ambiental y social de otras. En el caso de los recursos hídricos de la cuenca del río Loa, 
por ejemplo, este hecho se traduce en que se solicitan y constituyen derechos de 
exploración de aguas subterráneas a nombre de empresas mineras, en volúmenes que 
normalmente sobrepasan los 1.000 l/s. Las demandas insaciables de este sector ponen en 
riesgo los apenas 3.000 l/s constituidos a nombre de indígenas. Estos se ven forzados a 
abandonar la actividad agrícola o a negociar, con poco poder económico y representativo, 
transando de alguna manera sus derechos ancestrales para garantizar su sobrevivencia y 
posibilitar la migración a los centros económicos. En la actualidad, en los asentamientos 
indígenas y campesinos del Alto y Bajo Loa, “(...) viven, principalmente, los niños y 
ancianos, ya que aquellos habitantes en edad productiva migran para ir a trabajar a la 
ciudad. Los emigrantes, sea por razones laborales o educacionales, juegan un papel 
importante en el proceso de cambios socioculturales ya que mantienen contactos con sus 
comunidades de origen” (Sancha, 1998, p.10, en Massud, 2002). 
 
La migración de la población y la privación de los recursos hídricos ha sido una constante 
entre las externalidades negativas generadas por los proyectos de inversión en territorios 
indígenas (Peña, 2004, p. 106; Mamani Chambe y  Vilca Ticuna, 1988; Aldunate del Solar, 
1985; Nuñez Atencio, 1985; Gentes y Yáñez, 2005). 
 
El tema de los derechos locales y/o indígenas sobre el agua no constituye prioridad 
política. Por lo tanto, el desafío consiste en establecer bases normativas que permitan 
intensificar la defensa de los derechos indígenas en un marco jurídico adecuado y de 
políticas de mitigación de la pobreza, así como superar las condiciones de vulnerabilidad 
en que se encuentran las comunidades indígenas y campesinas. La protección efectiva y 
la defensa de sus derechos –y no de desarrollo hídrico precisamente– parecieran estar 
lejos de alcanzarse (Albornoz Guzmán, 2001; Cuadra Lizana, 2001; Díaz Paez, 1995; 
Gentes y Yáñez, 2005). 
 
Esta crítica sustantiva refleja las dimensiones del esfuerzo que hizo el Estado chileno a 
partir de los años noventa con vistas a establecer una politica social, ambiental e hídrica 
que permitiese cumplir ciertos principios, junto con una política pública de asistencia 
técnica y financiera, como el suministro de agua potable, la constitución de derechos 
especiales para las comunidades indígenas y la inclusión del concepto de participación en 
el quehacer de los órganos públicos. Si bien es cierto que a partir del proceso de 
democratización (1990), los programas públicos en torno a los grupos sociales han 
                                                 
83 Estas entidades públicas serían, en especial, la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena 
(CONADI), la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA), la Corporación Nacional Forestal 
(CONAF), la Dirección General de Aguas ( DGA) y la Dirección de Obras Hidráulicas (DOH). 
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adquirido diversidad en su estructura interna, flexibilidad en su planificación y diseño, y 
continuidad en términos de sostenibilidad financiera, estos avances generales y 
conceptuales no deben hacernos soslayar el hecho de que aún quedan tremendos 
desafíos por delante. 
 
En lo jurídico, no se ha concretado la ratificación de la ley de participación ciudadana ni el 
reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas, elementos que podrían normar 
derechos de segunda categoría (DESC), como la consulta, el referendo, los poderes 
delegados, las propuestas legislativas y los derechos territoriales. Si bien una cultura de 
participación está arraigándose sutilmente en el interior de la gestión pública, la 
ciudadanía, en general, no ha podido salir de un estado de desafección y desconfianza 
posdictatorial y hacer suyos los grandes debates en torno al desarrollo sostenible y la 
participación política, en el marco de un proceso de globalización (Gentes, 2005).  
 
En lo administrativo, para el reconocimiento de los derechos de aguas consignados 
prioritariamente a colectivos y asentamientos indígenas, la institucionalidad debería 
disponer de dos mecanismos paralelos que permitan: i) la definición de derechos de agua 
por medio de prescripciones burocráticas, o ii) la generación de derechos mediante un 
proceso gradual de negociación de abajo hacia arriba (bottom-up strategy) (Molle, 2004).  
 
En el plano de las políticas públicas en cuestiones de aguas indígenas sería preciso 
combinar al menos tres procesos, a partir de una administración por cuencas específicas y 
de controles y sanciones locales y supralocales. Estos serían: i) la posibilidad de postular, 
adquirir y transferir derechos de agua a través del procedimiento administrativo del Fondo 
para Tierras y Aguas Indígenas (perteneciente a la CONADI), con el acuerdo colectivo de 
las comunidades jurídicas; ii) el reconocimiento de la constitución de derechos locales por 
medio de asignaciones de lotes de agua en un sistema de cuenca; y iii) el derecho de las 
comunidades indígenas, constituidas por mayoría, a una apropiación previa del agua y a 
derechos preservados en sus terrenos, reconocidos por normas y usos consuetudinarios 
en la Ley Indígena y el Código de Aguas. 84 
 
                                                 
84 Los derechos denominados asignaciones en lotes o bancos de agua (water allotments), son 
producto de procesos de negociación, y se diferencian de los derechos formales por su colectividad 
(entrega a pequeños grupos de usuarios) y control (por ejemplo, en la expansión, reducción o 
limitación de nuevos usuarios, pero también del grado y calidad hídrica) y su posibilidad de aplicar 
sanciones locales socialmente aceptadas y reconocerlas en los procesos administrativos 
nacionales, como ocurre en regiones de riego en Turquía (Brevet, 2004; Greenhalch y Sauer, 2003; 
Gleick y Morrison, 2004). Molle (2004), considera la asignación de lotes de agua como un sistema 
de fortalecimiento de la regulación local, especialmente en regiones con diversidad de derechos. 
Para eso, el Estado tendría que seguir garantizando el suministro, asignando recursos humanos 
calificados y fortaleciendo el sistema informativo de la gestión local (Molle, 2004, p. 223). Las 
asignaciones en lotes, paralelas al registro oficial, constituirían en el caso chileno un insumo 
interesante para fortalecer una gestión participativa de cuencas hidrográficas, marco en el que se 
podría mejorar la acción transversal entre usuarios de aguas arriba y aguas abajo mediante 
mecanismos económicos innovadores de compensación y restitución por usos del agua y acceso a 
ella.  
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En la actualidad, la gran mayoría de las comunidades indígenas se constituyen funcional y 
asistencialmente según los programas públicos de agua.85  
 
Las demandas de tierras y aguas que ha acogido la CONADI demuestran que el Estado 
debe aumentar y mejorar su presencia, proveer más fondos y diseñar programas 
sectoriales eficaces que integren la organización de los usuarios, la gestión comunitaria y 
la identidad cultural en el quehacer público.86 Para los otros programas públicos con 
pertinencia cultural indígena, el interrogante es cómo avanzar en programas de asistencia 
que sean funcionales con respecto a los poderes tradicionales del Estado, y en la 
formulación e implementación de políticas de gestión territorial, incluida una gestión 
ecosistémica y de demanda del agua, como se practica, por ejemplo, en la mayoría de los 
países europeos y estados federados del oeste de los Estados Unidos.87/88  
 
                                                 
85 Solo algunos movimientos del pueblo mapuche (Coordinadora Arauco-Malleco, Consejo de Todas 
las Tierras, Comunidades Nagche) prefieren permanecer aislados y no pretenden asociarse con 
otros sectores sociales como movimientos y organizaciones ecológicos o de derechos humanos. 
Asumen una actitud proactiva, aprovechando las políticas públicas para formular una estrategia de 
etno-desarrollo y de determinación de derechos locales, especialmente en relación con los recursos 
naturales, como tierra, bosques y agua.  
86 El Catastro de tierras, riego y aguas indígenas, realizado por la Universidad de Concepción en 
2004, es el único antecedente disponible sobre derechos de agua consuntivos, superficiales y 
subterráneos solicitados por indígenas a la DGA, y de derechos aprobados según provincia y 
región. En este figuran 78.016 l/s de derechos solicitados por indígenas en todas las regiones del 
país, frente a 36.003 l/s constituidos como derechos de aprovechamiento de agua. En concreto, por 
medio del Fondo para Tierras y Aguas Indígenas (FTAI) se deben financiar diferentes servicios 
públicos, como: i) el subsidio para la aplicación del Art. 20, letras a) y b); ii) la transferencia a 
comunidades indígenas de inmuebles fiscales; iii) el saneamiento y la regularización de la 
pertenencia indígena; iv) la transferencia a la preinversión para el FTAI; v) el subsidio para el 
saneamiento de derechos de agua para indígenas; vi) el subsidio para la adquisición de derechos 
de agua por parte de indígenas, y vii) el subsidio para obras de riego o drenaje para indígenas. Del 
presupuesto total de la CONADI para el año 2005 (14.935.637 dólares), un total de 12.345.637 
dólares se asignó a la aplicación del artículo 20, letras a) y b), lo que incluía el subsidio de tierras 
(4.320.000 dólares), la compra de tierras para comunidades en conflicto (7.795.637 dólares) y los 
planes de apoyo predial (230.000 dólares) (CONADI-Nacional, 2005: Distribución Presupuestaria, 
2005, Temuco, Gobierno de Chile, Fondo para Tierras y Aguas Indígenas). 
87 En Europa, la tendencia general apunta a separar los derechos de uso de la propiedad (sea 
pública o privada), y someterlos a concesión por tiempo limitado. Mientras la gestión de ríos y 
acuíferos concede a los actores de cuencas más poder en la distribución del agua, el nuevo papel 
del Estado no es tanto el de dueño, sino el de custodio del bien hídrico. En otras palabras, una 
política hídrica moderna debe marcar las reglas democráticas para dar prioridad a las necesidades 
del ecosistema y a los usos de interés general (Comunidad Europea, 2005). 
88 Estados Unidos es el país en el que la crisis del “estructuralismo hidráulico” de las estrategias de 
oferta aparece en forma más visible (Comunidad Europea, 2005). Desde finales de los años 
ochenta, la política oficial de la Oficina de Reclamación (Bureau of Reclamation) y de la Agencia de 
Protección Ambiental (Environmental Protection Agency, EPA), entre otras instituciones, asume la 
necesidad de priorizar estrategias de gestión de la demanda y de conservación. A causa de esto, el 
ritmo actual de demolición de viejas presas (más de 500 hasta el momento) supera el de las nuevas 
construcciones. Al mismo tiempo, se comenzaron a instalar y promover los bancos de agua, como 
mercados públicos de agua, que en muchos caso han resultados ser herramientas eficaces para la 
gestión de la crisis de escasez en el oeste de California. 
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El desafío para el oficialismo radica, entonces, en cómo orientar la oferta pública y 
estratégica hacia el diseño de políticas y programas participativos que no se decidan y 
modelen en función del contenido de la oferta, sino de las demandas específicas y 
potenciales de colaboración de los grupos emergentes y vulnerables, con un enfoque 
territorial y ecosistémico. 
 
En la gestión local del agua, el reto consiste en garantizar la sostenibilidad de las políticas 
públicas sectoriales por medio de políticas fiscales e inversiones especiales, y de una 
organización sistémica de los usuarios. Esto implica tanto un empoderamiento local en 
aspectos de manejo, control y asociatividad conceptual con los organismos financieros, 
como una  sostenibilidad socioambiental en el marco de los principios de una nueva cultura 
sobre el tema del agua (Arrojo, 2005). Esta cultura hídrica legitima su representatividad por 
medio de la organización social de derechos locales y de su capacidad de colaboración 
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